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Mario Farachio 
Secretario." 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, 
Barrios Tassano, Brause, Cid, Correa Freitas, Couriel, De 
Boismenu, Fernández Huidobro, Gallinal, García Costa, 
Gargano, Heber, Korzeniak, Michelini, Millor, Montaner, 
Mujica, Núñez, Pereyra, Pou, Riesgo, Rodríguez, Rubio, 
Singer y Xavier. 


FALTAN: el señor Presidente del Cuerpo por encontrar- 
se ejerciendo la Presidencia de la República; con licencia, 
los señores Senadores Garat, Herrera y Virgili; con aviso, 
los señores Senadores Nin Novoa y Scarpa y sin aviso, el 
señor Senador Larrañaga. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 15 minutos.) 


- Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes: 


- solicitando venia para destituir de su cargo a un 
funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas; 
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- y dando respuesta al pedido de ampliación de ante- 
cedentes referido a una solicitud de venia para des- 
tituir de su cargo a un funcionario del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 

- ALA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


El Tribunal de Cuentas de la República remite la informa- 
ción solicitada por el señor Senador Reinaldo Gargano 
relacionada con las contribuciones a Rentas Generales y las 
inversiones realizadas por ANCAP, UTE, OSE y ANTEL 
entre los años 1992 y 2003. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SEÑOR 
SENADOR REINALDO GARGANO. 


La Junta Departamental de Paysandú remite varias notas 
comunicando: 


- Su apoyo al informe elaborado por las Comisiones 
integradas de la Familia y la Mujer y de Acción Social, 
con respecto a la problemática de los complejos 
habitacionales que ha construido el Banco de Previ- 
sión Social para pasivos de escasos recursos. 


- yelplanteo formulado por el Edil señor Mario Barrios 
Viana sobre los vehículos incautados por distintas 
causas de infracción. 


La Junta Departamental de Treinta y Tres remite: 


- nota adjuntando copia del informe en el que mani- 
fiesta su apoyo ala iniciativa de la Junta Departamen- 
tal de Artigas al dar respaldo al proyecto de ley que 
modifica el numeral 11 del artículo 13 de la Ley de 
Educación N* 15.739; 


- y copia de la exposición realizada por el señor Edil 
Maestro Dimas Ipuche en relación a la situación 
salarial por la que atraviesan profesores del Instituto 
Superior de Educación Física. 


La Junta Departamental de Flores remite el planteo for- 
mulado por Ediles de su similar de Río Negro referente a la 
situación de los micro-empresarios. 


La Junta Departamental de Cerro Largo remite nota rela- 
cionada con el planteo de la señora Edila Myriam Alvez 
referido a la incidencia que tiene la percepción del tributo 
Patente de Rodados, adjuntando informe de la Comisión de 
Hacienda y Presupuesto. 

- TENGANSE PRESENTES. 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 
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(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República, el señor Senador Walter 
Riesgo solicita se curse un pedido de informes con destino 
al Ministerio del Interior, relacionado con el número de 
denuncias por hurto de vehículos recepcionadas en el 
presente año en los departamentos de Montevideo y Cane- 
lones. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO.” 


(Texto del pedido de informes:) 


“Montevideo, 13 de octubre de 2003. 


Señor Presidente 

de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Ante los reiterados hurtos de vehículos que se suceden 
especialmente en la capital y la inquietud puesta de mani- 
fiesto ante el suscrito por varios damnificados, y de acuer- 
do a las facultades otorgadas por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito se curse al Ministerio 
del Interior el siguiente pedido de informes: 


1) Número de denuncias que en tal sentido se han 
recepcionado en el correr del presente año en los 
departamentos de Montevideo y Canelones. 


2 


=— 


Número y porcentajes de vehículos recuperados sin 
presentar ningún desperfecto y falta de accesorios. 


3 


= 


Número y porcentaje de vehículos recuperados pre- 
sentando daños y falta de accesorios. 


4 


= 


Número y porcentaje de vehículos que han sido 
localizados y declarados chatarra. 


5 


= 


Teniendo en cuenta que los hurtos se producen en 
zonas alejadas de donde, según la prensa, luego 
aparecen, en los llamados “desguazaderos”, lo que 
significa que han efectuado un apreciable desplaza- 
miento, especificar número y porcentaje de vehícu- 
los recuperados capturados mientras realizan el men- 
cionado recorrido. 


6 


= 


Asiduamente la prensa informa del descubrimiento 
de los mencionados desguazaderos, dando un deta- 
lle muy acotado de las autopartes halladas, lo que no 
permite a los damnificados identificar sus propieda- 
des, en tal sentido indicar, ¿cuál es el procedimiento 
que se sigue para una mejor satisfacción de dichos 


446-C.S. 


perjudicados, permitiéndole así resarcirse, aunque 
sea en parte, de la consiguiente pérdida? 


7) ¿Cuál es el destino que se le da a aquellos efectos 
recuperados que no han sido reclamados por sus 
dueños? 


8) ¿Qué medidas tiene pensado aplica ese Ministerio 
para combatir con eficacia esta clase de delitos, 
especialmente en las zonas utilizadas como “base de 
operaciones” por esta clase de delincuentes? 


9) ¿Cuánto tiempo transcurre entre la denuncia de los 
hurtos y la irradiación de las mismas a los distintos 
móviles policiales? 


10) ¿Cuántas personas han sido remitidas en el período 
indicado por la comisión de los mencionados delitos 
y otros conexos? 


Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 


Walter Riesgo. Senador.” 


5) LISETTE GORFINKIEL. HOMENAJE A SU MEMO- 
RIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa ala hora pre- 
via. Tiene la palabra el señor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: el jueves pasado, 9 
de octubre, falleció la doctora Lisette Gorfinkiel, a los 39 
años de edad, víctima de una implacable enfermedad que la 
aquejó durante 17 años: la esclerosis múltiple. Dejó un hijo 
de 8 años, Fabián, dejó a un compañero y a una cantidad 
impresionante de amigos y de gente que la admiró. 


Creo que es uno de los casos más notables que conozco 
de entereza ante la adversidad. Sus compañeros de trabajo 
de la Sección Bioquímica del Departamento de Biología 
Molecular y Celular de la Facultad de Ciencias me han 
alcanzado un texto que dice lo siguiente: 


“Siempre recordaremos a Lisette por sus múltiples atri- 
butos personales, que hacen que su ausencia sea tan difícil 
de aceptar. 


Su agudeza intelectual era llamativa, desarrollada a tra- 
vés de innúmeras lecturas y potenciada en su estadía en 
París, con la colaboración de Claudio Scazzochio, heredero 
de la mejor tradición científica humanista. Su espíritu crítico 
hacía que siempre tuviera una idea adicional para aportar 
acerca de un experimento de laboratorio, la escritura de un 
informe o aun acerca de un asunto personal.” 


Es una de las personas más brillantes que hayan pasado 
por esa Facultad. El texto continúa: “Quedan en el mejor 
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recuerdo de nuestro laboratorio sus explicaciones acerca 
de los mutantes, del hongo filamentoso Aspergillus 
nidulans, organismo modelo que fue siempre el centro de su 
trabajo de investigación. 


Docente brillante y elocuente, ayudó a desarrollar la 
enseñanza de la biología molecular en la Facultad de Cien- 
cias a varias generaciones de jóvenes estudiantes e inves- 
tigadores. 


Constituyó siempre un ejemplo para nosotros, en el 
sentido de que aún sufriendo una enfermedad invalidante, 
su presencia cotidiana nos llenaba de empuje y fuerza para 
seguir adelante. 


Preocupada por los aspectos sociales y bioéticos de la 
ciencia y la tecnología actuales, no eludió debates públicos 
acerca de temas candentes, tales como la clonación y los 
organismos genéticamente modificados. En este sentido, 
su aporte fue mayor, ya que su actitud aperturista fue 
seguida por varios de sus colegas y puso sobre la mesa el 
tema del relacionamiento del científico con la sociedad. 


Trabajó incansablemente hasta pocos días antes de su 
fallecimiento y su partida nos deja a todos con una sensa- 
ción de vacío y congoja.” 


El doctor Amílcar David ha hecho una semblanza acadé- 
mica en la que consigna lo siguiente: “Ingresa a la Licencia- 
tura en Ciencias Biológicas de la Facultad de Humanidades 
y Ciencias en 1981, de la cual egresa con el título en 1986, 
a los 23 años. 


Al mismo tiempo, tiene una activa militancia gremial en 
el Centro de Estudiantes de la Facultad de Humanidades y 
Ciencias, en particular en las Asambleas de Biología y en 
diversas Comisiones. 


Luego de un pasaje por la División Bioquímica del Ins- 
tituto de Investigaciones Biológicas “Clemente Estable”, en 
1987 obtiene el Diplóme d' Études Approfondies, equiva- 
lente a una maestría, en la Universidad de París XI, en Orsay, 
Francia, siendo la primera de la graduación. 


Retorna como Becaria a la nueva Sección Bioquímica y 
Biofísica de la Facultad de Humanidades y Ciencias, donde 
se desempeña durante 1988. 


Luego vuelve a Orsay, Francia, a desarrollar sus estu- 
dios de Doctorado en la misma Universidad, como Becaria 
en el Instituto de Genética y Microbiología, hasta 1991, 
cuando retorna al Uruguay a continuar estos estudio desde 
un cargo de Ayudante en la Sección Bioquímica de la nueva 
Facultad de Ciencias. 


En sus estudios de posgrado, Lisette es orientada por el 
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profesor doctor Claudio Scazzochio, biólogo uruguayo ra- 
dicado hace mucho tiempo en Francia y actual Director de 
un laboratorio de investigación y formación de posgrados 
en Genética y Biología Molecular en la mencionada Univer- 
sidad. 


El año en el cual obtiene su título de Doctores 1994, con 
mención “Trés Honorable avec les Félicitations du Jury”. 


Poco después, en 1995, es contratada como Profesor 
Adjunto, en el marco del Programa de Retorno de Científi- 
cos del Exterior de la Comisión Sectorial de Investigación 
Científica de la Universidad de la República, cargo que es 
consolidado por la Facultad de Ciencias, en la Sección 
Bioquímica del Instituto de Biología, en diciembre de 1997 
y que mantuvo hasta el presente año, en régimen de Dedi- 
cación Total. 


Participó en diversos proyectos de investigación en los 
últimos 15 años y fue responsable científico de diversos 
proyectos de investigación, en particular sobre el hongo al 
que hicimos referencia. El estudio de este hongo ha dado 
lugar a diversos procesos industriales que luego se han 
trasladado a distintas aplicaciones en la industria. Algunos 
de estos proyectos bajo su responsabilidad recibieron 
financiamiento nacional en el marco de la CSIC, del 
CONICYT/BID y otros, el aporte de organismos internacio- 
nales como la International Foundation of Science o la Third 
World Academie of Sciences; otros fueron desarrollados en 
conjunto con investigadores radicados en Francia, siendo 
Lisette la contraparte nacional de los mismos y mereciendo 
el aporte financiero de la Unión Europea, en particular del 
Programa de Intercambio de Científicos ECOS. 


Tiene distintas y numerosas publicaciones de artículos 
en temas de su especialidad en diversas revistas internacio- 
nales, cuya nómina vamos a entregar para que conste en la 
versión taquigráfica. 


En la misma figuran: “Gorfinkiel L., Diallinas G. and 
Seazzocchio C. (1993) Sequence and regulation of the uapA 
gene, encoding a uric acid-xanthine permease in the fungus 
Aspergillus nidulans. Journal of Biological Chemistry, 
268:23376-23381. 


Diallinas G., Gorfinkiel L., Arst Jr H. N., Cechetto G. And 
Scazzocchio C. (1994) Genetic and Molecular 
Characterisation of purine permeases genes of Aspergillus 
nidulans: A novel family of transporters conserved in 
prokaryotes and eukaryotes. Folia Microbiologica. Prague, 
39:513-514. 


Ravagnani A., Gorfinkiel L., Langdon T., Diallinas G., 
Adjaj E., Demais S., Gorton D., Arst Jr. H. N. And Scazzocchio 
C. (1997) Subtle hydrophobic interactions between the 
seventh loop aminoacid of the Zn finger and the first base 
of a NGATAR sequence determines promoter specific 
recognition by the GATA factor AreA of Aspergillus 
nidulans. EMBO J, 16: 3974-3986. 
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HarispeL., TucciP. and Gorfinkiel L. (2000) An alternative 
strategy for cloning minor permeases in Aspergillus 
nidulans. Fungal Genetic Newsletter, 47: 61-64”. 


En materia de docencia y formación de investigadores, 
dirigió varios trabajos de pasantía y de finales de estudian- 
tes de grado en la Licenciatura en Ciencias Biológicas y en 
Bioquímica de la Facultad de Ciencias. Asimismo, en mate- 
ria de enseñanza de grado participó permanentemente en 
los cursos ofrecidos por la Sección Bioquímica. En materia 
de enseñanza de posgrado, se destacó por su participación 
en la organización y dictado de cursos en el marco del 
PEDECIBA Biología. 


En cuanto a otras actividades, la doctora Gorfinkiel 
integró diversas instituciones científicas o académicas, 
como la Sociedad Uruguaya de Biociencias, la Sociedad 
Uruguaya de Bioquímica y Biología Molecular y la Asocia- 
ción Uruguaya para la Ciencia, la Tecnología y el Desarro- 
llo. Fue investigadora Grado 3 del PEDECIBA desde 1995, 
Programa de cuyo Consejo Científico de Biología fue inte- 
grante desde 1997 hasta 2000. 


Por otro lado, en los últimos años desarrolló diversas 
actividades en el campo de la divulgación científica, rela- 
cionándose con diversas publicaciones periódicas acerca 
de temas tan gravitantes y relevantes como los de los 
organismos genéticamente modificados, las terapias 
genéticas o el Proyecto Genoma Humano. 


Esta profesional participó de otras investigaciones y, 
además, mantuvo siempre una intensa actividad en la ges- 
tión y organización de eventos y discusiones en la Facultad 
de Ciencias, así como en otros ámbitos. Gran parte de esas 
tareas fueron desarrolladas y llevadas adelante cuando ya 
tenía el diagnóstico de la durísima enfermedad que la aquejó 
durante diecisiete años. 


Como ha dicho el poeta, “Velar se debe la vida de tal 
suerte que viva quede en la muerte” ¡Y vaya si Lisette lo 
hizo! ¡Vaya si veló su vida aun sabiendo que sería corta, aun 
sabiendo que progresivamente se irían limitando sus posi- 
bilidades físicas! 


La recuerdo en el Segundo Seminario del Proyecto Cientis 
que coordiné, que se realizó en agosto de este año, en su 
silla de ruedas -en la que estuvo en sus últimos años-, 
atenta y concentrada en las exposiciones y en los debates 
y haciendo anotaciones sobre temáticas que la apasiona- 
ban. 


Veló su vida como investigadora, como científica, como 
docente, como mujer comprometida con su tiempo, como 
esposa y madre y como amiga. Veló su vida incansablemen- 
te poniendo coraje y voluntad donde falta salud. 


¡Vaya si supo velar su vida de tal suerte que, como dijo 
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el poeta, hoy los que nos quedamos recogemos su legado 
en lo científico, en lo humano y en su ejemplo de inteligen- 
cia, perseverancia y entereza! 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras sea 
enviada a sus familiares, a su compañero Mauricio y a su 
hijo, a la Facultad de Ciencias, al Ministerio de Educación 
y Cultura, al CONICYT, al PEDECIBA, al Instituto de Inves- 
tigaciones Biológicas “Clemente Estable” y al Rectorado de 
la Universidad de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) SITUACION SOCIAL DE LOS COMEDORES ES- 
COLARES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: en la tarde de 
hoy me voy a ocupar de un problema que tiene una urgencia 
tremenda dada la situación social que se atiende con los 
comedores escolares de nuestro país. La semana pasada 
estuve en Salto y Paysandú y recogí directamente de los 
docentes su estado de alarma, ya que salvo en los departa- 
mentos de Montevideo y Canelones, hay una restricción 
enorme de recursos para atender el funcionamiento de los 
comedores escolares en el resto de los departamentos. 


Tengo sobre mi mesa una exposición escrita del Repre- 
sentante Ricardo Castromán del 14 de octubre, en la que se 
estima que unos 90.000 niños de los casi 180.000 que se ven 
beneficiados en esta emergencia mediante el servicio 
alimentario, no están recibiendo la alimentación adecuada. 
También quiero señalar que se han hecho gestiones ante el 
Ministerio de Economía y Finanzas por parte de los Repre- 
sentantes de los departamentos afectados -en el caso con- 
creto de Paysandú, las realizó el señor Representante Me- 
llo, pero estoy seguro que los Diputados de los demás 
departamentos se deben de haber comunicado con el Minis- 
terio-, pero todavía no se han enviado las partidas para 
pagar a los proveedores de las escuelas. Sólo se les ha 
pagado a los comedores escolares de Montevideo y Cane- 
lones, pero al resto de los departamentos se han enviado 
pequeñas partidas que no cubren el total de las escuelas. 
Cité el ejemplo de Paysandú donde de un total de 120 
escuelas sólo 12 han recibido el dinero. Dichos centros son: 
las escuelas de tiempo completo Nos. 63 y 15, las escuelas 
N*2,N*21,N"33,N"58 y N*85 -a la Escuela N* 2 fui cuando 
concurrí a Enseñanza Primaria-, los Internados Rurales 
N* 76 y N* 81, y los Jardines de Infantes N* 91, N* 104 y 
N* 109. Al resto de las escuelas se les debe el mes de 
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setiembre y lo que va de octubre. Según los datos obteni1- 
dos, faltan librar $ 20:000.000 por parte del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Ahora quisiera describir la situación para que se tenga 
una idea de las dificultades que se enfrentan. Quien es 
propietario de una casa habitación paga el Impuesto de 
Primaria que tiene como destino específico la alimentación 
de los niños, es decir que hay una partida que recibe Rentas 
Generales que tiene que volcarse exclusivamente a ese fin. 
Recuerdo que muchos señores Senadores, cuando se 
incrementó el importe del Impuesto, manifestaron que era 
imprescindible porque se atendía a una enorme cantidad de 
niños carenciados que tenían que comer en las escuelas 
porque, de lo contrario, no comían. Sin embargo, se da la 
circunstancia de que el destino marcado por el Impuesto no 
se cumple. Reitero que el atraso existente es de $20:000.000, 
O sea que no se trata de una cifra descomunal pero afecta a 
90.000 niños porque los proveedores pueden entregar la 
mercadería durante una semana, pero si no cuentan con los 
recursos para pagar a quienes los proveen de los insumos 
que van a las escuelas, no pueden continuar con las entre- 
gas. Además, los proveedores se resisten aentregar merca- 
derías porque saben que no van a poder cobrar. 


A esto hay que agregar que existe una norma en el 
Estatuto del Docente de Enseñanza Primaria -esto me lo 
describieron los propios Diputados que se ocupan del tema 
y que, a su vez, son maestros- por la cual las deudas que 
contrae un Director de escuela mediante la administración 
de los dineros de la Comisión de Fomento, se deben pagar 
al final del Ejercicio anual de Rendición de Cuentas. Por 
tanto, se da la situación de que para hacer funcionar los 
comedores muchas veces los Directores recurren a dineros 
de la Comisión de Fomento y contraen deudas que luego no 
tienen cómo pagar. Se me relató el caso específico de una 
maestra que el año pasado tuvo que disponer prácticamente 
de todo lo que percibió durante los meses de enero, febrero 
y Marzo para pagar una deuda porque la Comisión de Fomen- 
to no tenía recursos. La señora Senadora Arismendi me 
acota que tienen que cerrar las cuentas, y eso es así. 


Entiendo que este problema debe solucionarse rápida- 
mente y comunicar al Ministerio de Economía y Finanzas 
que el fondo que existe por el cobro del Impuesto de Primaria 
debe volcarse inmediatamente a la ANEP para que ésta lo 
distribuya a los Directores y alas Comisiones de Fomento. 


Conversé con una docente que tiene que dar de comer 
a 300 alumnos todos los días y no tiene con qué. Esta 
persona vive en una situación de angustia tremenda porque 
debe decidir entre no darles de comer o contraer una deuda, 
lo que para un maestro que gana muy poco es algo tremen- 
do. 


El total de las escuelas del país que no recibieron el 
dinero para los comedores son 1.450 y el Diputado Mello, 
con el cual conversé sobre el tema en el día de hoy, me decía 
que si no se enviaban los recursos, a partir de este lunes en 
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Paysandú faltaría la cocoa para dar la leche alos niños y no 
habría fruta ni pan para acompañar el plato de comida, que 
es un guiso, lo que es muy grave. 


Por todo lo expuesto, propongo que la versión taquigrá- 
fica de las palabras que he pronunciado se remita al Minis- 
terio de Economía y Finanzas, ala Administración Nacional 
de Enseñanza Pública y como sé que se están haciendo 
gestiones para que comparezca el señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas, que se envíe también a la Comisión que 
corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se vaa votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) SEÑOR JUAN ANGEL SILVA. HOMENAJE A SU 
MEMORIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando en la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Millor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: en esta oportuni- 
dad quiero rendirle un homenaje muy humilde pero muy 
sentido a una de las personas que más quise en mi vida y que 
atesoro en los recuerdos imborrables más lindos de mi 
niñez. Me estoy refiriendo a un amigo que el martes de la 
semana pasada se fue con su tamboril a alegrar el cielo, al 
negro Juan Angel Silva, que murió con 84 años de edad. 


Juan Angel Silva tuvo ocho hijos, uno de ellos ya 
fallecido, catorce nietos y un bisnieto. 


En 1953 fundó Directores Asociados de Espectáculos 
Carnavalescos Populares de Uruguay y la comparsa más 
galardonada de nuestro país y la más reconocida en el 
exterior, o sea, Morenada, en la cual supo desfilar durante 
tantos años entreverado con los muchachos, con Carlos 
Paez Vilaró. 


En 1954, fundó aquel legendario cuadro de fútbol ama- 
teur “Yacumenza”. Sobre el origen del nombre de esta 
institución hay muchas leyendas que guardo en ese rincón 
de los recuerdos lindos de la infancia. 


Fue un hombre de origen muy humilde. Me dicen que 
cuidaba coches en el Estadio Centenario y que alternaba 
esa actividad vendiendo diarios en una compañía de verda- 
dera alcurnia, porque era canillita junto con Obdulio Jacinto 
Varela. Me imagino aquella dupla del “Cacique” y el “Negro 
jefe”, que dormían donde los agarraba la noche pero, 
fundamentalmente, en los sótanos de aquel inolvidable 
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Café Montevideo que quedaba frente al diario “El Día”. 
Cuando hablo de esto pienso en las vueltas de la vida, pues 
por esas mesas del Café Montevideo pasó lo más raleado y 
representativo de aquella clase política formidable que tuvo 
el Uruguay, tanto Blancos como Colorados, algún represen- 
tante de izquierda y la más variada gama intelectual que 
supo atesorar este país. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


- Juan Angel fue también un dirigente político. Si men- 
ciono esto no es por politizar el homenaje; soy de los que 
creen que a quienes pertenecen al acervo nacional no hay 
que desmerecerles su homenaje con algo que pueda tener la 
más mínima reminiscencia de carácter político. Sin embargo, 
quiero destacar que Juan Angel tenía un club de la Lista 15 
en la calle Carlos Gardel y Yí. Ese era el club que más me 
gustaba visitar junto con mi señora madre, porque después 
de los discursos había pasteles y en aquel Uruguay tranqui- 
lo, donde un niño podía deambular solo, mientras los polí- 
ticos podían seguir a otros baluartes y, como lo hacía yo, 
quedarse aescuchar el tamboril e irme caminando a mi casa 
ubicada en las inmediaciones del Obelisco. Quise mencio- 
nar este hecho porque mi madre fue garantía del alquiler de 
ese local durante 27 años. Muchísimos años después, cuan- 
do llegué a ser abogado, le recomendaba a mis clientes que 
jamás salieran de garantía por más plata que tuviese el que 
solicitaba esa garantía. Esto se debía a alguna experiencia 
personal muy triste. Pero esos 27 años que mi madre fue 
garantía -desde mucho antes que yo naciese y siendo niño- 
esta gente no se atrasó un solo día, porque a estos negros 
les faltaba dinero pero les sobraba dignidad. 


Creo que fue uno de los exponentes más impresionantes 
de la cultura uruguaya, del don de gente, de la palabra 
empeñada, del mirar de frente. 


Como todos saben, señor Presidente, no me gusta leer 
mis intervenciones, jamás lo he hecho, pero en esta oportu- 
nidad quiero culminar el homenaje leyendo unas líneas. 
Tampoco me gusta apropiarme de lo que no me pertenece 
pero, por el contrario, cuando algo está bien dicho, me gusta 
homenajear a quien lo hizo. Por eso, quiero culminar este 
homenaje leyendo unas breves líneas que me acercó otro 
exponente formidable -y amigo personal- de la cultura negra 
de este país; me refiero al plástico Julio Olivera que me 
garabateó unas líneas que dicen lo siguiente. 


“Con Juan Angel se ha ido el mayor articulador político 
afrodescendiente, pero también y antes que nada hemos 
perdido a quien se consideraba dentro de esa misma comu- 
nidad, primero y antes que nada, ciudadano digno de la 
República Oriental del Uruguay. Ha muerto quien además de 
haberse mostrado como hombre vinculado a nuestro arte, 
estaba ese otro hombre que ha sabido ensalzarse con los 
atributos que han caracterizado a una generación donde a 
pesar de no contar con la instrucción debida, gracias a su 
perseverancia, conducta, empuje y fortaleza, supo brillar. Y 
supo hacerlo por poseer el don de la honestidad, humildad, 
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sencillez pero por sobre todas las cosas, hombre de palabra, 
de lealtad expresa. Líder por excelencia, supo ganarse no en 
vano el apodo “El Cacique”, por lo que ahora el candombe 
y con él toda la comunidad afro sufre la falta de su principal 
referente. Pero eso sólo en este terreno, porque todo aquel 
que haya vivido, observado y sentido a “Morenada” -pero 
más aún al mismo tamboril- sabe que Juan Angel no ha 
muerto.” 


Agrego que es imposible que muera porque cada vez que 
en cualquier rincón del Uruguay repique una lonja o un gurí 
descalzo intente tirar una gambeta en cualquier conversa- 
ción distendida, en un boliche cuanto más humilde mejor, 
creo que Juan Angel va a estar presente. Pero, sobre todo, 
va a estar presente en los uruguayos que aún quedan, que 
cuando empeñan la palabra, la cumplen. 


Solicito que la versión taquigráfica de este humilde 
homenaje se remita a ese cuadro de fútbol del que tantas 
veces grité los goles, “Yacumenza”, a “Morenada”, a sus 
hijos Gloria, Juan Angel, Waldemar, Hugo, Manuel, Juanita 
y Gabriela, a Mundo Afro -cuya Presidenta se enteró por 
casualidad de este homenaje, una amiga entrañable de toda 
la vida de Juan Angel Silva, Lágrima Ríos- y ala Asociación 
Cultural y Social Uruguay Negro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se vaa 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) HOMENAJE AL EMBAJADOR URUGUAYO DOC- 
TOR ALBERTO VOLONTE BERRO REALIZADO 
EN LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Conti- 
nuando con la hora previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el pasado miér- 
coles 24 de setiembre, junto a un grupo de compatriotas, 
tuvimos oportunidad de trasladarnos a la ciudad de Buenos 
Aires, República Argentina, a efectos de acompañar al 
Embajador uruguayo ante ese país, doctor Alberto Volonté 
Berro, con motivo de un homenaje que le rindió la Honora- 
ble Cámara de Diputados de la Nación argentina, quien lo 
distinguió en esa ocasión, entregándole una medalla de oro 
y un diploma emitido por la propia Cámara de Diputados de 
la Nación en el que se señala lo siguiente: “Al señor 
Embajador de la República Oriental del Uruguay, doctor 
Alberto Volonté Berro, en reconocimiento de la persona 
que reivindica los lazos históricos y políticos, forjando un 
destino común entre el Uruguay y la Argentina, recuperan- 
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do y ampliando el ímpetu integracionista. Buenos Aires, 24 
de setiembre de 2003. Diputado Oscar Camaño, Presidente; 
Diputado Oraldo Norvel Britos, Vicepresidente Primero; 
Diputado Fortunato Cambareri, Vicepresidente Segundo; 
Diputado Alberto Adolfo Natale, Vicepresidente Tercero y 
Diputada Mirta E. Rubini”. Cabe destacar que la Diputada 
Mirta Rubini es la autora del proyecto a través del cual la 
Honorable Cámara de Diputados de la Nación argentina 
decidió distinguir al doctor Volonté. 


Creo que esta es una muy buena noticia para el país de 
hechos que, además, son excepcionales y así se nos trans- 
mitió en el transcurso de la ceremonia. 


Allí estuvieron presentes, no solamente integrantes de 
la Cámara de Diputados, sino también Senadores y Repre- 
sentantes del Gobierno, el Vicepresidente en ejercicio en 
ese momento, así como amigos uruguayos residentes en la 
Argentina y, por supuesto, buena parte de los integrantes 
del Movimiento “Manos a la Obra” del Partido Nacional que 
lidera el doctor Alberto Volonté. 


El doctor Volonté tiene una trayectoria política muy 
destacada en la vida del país. Adquirió un lugar en los 
primeros planos mediante su gestión en la Presidencia de 
UTE, fue candidato a la Presidencia de la República por el 
Partido Nacional en las elecciones de 1994, presidió el 
Directorio del Partido Nacional entre 1995 y 1999 y hoy está 
representando a nuestro país en la República Argentina, 
con una actuación que ha tenido momentos muy importan- 
tes en los que ha sabido exhibir sus condiciones de inter- 
locutor con el vecino país, interviniendo directamente en 
algunas circunstancias difíciles por las que atravesamos en 
nuestro relacionamiento con esa Nación y teniendo una 
gestión destacada en todos los temas que hoy forman parte 
de la agenda permanente referida al MERCOSUR y al 
relacionamiento bilateral. 


Por otra parte, en estos tiempos está haciendo gestiones 
muy importantes para tratar de consolidar el proyecto de la 
construcción del Puente Colonia-Buenos Aires, que todos 
esperamos vaya tomando en el transcurso de los próximos 
tiempos las definiciones que aún faltan. 


Sin duda, para la Cancillería debe ser un hecho enaltece- 
dor el que uno de sus representantes, en un país con el que 
el Uruguay tiene más notoria vinculación social, económi- 
ca, comercial y cultural, nuestro Embajador en la Argentina, 
sea distinguido por la Honorable Cámara de Diputados de 
la Nación de ese país. Esto nos lleva a hacerle este recono- 
cimiento desde la Cámara de Senadores de la República, 
destacando un hecho que sin duda merece ser reivindicado. 


Creo que lo que está exhibiendo el doctor Volonté es lo 
que siempre ha exhibido a todos los uruguayos: su voca- 
ción de diálogo abierto con todas las fuerzas políticas, 
asumiendo la representación del país, no solamente en su 
relacionamiento con la República Argentina, sino con to- 
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dos los representantes diplomáticos allí asignados. En el 
transcurso de esa jornada -que con mucho gusto comparti- 
mos junto a él y sus familiares- pudimos comprobar el grado 
de reconocimiento que ha logrado en sus pares merced, 
precisamente, a su gestión, a su simpatía y a su vocación 
por el diálogo de carácter permanente. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada a la Cancillería y, por suinterme- 
dio, ala Embajada uruguaya en la República Argentina, así 
como al Directorio del Partido Nacional, a la Mesa Ejecutiva 
Nacional del Movimiento “Manos a la Obra” y a la Mesa 
Ejecutiva Nacional del Movimiento “Correntada 
Wilsonista”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Se vaa 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) PREOCUPACION DE LOS OPERADORES TURIS- 
TICOS CON VISTAS A LA PROXIMA TEMPORA- 
DA ESTIVAL 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Conti- 
nuando con la hora previa, tiene la palabra el señor Senador 
Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: a medida que se 
aproxima la temporada estival, observamos en los gober- 
nantes y agentes económicos de diversas actividades su 
preocupación, en virtud del decrecimiento del turismo en 
las dos últimas temporadas. 


El último fin de semana -que coincidió con un feriado 
largo de la República Argentina- mostró un índice favorable 
en el sentido de que es posible esperar un mejoramiento 
importante en la próxima temporada turística. Así lo han 
expresado públicamente -por supuesto que con la cautela 
necesaria- algunos gobernantes e importantes agentes eco- 
nómicos, fundamentalmente, de Punta del Este. El país 
entero piensa y quiere tener una buena temporada turística; 
la necesita como un aporte importante a su economía. 


Es precisamente en estos momentos que nos enteramos 
que las autoridades piensan restablecer el sistema de doble 
peaje, es decir, que los vehículos que utilizan las carreteras 
paguen un peaje a la ida y otro a la vuelta. Recordemos que 
la tarifa del peaje se unificó en virtud de un suceso acaecido 
hace algún tiempo en el puente sobre el río Santa Lucía, 
cuando la corriente turística argentina se vio detenida 
durante horas porque el pasaje se hacía muy lento. Es en 
estos momentos, entonces, cuando el país ya pasó por 
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aquella experiencia y trató de corregirla estableciendo un 
solo pago de peaje, nos enteramos por la prensa que se 
piensa restablecer el antiguo régimen. 


Por su parte y también por la prensa, nos enteramos que 
la Policía Caminera ya ha observado la detención de nume- 
rosos vehículos que padecen largas esperas en virtud de 
los peajes. Si se llega a concretar la medida del doble pago 
de peaje, es decir, de ida y de regreso, seguramente no sólo 
habrá embotellamientos sino un índice negativo frente a la 
expectativa de la corriente turística que espera el país. 


Tengo la esperanza -y estoy convencido de ello- de que 
el Ministerio de Turismo, pero fundamentalmente el de 
Transporte y Obras Públicas que es el responsable de esta 
política, tendrán en cuenta la información que brindan no 
solamente los diversos agentes de la opinión pública, sino 
también las propias autoridades que custodian el tránsito 
de nuestras carreteras nacionales. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Alejandro Atchugarry.) 


- Por lo expresado anteriormente, y en beneficio del 
crecimiento turístico que el país espera, solicito que la 
versión taquigráfica de estas palabras -que traducen mi 
preocupación y la de muchos otros ciudadanos- sea remi- 
tida a los Ministerios de Turismo y de Transporte y Obras 
Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


- 14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) TURISMO Y SERVICIOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: muchas veces 
hemos dicho -y seguramente lo vamos a reiterar otras tan- 
tas- que en este país las buenas noticias a veces no son 
promocionadas lo suficiente o no se las difunde en forma 
clara, contundente e inmediata. 


Tomo como referencia las palabras pronunciadas por el 
señor Senador Pereyra relativas al turismo y a la necesidad 
de desarrollo de una de las actividades que más mano de 
obra ocupa en el país y señalo que los uruguayos, desde 
hace 156 20 años, decidimos implementar políticas nacio- 
nales y departamentales en ese sentido por lo que significan 
nuestras playas, nuestros servicios, nuestra gente, nuestra 
cultura y nuestra seguridad. 
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Si analizamos el mapa migratorio interno del país, pode- 
mos advertir que el 70% de la población en estos últimos 
veinte años se ha concentrado en los departamentos de 
Colonia, Montevideo, Canelones, Maldonado y Rocha, más 
allá de destacar otros puntos de desarrollo turístico como 
las termas en Salto y la frontera de Rivera. Tal vez, el 
departamento de Maldonado sea el que más dinamiza la 
economía vinculada al turismo y a los servicios. 


Durante todo este tiempo hemos venido sosteniendo 
que el Uruguay se merece una discusión más profunda 
sobre los temas turísticos y que nuestro país, tal vez, tiene 
que enmarcar dentro de las posibilidades políticas y econó- 
micas una vocación mucho más fuerte que nos está siendo 
invocada por nuestra realidad. Si me remito a este Parlamen- 
to, en el correr de estos años pocas horas o minutos ha 
insumido la discusión sobre políticas de turismo y de ser- 
vicios; sin embargo, el 70% de la ocupación del país está 
vinculada directa o indirectamente a ellos. 


Evidentemente, el fin de semana pasado fue importante 
no sólo para el turismo sino también para el país, porque se 
conjugó un espíritu de consolidación del comienzo del 
crecimiento del Uruguay y se empezaron a generar las 
buenas noticias. Como es notorio, la aftosa, la caída de 
Argentina y la devaluación brasileña fueron muy malas 
noticias. Muchas veces, por razones políticas, se disminuía 
ese peso de las desgracias, de estos hechos que señalé, 
pero hoy empieza a ser buena noticia para el país la recupe- 
ración económica argentina y la consolidación vinculada al 
sector cárnico y agropecuario. Basta recorrer las rutas 
nacionales -en estos tiempos, algunos de nosotros nos 
vemos obligados a recorrerlas, fundamentalmente, en razón 
del referéndum que convoca a la ciudadanía- para compro- 
bar que en las orillas de las carreteras y de los campos 
pululan, no solamente la producción agrícola ganadera, 
sino también la plantación récord de cultivos de verano. 
Creo que este año vamos a tener una producción récord 
vinculada a laexportación de carne, fundamentalmente por 
la apertura de los mercados, primero de Canadá, luego de 
Estados Unidos y, seguramente en las próximas semanas, 
de México. Eso significa valor agregado, buenos precios y 
tonificación de los mercados, así como también ocupación. 
La industria frigorífica está ocupando el 100% de la mano de 
obra y se observa que los camiones, que a lo largo y ancho 
del país transportan ganado, cereales y raciones están 
generando realmente una movilización productiva muy im- 
portante. Reitero que hay una tonificación de las inversio- 
nes en el sector agropecuario, fundamentalmente en el 
agroindustrial y hay un estímulo muy importante de los 
sectores turísticos y de servicios. 


Este último fin de semana fue bueno y lo decimos sin 
ánimo de tirar campanas al vuelo ni al cielo porque, eviden- 
temente, se trata de los comienzos de consolidación de 
sectores que realmente han pagado los platos rotos, como 
el turismo, los servicios y el comercio. Esta es una buena 
señal para lo que va a significar no solamente el turismo en 
la temporada y como prestador de servicios, sino también 
por lo que representa la inversión en el área turística. 
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Hoy, como nunca, el departamento de Maldonado está 
llevando adelante obras municipales y nacionales de refac- 
ción, de mantenimiento y de construcción. Tal vez, esto no 
se había visto en los últimos dos años: hay ocupación total 
en el rubro pinturas. Es difícil encontrar en el departamento 
de Maldonado, a pesar de la desocupación en otros secto- 
res de la actividad, pintores, sanitarios, prestadores de 
servicios o de albañilería rápida. Reitero que se nota no 
solamente en lo que significa la inversión argentina, euro- 
pea y brasileña que ya está viniendo y construyendo, sino 
también en la de la propia Intendencia Municipal de 
Maldonado, donde se están gestionando alrededor de 
200.000 metros cuadrados de permisos nuevos de construc- 
ción. Hace años que no veíamos esto en el departamento. 
Esa es una señal de inversión y de trabajo, y basta ver que 
en las rutas y en las carreteras nuevamente pululan los 
camiones y las camionetas con personal en sus cajas, así 
como también se advierte gente en los ómnibus, como los 
de la zona oeste o de Pan de Azúcar, que va a trabajar a 
Maldonado, a Punta del Este y a las chacras turísticas. 


Se estima que alrededor de 3.000 personas han encontra- 
do empleo en estos últimos sesenta días en el departamento 
de Maldonado. Esta es una buena señal que retoma el 
camino del crecimiento, del trabajo y de la confianza en el 
país. 


Un capítulo aparte es la encuesta que se ha hecho en las 
últimas horas vinculada fundamentalmente al turismo en el 
departamento de Maldonado. Casi la unanimidad de los 
turistas que nos visitaron del exterior dejaron registrado su 
beneplácito por la seguridad, la tranquilidad, la higiene y la 
limpieza de nuestros balnearios. Y esto es muy buena cosa 
porque, en definitiva, es la mejor publicidad, propaganda e 
inversión que hace el departamento y el país en el tema 
turístico. Quien vuelve a su casa y comenta a sus amigos y 
en su país de destino todas estas señales en el sentido de 
que las cosas se están haciendo bien, seguramente, es el 
mejor promotor para que tengamos una buena temporada y 
mejores años en un área tan sacrificada y de tantas dificul- 
tades como ha sido el turismo y los servicios en los últimos 
tiempos. 


Por ello, celebro y reconozco el esfuerzo de los operado- 
res turísticos y de los trabajadores, así como de los profe- 
sionales del área que han actuado en ferias internacionales 
y en congresos a pesar de las dificultades y del endeuda- 
miento de nuestro país y de las dificultades regionales en 
lo que hace al turismo. Celebro que hayamos mantenido 
intacta la oferta turística nacional, que vale tanto para Punta 
del Este como para todos los rincones del interior; me 
refiero a las estancias turísticas, a los acervos históricos, a 
Colonia, a Salto, a Rivera, a la frontera, etcétera. Creo que 
todos los departamentos del país están teniendo una recu- 
peración y una señal muy importante vinculada a la inver- 
sión y al servicio turístico. 


Quería compartir esto con el Senado porque creo que se 
avizoran, después de tantos dolores y sacrificios, señales 
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de esperanza en la gente. Me parece que eso también debe 
ser comentado porque allí están representados los que 
todos los días confían en el país y se levantan temprano, 
más allá de las dificultades, para ir a trabajar. Reitero que, 
en definitiva, son la mejor señal de que los uruguayos 
seguimos asistiendo a un país viable y posible en el camino 
del trabajo y del esfuerzo. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a las diecinueve Juntas Departamentales del país, 
alos Ministerios de Turismo y del Interior y, en especial, a 
la Cámara Uruguaya de Turismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 


- 13 en 14. Afirmativa. 


11) SEÑOR OSVALDO PAZ. PENSION GRACIABLE 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la 
palabra a la señora Senadora Arismendi, la Mesa da cuenta 
de que ha llegado por escrito una moción de orden del señor 
Senador Rubio. 


Tiene la palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: solicito que 
se reparta y se considere de inmediato un proyecto aproba- 
do por la Cámara de Representantes a través del que se 
concede una pensión graciable al señor Osvaldo Paz. Ad- 
vierto que en este momento el Senado no tiene número para 
votar la urgencia ni el tema de fondo, pero solicito que se 
reparta la iniciativa y cuando se logre el quórum necesario, 
se proceda a la votación correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto de 
ley venido de la Cámara de Representantes. 


(Se da del siguiente:) 


“La Cámara de Representantes remite, con sanción, un 
proyecto de ley por el que se concede pensión graciable al 
señor Osvaldo Paz”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Repártase. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-433 


Una vez que se haya efectuado el repartido, se hará lugar 
a la solicitud de urgencia. 


12) SITUACION DE LA CIENCIA, LA TECNOLOGIA Y 
LA INNOVACION EN EL URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una moción llegada a la 
Mesa. 


(Se lee:) 


“Solicito se me autorice a realizar una exposición de 
una hora sobre la situación de la Ciencia, la Tecnología 
y la Innovación en el Uruguay el miércoles 12 de noviem- 
bre”. Firma el señor Senador Rubio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 


- 15en18.Afirmativa. 


13) SEÑOR OSVALDO PAZ. PENSION GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se declara 
urgente el proyecto de ley del que se dio cuenta reciente- 
mente, referido a la pensión graciable del señor Osvaldo 
Paz. 


(Se vota:) 
- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por el que se 
concede una pensión graciable al señor Osvaldo Paz”. 


(Antecedentes:) 
“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1”.- Concédese una pensión graciable al señor 
Osvaldo Paz, cédula de identidad N*2.847.760-3, equivalen- 
te a cuatro salarios mínimos nacionales. 
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Artículo 2*.- La erogación resultante será atendida por 
Rentas Generales. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 8 de octubre de 2003. 


Jorge Chápper 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 

- En consideración. 

Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace) 


14) FONDO ESPECIAL DE TUTELA SOCIAL DE LAS 
FUERZAS ARMADAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en primer término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se sustituye el artículo 1? de la Ley N* 17.036, 
de 20 de noviembre de 1998, referido al Fondo Especial de 
Tutela Social de las Fuerzas Armadas. (Carp. N* 1140/03 - 
Rep. N* 697/03)”. 


(Antecedentes: Ver 59*S.0O.) 
- Continúa la discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Singer. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: este proyecto fue 
considerado y aprobado por unanimidad en la Comisión de 
Defensa Nacional. 


En el día de ayer la señora Senadora Arismendi pidió 
considerarlo hoy, a los efectos de dar tiempo para ampliar 
una información, porque de la lectura del proyecto no se 
advierte dónde está la diferencia entre éste y la ley vigente. 
En realidad, de lo único que se trata es del inciso final que 
varía el mecanismo de cobertura mediante contratación con 
empresas, administración directa y pago de subsidios. Ello 
se hace con el objeto de salir de lo que podríamos denominar 
una ley de hierro que hoy existe por la cual, cuando se hace 
un concurso de precios o una licitación, las empresas se 
ponen de acuerdo y, entonces, un día le toca a una y otro 
día a otra, por lo que no se trata de un precio de libre 
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competencia. Este mecanismo tiende -y va a lograr- a que 
haya una real libre competencia; de lo contrario, como aquí 
se dice, podrá hacerse mediante administración directa y el 
servicio estará obligado a hacer la contratación o, en su 
defecto, un concurso de precios con las empresas. 


Ese es el sentido y el alcance de la modificación de este 
artículo 1” de la Ley N* 17.036. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑORA MONTANER.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA MONTANER. .- Señor Presidente: adelanto que 
vamos a apoyar este proyecto de ley porque creemos que es 
muy importante dar un instrumento al Fondo Especial de 
Tutela Social de las Fuerzas Armadas, que se organiza por 
la década de 1940 y que tiene una cobertura por demás 
importante, sobre todo, para su personal subalterno, que 
percibe los salarios más bajos. Sabido es que se procura 
atender los servicios esenciales, sobre todo en los momen- 
tos más difíciles, como cuando se necesita el servicio fúne- 
bre. No sólo está destinado al personal subalterno, sino que 
se hace extensivo a cónyuges, a hijos, es decir, a descen- 
dientes por línea directa hasta los 21 años y a mayores en 
caso de presentar alguna discapacidad. 


Era preocupación de muchos soldados porque, con la 
retención que se hacía a su sueldo, ya no podían cubrir su 
entierro o el de sus padres, por ejemplo. Cabe tener presente 
que se comienza reteniendo un 0,50% de su sueldo y luego, 
según lo dispuesto por la Ley de Rendición de Cuentas, de 
un 0,75% se pasa a retener un 1%. En la relación de valores 
entre el salario y la suba que se ha producido de algunas 
prestaciones de servicios -entre ellas, los servicios fúne- 
bres-, las Fuerzas Armadas tuvieron, desde 1999 hasta 2003, 
un 0,8% de aumento. Por su parte, todo lo que ha sido un 
servicio fúnebre, que es algo realmente caro, se ha 
incrementado más de un 100%. 


Además, esto les va a permitir cierta flexibilidad con 
respecto al tope y a los subsidios. Hay que tener presente 
que todas las empresas se presentan juntas a una licitación 
y las Fuerzas Armadas los consideran como tomadores de 
precios. Es evidente que hay un desequilibrio, el que se va 
a tratar de arreglar por este medio. Por ejemplo, en el interior, 
el entierro de un soldado cuesta entre $ 7.000 y $ 8.000, 
mientras que en Montevideo ronda los $ 17.000. Porlo tanto, 
con esa retención, un soldado no puede pagar la prestación 
de un entierro en toda la vida. 


Este asunto ataca a un tema muy sensible, pese a que en 
el enunciado se diga que simplemente se trata de la modifi- 
cación del artículo 1* de la Ley N* 17.036. Por tanto, debe 
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dársele una pronta resolución en ambas Cámaras y la 
promulgación correspondiente por parte del Poder Ejecuti- 
vo. 


También creo que las Fuerzas Armadas tendrían que 
acordar convenios con las Intendencias Municipales para 
el personal subalterno, ya que, por los salarios que perci- 
ben, estaría dentro de la cobertura; ese es otro tema que se 
podría tratar. 


Dada la argumentación y la realidad a la que están 
enfrentados, acompañaremos con nuestro voto este pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 17en 18. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 


SEÑOR SINGER.- Formulo moción para que se suprima 
la lectura del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votarla moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo único. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado.) 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: a modo de 
fundamento de voto, quiero decir lo siguiente. 


En la sesión de ayer había solicitado que se postergara 
para hoy este asunto, dado que en el momento en que el 
tema estuvo en consideración no había información en Sala 
sobre el artículo que se modificaba. Nos resultó difícil 
encontrar si había una desproporción en la Exposición de 
Motivos -que era importante y de peso- y no veíamos dónde 
se resolvía el problema. Después, informalmente, el señor 
Senador Singer tuvo la deferencia de explicarnos dónde 
estaba la modificación, que en la comparación simple en 
Sala no encontrábamos. Porlo tanto, tal como nos habíamos 
comprometido ayer, miramos el proyecto y lo acompañamos 
con nuestro voto. 


15) NUMERALES DECIMO Y UNDECIMO DEL ORDEN 
DEL DIA 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: formulo moción 
para que se altere el Orden del Día y se pasen a tratar los 
numerales décimo y undécimo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-16en 17. Afirmativa. 


16) SEÑOR OSVALDO PAZ. PENSION GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta del resultado de la 
votación correspondiente a la pensión graciable a conceder 
al señor Osvaldo Paz. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Han su- 
fragado 18 señores Senadores; 17 lo han hecho por la 
afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el resultado 
es: Afirmativa. 


Léase el artículo 2*. 


(Se lee:) 
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“ARTICULO 2".- La erogación resultante será atendida 
por Rentas Generales.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado.) 


17) ACUERDO POR CANJE DE NOTAS CON EL REI- 
NO DE ESPAÑA REFERIDO A LA MODIFICACIÓN 
DE LOS ARTÍCULOS 11, 12 Y 13 DEL TRATADO 
DE INTERCAMBIO CULTURAL CON EL REINO DE 
ESPAÑA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en décimo término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se aprueba el Acuerdo por Canje de Notas 
con el Reino de España, firmado en la ciudad de Montevi- 
deo, el día 3 de marzo de 2000, referido a la modificación de 
los artículos 11, 12 y 13 del Tratado de Intercambio Cultural 
con el Reino de España. (Carp. N* 1128/03- Rep. N*710/03)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1128/03 
Rep. N*710/03 
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La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo por Canje de 
Notas entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno del Reino de España, firmado en la 
ciudad de Montevideo, el día 3 de marzo del año 2000; 
referido a la modificación de los artículos 11, 12 y 13 del 
Tratado de Intercambio Cultural entre la República Oriental 
del Uruguay y el Reino de España, suscrito en Montevideo, 
el día 13 de febrero de 1964. 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de julio de 2003. 


Jorge Chápper 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario. 
PODER EJECUTIVO 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 20 de setiembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a fin de someter a su consideración, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo 168 numeral 20 y el 
artículo 85 numeral 7 de la Constitución de la República, el 
adjunto proyecto de ley, por el cual se aprueba el Acuerdo 
por Canje de Notas entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno del Reino de España suscrito en la ciudad de 
Montevideo el día 3 de marzo del año 2000, referido a la 
modificación de los artículos 11, 12 y 13 del Tratado de 
Intercambio Cultural entre el Reino de España y la República 
Oriental del Uruguay, suscrito el 13 de febrero de 1964, y 
vigente entre ambos países. 


Por el mencionado Instrumento Bilateral se reafirma el 
propósito de promover los lazos de amistad y la coopera- 
ción en el campo cultural entre ambos Estados. Si bien las 
Partes Contratantes han manifestado la conformidad con 
los resultados del Tratado del año 1964, las mismas enten- 
dieron oportuno la necesidad de actualizar o mejorar aque- 
llas normas que no se adapten a la realidad o hayan sido de 
escasa aplicación. 


A estos efectos, las presentes modificaciones adaptan 
algunas disposiciones, a instancia del Gobierno del Reino 
de España, de los artículos mencionados, a las directivas de 
la Unión Europea sobre reconocimiento de títulos de edu- 
cación primaria, secundaria o media y de educación supe- 
rior; a fin de brindar mayor seguridad jurídica a aquellos 
estudiantes uruguayos y españoles que decidan iniciar los 
procedimientos de homologación de los mismos. Estas 
modificaciones se adaptan también a las normas de la Repú- 
blica en esta materia. 


Dada la importancia que tiene para ambos países la 
pronta entrada en vigor de las modificaciones acordadas, 
que contribuyen a incrementar sus principales actividades 
intelectuales y científicas; el Poder Ejecutivo solicita a ese 
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Alto Cuerpo la correspondiente aprobación parlamenta- 
ria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JORGEBATLLE IBÁÑEZ, Guillermo Va- 
lles, Antonio Mercader. 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo por Canje de 
Notas entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno del Reino de España, firmado en la 
ciudad de Montevideo, el día 3 de marzo del año 2000; 
referido a la modificación de los artículos 11, 12 y 13 del 
Tratado de Intercambio Cultural entre la República Oriental 
del Uruguay y el Reino de España, suscrito en Montevideo, 
el día 13 de febrero de 1964. 


Montevideo, 20 de setiembre de 2000. 


Guillermo Valles, Antonio Mercader. 


TEXTO DELAS NOTAS 


Montevideo, 3 de marzo de 2000. 


A su Excelencia Joaquín María de Aristegui y Petit, 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario 
del Reino de España. 


Tengo el honor de dirigirme a vuestra Excelencia en 
nombre del Gobierno de la República Oriental del Uruguay, 
a fin de hacer referencia a su nota del día de la fecha, sobre 
las modificaciones propuestas alos artículos 11, 12 y 13 del 
Tratado de Intercambio Cultural entre Uruguay y España, 
suscrito el 13 de febrero de 1964, en los siguientes térmi- 
nos: 


“Señor Ministro: 


Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia en 
referencia al Tratado de Intercambio Cultural entre España 
y Uruguay de 13 de febrero de 1964, en oportunidad de 
proponer la modificación de los artículos 11, 12 y 13 del 
mismo en los términos acordados durante la Reunión de 
Trabajo mantenida por las Delegaciones de ambos países al 
día 17 de junio de 1999, cuya redacción tal y como se recoge 
en el Acta de dicha Reunión, será la siguiente: 


Artículo 11.- Los certificados oficiales expedidos por las 
autoridades competentes de cada país que acrediten nive- 
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les educativos completos o estudios parciales corres- 
pondientes a niveles educativos primario y secundario o 
medio serán aceptados en los centros docentes del otro 
país. 


Artículo 12.- Los títulos oficiales de educación superior 
o que habiliten para el ejercicio legal de una profesión, 
obtenidos en cualquiera de las Partes, serán reconocidos 
por las autoridades competentes de la otra Parte, siempre 
que dichos títulos correspondan a estudios que guarden 
equivalencia en la duración de los estudios y/o carga hora- 
ria, así como en las materias establecidas como obligatorias 
en los respectivos planes de enseñanza. En su caso podrán 
someterse a examen en las materias que faltaren para com- 
pletar la equivalencia. 


El reconocimiento producirá los efectos académicos y 
profesionales que cada Parte contratante confiera a sus 
propios títulos oficiales, sin perjuicio del cumplimiento de 
los requisitos no académicos exigidos por las legislaciones 
internas para el ejercicio legal de las profesiones, que en 
ningún caso podrán suponer discriminación por razón de la 
nacionalidad o del país de expedición del título. 


Artículo 13.- Los estudiantes uruguayos y españoles 
que ingresen en los Institutos públicos de enseñanza de los 
países contratantes tendrán respecto a matrícula, exámenes 
y títulos, los mismos derechos que los nacionales del otro 
país. 


Si los términos antes referidos cuentan con la conformi- 
dad del Gobierno de la República Oriental del Uruguay, la 
presente Carta y la de respuesta de Vuestra Excelencia 
constituirán un Acuerdo entre nuestros dos Gobiernos que 
entrará en vigor en la fecha de la última Nota Verbal 
intercambiada entre las Partes por la que se comunique el 
cumplimiento de sus respectivos requisitos internos en 
materia de tratados internacionales. 


Hago propicia la oportunidad, para reiterar a Vuestra 
Excelencia las seguridades de mi más alta consideración”. 


Al respecto, tengo el honor de poner en conocimiento de 
Vuestra Excelencia la conformidad del Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay con las disposiciones antes 
transcriptas, por la cual la presente Nota y la de Vuestra 
Excelencia constituirán un Acuerdo entre nuestros dos 
Gobiernos que entrará en vigor en la fecha de la última Nota 
Verbal intercambiada entre las Partes por la que se comuni- 
que el cumplimiento de sus respectivos requisitos internos 
en materia de tratados internacionales. 


Hago propicia la ocasión, para reiterar a Vuestra Exce- 
lencia las seguridades de mi más alta consideración. 


Didier Opertti. 
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Montevideo, 3 de marzo de 2000. 


Excelentísimo señor doctor Didier Opertti Badan, 
Ministro de Relaciones Exteriores. 


Señor Ministro: 


Tengo el honor de dirigirme a Vuestra Excelencia en 
referencia al Tratado de Intercambio Cultural entre España 
y Uruguay de 13 de febrero de 1964, en oportunidad de 
proponer la modificación de los artículos 11, 12 y 13 del 
mismo en los términos acordados durante la Reunión de 
Trabajo mantenida por las Delegaciones de ambos países el 
día 17 de junio de 1999, cuya redacción tal y como se recoge 
en el Acta de dicha Reunión, será la siguiente: 


Artículo 11.- Los certificados oficiales expedidos por las 
autoridades competentes de cada país que acrediten nive- 
les educativos completos o estudios parciales correspon- 
dientes a niveles educativos primario y secundario o medio 
serán aceptados en los centros docentes del otro país. 


Artículo 12.- Los títulos oficiales de educación superior 
o que habiliten para el ejercicio legal de una profesión, 
obtenidos en cualquiera de las Partes, serán reconocidos 
por las autoridades competentes de la otra Parte, siempre 
que dichos títulos correspondan a estudios que guarden 
equivalencia en la duración de los estudios y/o carga hora- 
ria, así como en las materias establecidas como obligatorias 
en los respectivos planes de enseñanza. En su caso podrán 
someterse a examen en las materias que faltaren para com- 
pletar la equivalencia. 


El reconocimiento producirá los efectos académicos y 
profesionales que cada Parte contratante confiera a sus 
propios títulos oficiales, sin perjuicio del cumplimiento de 
los requisitos no académicos exigidos por las legislaciones 
internas para el ejercicio legal de las profesiones, que en 
ningún caso podrán suponer discriminación por razón de la 
nacionalidad o del país de expedición del título. 


Artículo 13.- Los estudiantes uruguayos y españoles 
que ingresen en los Institutos públicos de enseñanza de los 
países contratantes tendrán respecto a matrícula, exámenes 
y títulos, los mismos derechos que los nacionales del otro 
país. 


Silos términos antes referidos cuentan con la conformi- 
dad del Gobierno de la República Oriental del Uruguay, la 
presente Carta y la de respuesta de Vuestra Excelencia 
constituirán un Acuerdo entre nuestros dos Gobiernos que 
entrará en vigor en la fecha de la última Nota Verbal 
intercambiada entre las Partes por la que se comunique el 
cumplimiento de sus respectivos requisitos internos en 
materia de tratados internacionales. 
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Hago propicia la oportunidad, para reiterar a Vuestra 
Excelencia las seguridades de mi más alta consideración. 


Joaquín María de Aristegui y Petit. 


TEXTO DEL TRATADO 


Los Gobiernos del Estado Español y de la República 
Oriental del Uruguay, deseosos de promover el mayor acer- 
camiento entre sus dos pueblos, 


Considerando que la promoción del cabal conocimiento 
de sus respectivas culturas contribuirá a fortalecer las 
amistosas relaciones que les unen, 


Han resuelto celebrar un Tratado que satisfaga tales 
propósitos, y a tal efecto han designado sus respectivos 
Plenipotenciarios a saber: 


El Jefe del Estado Español, a Su Excelencia el señor 
Embajador Extraordinario y Plenipotenciario doctor Don 
Francisco Javier Conde; y Uruguay a Su Excelencia el señor 
Ministro Interino de Relaciones Exteriores, doctor Don 
Héctor Gros Espiell, 


Quienes, después de canjear sus respectivos Plenos 
Poderes, que fueron hallados en buena y debida forma, 


Han convenido lo siguiente: 


Artículo 1” 


Las Altas Partes Contratantes fomentarán todas las 
actividades que contribuyan al mejor conocimiento de sus 
respectivas culturas, de sus hechos históricos, de sus 
costumbres y de sus principales actividades intelectuales 
y científicas. A tal efecto, facilitarán, en la medida de sus 
posibilidades, la visita de profesores, científicos, escrito- 
res y artistas de uno y otro país con el objeto de dictar 
cursos y conferencias que versarán preferentemente sobre 
materias científicas, literarias y artísticas del país del 
disertante. 


Artículo 2” 


Las Altas Partes Contratantes fomentarán la realización 
deexposiciones pictóricas, escultóricas, de artes populares 
y de artes industriales y la actuación de personas y de 
grupos de personas representativos de sus respectivas 
culturas. 


Artículo 3” 


Las Altas Partes Contratantes otorgarán las facilidades 
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adecuadas para intensificar el intercambio, distribución y 
venta de libros, folletos, revistas y publicaciones periódi- 
cas en condiciones que los hagan asequibles al mayor 
número de lectores. 


Facilitarán igualmente la creación en sus respectivas 
Bibliotecas nacionales, de secciones especiales para la 
conservación de las publicaciones recibidas en función del 
referido intercambio. 


Artículo 4* 


Las Altas Partes Contratantes propenderán a la salva- 
guarda de la pureza e integridad de la Lengua Española. A 
este efecto, dispensarán su apoyo a las instituciones cul- 
turales dedicadas a ese fin y especialmente a las respectivas 
Academias de la Lengua. 


Artículo 5” 


Los Directores de los Museos de ambos países, con el 
apoyo de sus respectivos Gobiernos, canjearán reproduc- 
ciones fotográficas, microfílmicas y de otros tipos, de luga- 
res, edificios, iconografías, documentos, muebles, trajes y 
otros recuerdos pertenecientes al patrimonio histórico de 
uno y otro país. 


Artículo 6* 


Las Altas Partes Contratantes fomentarán la coopera- 
ción entre sus estaciones radiodifusoras oficiales con el 
propósito de propalar programas culturales y artísticos de 
mutuo interés. 


Fomentarán asimismo, la creación en sus establecimien- 
tos oficiales de enseñanza primaria, secundaria, normal y 
universitaria de cursos especiales destinados a difundir 
informaciones acerca de la geografía, la historia, la literatu- 
ra, la ciencia y, en general, la cultura de la otra Parte 
Contratante. 


Artículo 7” 


Cada una de las Altas Partes Contratantes se comprome- 
te a actuar en forma que los textos utilizados en sus estable- 
cimientos oficiales de enseñanza en cuanto se refieran a la 
otra Parte, se ajusten a la verdad histórica. Las Comisiones 
Nacionales que se mencionan en el Artículo 9” colaborarán 
en el cumplimiento de la obligación que ambas Partes asu- 
men. 


Artículo 8? 


Las obras de los autores nacionales de una de las Altas 
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Partes Contratantes gozarán en la otra Parte de la protec- 
ción que ésta conceda a las obras de sus autores naciona- 
les. 


Las obras a que se refiere el presente artículo compren- 
den las artísticas, científicas, literarias, musicales, dramáti- 
cas, lírico- dramáticas, folklóricas y cinematográficas, ya 
sean editadas, representadas, ejecutadas, reproducidas 
mecánicamente en discos, bandas sonoras, o cualquier otro 
procedimiento, toda vez que hayan sido cumplidas las 
respectivas disposiciones legales. 


Artículo 9” 


Cada una de las Partes Contratantes creará una Comi- 
sión Nacional integrada por un Representante del Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, un Representante del Ministe- 
rio de Educación o Instrucción Pública respectivamente y 
un Representante de una Universidad nacional. 


También formará parte de dichas Comisiones Naciona- 
les, en calidad de miembro adjunto, el Agregado Cultural a 
la respectiva Embajada, y en ausencia de éste, el funciona- 
rio integrante de la Misión Diplomática que la misma desig- 
ne. 


Competerá a estas Comisiones Nacionales colaborar 
con sus respectivos Gobiernos en todo lo relacionado con 
la aplicación del presente Convenio. 


Artículo 10 


Cada una de las Altas Partes Contratantes propenderá al 
otorgamiento de becas destinadas a profesores de ambos 
países para dictar cursillos en establecimientos universita- 
rios o centros superiores de enseñanza de la otra Parte y a 
graduados o estudiantes para seguir o perfeccionar estu- 
dios en establecimientos de enseñanza normal y universi- 
taria. 


Artículo 11 


Los certificados oficiales expedidos por las autoridades 
competentes de cada país que acrediten grados completos 
(primario, secundario o superior) serán admitidos en los 
centros oficiales de enseñanza del otro país con idéntica 
validez que en el suyo propio. Igualmente los certificados 
de estudios parciales correspondientes a cualquier grado 
de enseñanza, serán aceptados en los respectivos centros 
docentes para continuar en ellos los estudios a los que los 
mismos se refieren. 


Se establece como condición para poder obtener por 
convalidación el título, diploma o certificado correspon- 
diente alos grados primario y secundario que el interesado 
apruebe las asignaturas de geografía e historia nacionales 
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cuando se trate de un ciudadano español que continúe 
estudios en España o de un ciudadano uruguayo que los 
continúe en su país. 


Artículo 12 


Los ciudadanos de las Altas Partes Contratantes que 
hubieren obtenido en una de ellas un título profesional 
expedido por la autoridad nacional competente, serán admi- 
tidos al libre ejercicio de su profesión en la otra, siempre que 
dichos títulos correspondan a estudios que guarden razo- 
nable equivalencia en las materias establecidas como obli- 
gatoriasenlos respectivos planes de enseñanza. En su caso 
podrán someterse a examen en las materias que faltaren para 
completar la equivalencia. 


La apreciación de las equivalencias corresponderá en 
cada caso a los organismos nacionales competentes en el 
país en que el interesado pretenda ejercer la profesión. 


Las solicitudes deberán presentarse en España ante el 
Ministerio de Educación Nacional y ante la Universidad de 
la República en el Uruguay o bien en ambos países en las 
respectivas Embajadas que a su vez las remitirán al organis- 
mo competente. Este resolverá sobre la solicitud dentro de 
los tres meses siguientes a su remisión. 


La admisión al libre ejercicio de la profesión de las 
personas que hayan obtenido la convalidación académica 
de sus títulos estará condicionada al cumplimiento de las 
normas que regulen la práctica de la respectiva profesión en 
el país en que vaya a ejercerse. 


Artículo 13 


Los estudiantes uruguayos y españoles que ingresen a 
los Institutos oficiales de enseñanza de los países contra- 
tantes, serán exonerados de los derechos de matrícula, de 
exámenes y de títulos, y siempre que, una vez concluidos 
estos últimos, no ejerzan su profesión en el país en que se 
gradúen. 


Si pretendieren hacerlo deberán pagar previamente to- 
dos los derechos de que fueron exonerados. 


Artículo 14 


Los Gobiernos de las Altas Partes Contratantes se com- 
prometen a mantener una estrecha colaboración y aestudiar 
de común acuerdo al régimen recíproco más conveniente al 
objeto de impedir y reprimir el tráfico ilegal de obras de arte, 
documentos y otros objetos de valor histórico conforme a 
las legislaciones propias de cada país. 


Artículo 15 


La cooperación prevista en el presente Tratado no per- 
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judicará las actividades de cualquier Organismo Internacio- 
nal de Cooperación Cultural de que sean miembros una o 
ambas de las Altas Partes Contratantes, ni afectará al desa- 
rrollo de las relaciones culturales entre una cualquiera de 
las Altas Partes Contratantes y un tercer Estado. 


Artículo 16 


El presente Tratado será aprobado y ratificado según el 
procedimiento constitucional de cada una de las Altas 
Partes Contratantes. Las ratificaciones se canjearán en la 
ciudad de Madrid, dentro del más breve plazo posible. El 
Tratado entrará en vigor en la fecha del canje de las ratif1- 
caciones. 


Podrá ser denunciado por cualquiera de las Altas Partes, 
en la inteligencia de que, alextinguirse el Tratado, la situa- 
ción de que estén gozando sus diversos beneficiarios con- 
tinuará hasta la terminación del año natural, y, en cuanto se 
refiere alos becarios, hasta la del año académico correspon- 
diente a la fecha de la denuncia. 


En fe de lo cual, los Plenipotenciarios arriba nombrados, 
lo firmaron y lo sellaron, en dos ejemplares igualmente 
auténticos en idioma español, en la ciudad de Montevideo, 
a los trece días del mes de febrero de mil novecientos 
sesenta y cuatro. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


ACUERDO POR CANJE DENOTAS CON EL REINO DE 

ESPAÑA REFERIDO ALA MODIFICACION DELOS AR- 

TICULOS 11,12 Y 13DEL TRATADO DE INTERCAMBIO 
CULTURAL CON EL REINO DE ESPAÑA 


Con fecha 20 de setiembre de 2000 el Poder Ejecutivo 
remitió un Mensaje y Proyecto de Ley, por el cual se aprueba 
el Acuerdo por Canje de Notas entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno del Reino de España suscrito en la 
ciudad de Montevideo el día 3 de marzo del año 2000, 
referido a la modificación de los artículos 11, 12 y 13 del 
Tratado de Intercambio Cultural entre la República Oriental 
del Uruguay y el Reino de España, suscrito en Montevideo, 
el día 13 de febrero de 1964. 


La Cámara de Representantes aprobó con fecha 16 de 
julio de 2003 el referido Proyecto de Ley, por lo que corres- 
ponde que el Senado le de sanción definitiva al referido 
instrumento internacional. 


Por el Tratado de Intercambio Cultural se reafirma el 
propósito de promover los lazos de amistad y la coopera- 
ción en el campo cultural entre Uruguay y España. Si bien 
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ambos Estados han manifestado la conformidad con los 
resultados del Tratado de 1964, entendieron oportuno, 
actualizar o mejorar aquellas normas que no se adapten a la 
realidad o hayan sido de escasa aplicación. 


En tal sentido, se propuso la modificación de los artícu- 
los 11, 12 y 13 del mencionado Instrumento Bilateral, en los 
términos acordados durante la Reunión de Trabajo, mante- 
nida por las Delegaciones de ambos países el día 17 de junio 
de 1999. 


Cabe destacar que las modificaciones propuestas adap- 
tan algunas disposiciones, a instancia del Gobierno del 
Reino de España, de los artículos mencionados, a las di- 
rectivas de la Unión Europea sobre reconocimiento de 
títulos de educación primaria, secundaria o media y de 
educación superior, a fin de brindar mayor seguridad jurí- 
dica a aquellos estudiantes uruguayos y españoles que 
decidan iniciar los procedimientos de homologación de los 
mismos. 


Por las razones expuestas, teniendo en cuenta la impor- 
tancia que tiene para ambos países la pronta entrada en 
vigor de las modificaciones acordadas, que contribuyen a 
incrementar sus principales actividades intelectuales y cien- 
tíficas, la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado 
recomienda al Senado la aprobación del Acuerdo de refe- 
rencia, dado que constituye un instrumento eficaz para 
alcanzar los objetivos y fines propuestos. 


Sala de la Comisión, 2 de octubre de 2003. 


Ruben Correa Freitas, Miembro Infor- 
mante; Alberto Couriel, Reinaldo 
Gargano, Carlos Julio Pereyra, Juan A. 
Singer.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales aconseja al Senado la 
aprobación de este proyecto de ley que cuenta con media 
sanción de la Cámara de Representantes y que fuera remi- 
tido oportunamente por el Poder Ejecutivo, por el que se 
aprueba el Acuerdo por Canje de Notas entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno del Reino 
de España, firmado en la ciudad de Montevideo el 3 de marzo 
de 2000, referido ala modificación de los artículos 11, 12 y 
13 del Tratado de Intercambio Cultural entre nuestro país y 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-461 


el Reino de España, suscrito en Montevideo el día 13 de 
febrero de 1964. 


Por el Tratado de Intercambio Cultural se reafirma el 
propósito de promover los lazos de amistad y la coopera- 
ción en el campo cultural entre Uruguay y el Reino de 
España. Si bien ambos Estados han manifestado su confor- 
midad con los resultados del Tratado de 1964, se entendió 
oportuno actualizar y mejorar aquellas normas que no se 
adapten a la realidad o que hayan sido de escasa aplicación. 
En tal sentido es que se propone la modificación de los 
artículos 11, 12 y 13 del mencionado instrumento bilateral en 
los términos acordados oportunamente en la reunión de 
trabajo que se realizó el 17 de junio de 1999. 


Cabe destacar que, a instancias del Gobierno del Reino 
de España, las modificaciones adaptan algunas disposicio- 
nes de los artículos mencionados a las directivas de la 
Unión Europea sobre reconocimiento de títulos de Educa- 
ción Primaria, Secundaria o Media y de Educación Superior, 
a fin de brindar mayor seguridad jurídica a aquellos estu- 
diantes uruguayos y españoles que decidan iniciar los 
procedimientos de homologación de los mismos. 


Por las razones expuestas, señor Presidente, y dada la 
importancia que tiene para ambos países la entrada en vigor 
de las modificaciones acordadas, la Comisión de Asuntos 
Internacionales, por unanimidad, aconseja al Senado la 
aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: si bien estoy de 
acuerdo con que se vote este proyecto de ley, quisiera hacer 
una mínima puntualización. 


En su parte final, el artículo 13 establece lo que creo es 
un perjuicio para los ciudadanos de nuestro país que se 
gradúen en España, porque van a tener que pagar la matrí- 
cula si quieren ejercer allí. Los becarios están exonerados 
de pagarla, pero si luego quieren ejercer la profesión ten- 
drán que hacerlo. En cambio, esa reciprocidad no se da aquí 
porque en la Enseñanza Superior no se paga matrícula. 


Solamente quería dejar constancia de eso porque parece 
que al que negoció se le pasó este aspecto; no negoció bien. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: también yo 
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me voy a referir a un tema mínimo, pero que tiene otro 
alcance, aunque por lo que constato parece que no vale 
mucho la pena insistir en él. De cualquier manera, tampoco 
me parece que debamos dejarlo pasar. 


En el texto de las Notas, entre los Gobiernos que apare- 
cen en las páginas 7 a 10 del Repartido, se plasma en el 
artículo 12 la utilización del maldito “y/o”. 


Como es natural, señor Presidente, no podemos cambiar 
lo acordado, puesto que se trata de Notas Reversales de 
Gobierno a Gobierno, y hacerlo estaría plagado de dificul- 
tades. 


SEÑOR KORZENIAK.- Apoyado. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Además, dejo constancia 
-quizás alguien lo pueda leer en el Ministerio de Relaciones 
Exteriores- de que en el artículo 4* del Tratado acordado con 
el Reino de España en esta precisa materia idiomática se 
consigna, nada más ni nada menos, lo siguiente: “Las Altas 
Partes Contratantes propenderán a la salvaguarda de la 
pureza e integridad de la Lengua Española. A este efecto, 
dispensarán su apoyo a las instituciones culturales dedica- 
das aese fin y especialmente a las respectivas Academias 
de la Lengua.” Parecería, señor Presidente, que los negocia- 
dores olvidaron una parte del Tratado por lo cual, por lo 
menos desde este Senado -si es que podemos llegar a esos 
altos niveles-, es bueno que lo dejemos establecido. 


SEÑOR SINGER.- Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo por Canje de 
Notas entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno del Reino de España, firmado en la 
ciudad de Montevideo, el día 3 de marzo del año 2000; 
referido a la modificación de los artículos 11, 12 y 13 del 
Tratado de Intercambio Cultural entre la República Oriental 
del Uruguay y el Reino de España, suscrito en Montevideo, 
el día 13 de febrero de 1964.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-18en 19. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRE- 
SION DE LA FINANCIACION DEL TERRORISMO, 
ADOPTADO EL 9 DE DICIEMBRE DE 1999, EN LA 
CIUDAD DE NUEVA YORK, EN OPORTUNIDAD DE 
CELEBRARSE EL 54” PERIODO DE SESIONES DE 
LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES 
UNIDADES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en undécimo término del Orden del Día: “Proyec- 
to de ley por el que se aprueba el Convenio Internacional 
para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adop- 
tado el 9 de diciembre de 1999, en la ciudad de Nueva York, 
en oportunidad de celebrarse el 54” Período de Sesiones de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. (Carp. N* 
1131/03- Rep. N*711/03).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1131/03 
Rep. N*711/03 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio Internacional 
para la Represión de la Financiación del Terrorismo adop- 
tado el 9 de diciembre de 1999 en la ciudad de Nueva York, 
en oportunidad de celebrarse el 54” Período de Sesiones de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de julio de 2003. 


Jorge Chápper 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario. 
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Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 11 de diciembre de 2001. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el que se aprueba el “Convenio Inter- 
nacional para la Represión de la Financiación del Terroris- 
mo” adoptado el 9 de diciembre de 1999 en la ciudad de 
Nueva York, en oportunidad de celebrarse el 54” período de 
sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 


La solicitud de aprobación se fundamenta en la siguien- 
teexposición: 


IL CONSIDERACIONES GENERALES 


Si bien hace ya mucho tiempo que la Humanidad viene 
enfrentando graves manifestaciones de violencia y vanda- 
lismo, es a partir del segundo cuarto del siglo XX cuando los 
Estados comenzaron a plantear en los foros internacionales 
su preocupación por actos delictuosos llamados “terroris- 
tas”. La generalización de secuestros, atentados, asesina- 
tos, detonación de bombas, piratería aérea, toma de rehenes 
con fines de intimidación y otras conductas de extrema 
crueldad han dado lugar a una profunda y creciente preocu- 
pación internacional, y en consecuencia, se ha constatado 
la necesidad de encontrar medios para su prevención y 
castigo. La intensidad y violencia de los atentados terroris- 
tas, así como su aumento desproporcionado en casi todas 
las zonas del mundo ha dado lugar a la concertación de 
diversos instrumentos multilaterales. 


Un aspecto que puede destacarse en el análisis de este 
tema es que el desarrollo de las comunicaciones ha contri- 
buido a darle alcance internacional a algunos grupos te- 
rroristas originalmente constituidos a nivel local. La activi- 
dad terrorista se ha beneficiado de la velocidad de los 
medios de transporte para realizar sus actividades y tam- 
bién para ocultarse. Quienes perpetran actos de terrorismo 
en un Estado frecuentemente utilizan otros Estados como 
escondite, como lugar de financiamiento, como centro de 
entrenamiento o como plataforma para sus operaciones. Por 
razones de seguridad y debido a la falta de apoyo popular, 
las organizaciones terroristas son normalmente pequeñas, 
lo que dificulta su detección e infiltración. Por otra parte, ha 
podido observarse que, frecuentemente, esas organizacio- 
nes están vinculadas al tráfico de drogas y armas. La 
complejidad de este entramado requiere eficaces mecanis- 
mos de cooperación así como instrumentos que contribu- 
yan a prevenir y reprimir estas actividades. 
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ll. ANTECEDENTES 


11.1. En el ámbito de Naciones Unidas 


A comienzos de los años setenta, el entonces Secretario 
General de las Naciones Unidas solicitó que el tema del 
terrorismo fuera incluido en la agenda de la Asamblea 
General bajo la denominación “Medidas para prevenir terro- 
rismo y otras formas de violencia que ponen en peligro o 
toman vidas inocentes o ponen en peligro libertades funda- 
mentales”. A partir de ese momento, las Naciones Unidas 
han desarrollado un rol activo en la lucha contra el terroris- 
mo internacional, que se ha puesto de manifiesto fundamen- 
talmente a través de la aprobación de numerosos acuerdos 
internacionales que han recibido un importante número de 
ratificaciones. Estos acuerdos han proporcionado herra- 
mientas para contribuir al combate del terrorismo en sus 
diversos aspectos. Los mismos han sido aprobados en el 
ámbito de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 
la Organización Internacional de Aviación Civil (OACI), de 
la Organización Marítima Internacional (OMI) y del Orga- 
nismo Internacional de Energía Atómica (OIEA). Hasta el 
momento se han adoptado doce convenciones y protocolos 
sobre terrorismo. 


Deben agregarse a estos instrumentos, numerosas reso- 
luciones del Consejo de Seguridad y de la Asamblea General 
de Naciones Unidas. Entre las más relevantes pueden seña- 
larse: 


a. Resolución 49/60 de la Asamblea General 


Por Resolución N* 49/60 de 9 de diciembre de 1994 se 
aprobó la “Declaración sobre medidas para eliminar el terro- 
rismo internacional”. En la misma se pone de manifiesto la 
preocupación generada por la persistencia de actos de 
terrorismo internacional -incluidos aquellos en que existen 
Estados involucrados directa o indirectamente- que ponen 
en peligro o cobran vidas humanas inocentes, los que 
redundan en un perjuicio a las relaciones internacionales y 
pueden comprometer la seguridad de los Estados. Se mani- 
fiesta alarma por el aumento de actos de terrorismo basados 
en la intolerancia o el extremismo, asícomo por los crecien- 
tes y peligrosos vínculos entre grupos terroristas, trafican- 
tes de drogas y bandas paramilitares, que, a través de actos 
de violencia han puesto en peligro el orden constitucional 
de los Estados y han violado derechos humanos fundamen- 
tales. 


La mencionada Declaración fue aprobada debido al con- 
vencimiento de la necesidad de asegurar mayor coordina- 
ción y cooperación entre los Estados en la lucha contra los 
delitos relacionados directamente con el terrorismo como el 
tráfico de drogas, el comercio ilícito de armas, el blanqueo 
de capitales y el contrabando de material nuclear. 


La Declaración condena “todos los actos, métodos y 
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prácticas terroristas por considerarlos criminales e 
injustificables, dondequiera y quienquiera los cometa”, 
incluso los que ponen en peligro las relaciones amistosas 
entre Estados y pueblos y amenazan su integridad territorial 
y su seguridad. Esos actos, métodos y prácticas constitu- 
yen una violación grave de los propósitos y principios de 
las Naciones Unidas, representan una amenaza para la paz 
y la seguridad internacionales. Además, las mencionadas 
conductas obstaculizan la cooperación internacional y lle- 
van a la destrucción de los derechos humanos, las liberta- 
des fundamentales y las bases democráticas de la sociedad. 


Según surge de este documento, los Estados deben 
abstenerse de organizar, instigar, facilitar, financiar, alentar 
o tolerar actividades terroristas. Asimismo, se establece 
que deben cumplir sus obligaciones emanadas de la Carta 
de las Naciones Unidas y otras disposiciones de derecho 
internacional en lo que respecta a la lucha contra el terro- 
rismo internacional. En particular, deben adoptar medidas 
prácticas adecuadas para velar por que no se utilicen sus 
territorios para instalaciones terroristas o campamentos de 
adiestramiento para la preparación u organización de actos 
terroristas que hayan de perpetrarse contra otros Estados 
o sus ciudadanos. Los Estados se comprometen también, a 
asegurar la aprehensión, el enjuiciamiento o la extradición 
de los autores de actos de terrorismo, de conformidad con 
las disposiciones aplicables de su legislación nacional, a 
cuyos efectos tratarán de concertar acuerdos especiales 
bilaterales, regionales y multilaterales y prepararán mode- 
los de acuerdos de cooperación. Asimismo, los Estados se 
obligan a adoptar las medidas que procedan para cerciorar- 
se, antes de conceder asilo, de que quien lo solicita no haya 
participado en actividades terroristas y, una vez concedido 
el asilo, de que no se utilice el estatuto de refugiado para 
encubrir actividades terroristas. 


A los efectos de combatir eficazmente el aumento del 
terrorismo, suinternacionalización y sus efectos, los Esta- 
dos deben intensificar su cooperación, en particular me- 
diante el intercambio sistemático de información relativa a 
la prevención y la lucha contra este tipo de actos. 


b. Resolución 51/210 de la Asamblea General 


Como anexo a su Resolución 51/210 de 17 de diciembre 
de 1996, la Asamblea General aprobó la “Declaración com- 
plementaria de la Declaración de 1994 sobre medidas para 
eliminar el terrorismo internacional”, en la que además de 
reafirmar los principios incorporados en esta última, se 
manifiesta que la financiación, planificación e instigación 
de actos terroristas a sabiendas, también son contrarias a 
los propósitos y principios de las Naciones Unidas. Al 
tiempo de reconocer el derecho soberano de los Estados en 
materia de extradición, se los estimula a no considerar como 
delitos políticos excluidos del ámbito de los acuerdos en la 
materia, los delitos relacionados con el terrorismo que 
pongan en peligro la seguridad de las personas o constitu- 
yan una amenaza física contra ellas, cualesquiera que sean 
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los motivos que se invoquen para justificarlos. En este 
mismo sentido, también se insta a los Estados a que consi- 
deren la posibilidad de facilitar la extradición de las perso- 
nas sospechosas de haber cometido actos terroristas, en la 
medida en que lo permita su derecho interno, aun en ausen- 
cia de tratado. 


Finalmente, se decide establecer un Comité Especial 
abierto a todos los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas o miembros de los organismos especializados o del 
Organismo Internacional de Energía Atómica, con el objeto 
de elaborar un convenio internacional para la represión de 
los atentados terroristas cometidos con bombas y un con- 
venio internacional para la represión de los actos de terro- 
rismo nuclear, y estudiar, en el futuro, los medios para 
desarrollar un marco jurídico amplio de convenciones rela- 
tivas al terrorismo internacional. 


c. Resolución 53/108 de la Asamblea General 


Previa reafirmación de los principios establecidos en 
anteriores documentos de la Asamblea General, en la Reso- 
lución 53/108 de 8 de diciembre de 1998 se decide que el 
Comité Especial establecido en virtud de la resolución 51/ 
210 de la Asamblea General, elabore un proyecto de Conve- 
nio internacional para la represión de la financiación del 
terrorismo, que complemente los instrumentos ya existen- 
tes en la materia. 


d. Resolución 1269 (1999) del Consejo de Seguridad 


Esta Resolución vuelve a manifestar la preocupación 
por el incremento de los actos de terrorismo internacional 
que ponen en peligro la vida y el bienestar de las personas 
en el mundo entero, así como la paz y la seguridad de todos 
los Estados. Al mismo tiempo, subraya la necesidad de 
intensificar la lucha contra el terrorismo en el plano nacional 
y de reforzar la cooperación internacional efectiva en esta 
esfera, basada en el respeto de los principios de la Carta de 
las Naciones Unidas y las normas del derecho internacio- 
nal, incluido el respeto del derecho internacional humanita- 
rio y de los derechos humanos. 


Mediante esta Resolución reitera la condena de todos 
los actos, métodos y prácticas terroristas, independiente- 
mente de su motivación, en todas sus formas y manifesta- 
ciones, en particular los que puedan representar una ame- 
naza para la paz y la seguridad internacionales. Al mismo 
tiempo, resuelve hacer un llamamiento a todos los Estados 
para que apliquen plenamente las convenciones internacio- 
nales contra el terrorismo de las que son partes, los alienta 
a considerar con carácter prioritario la posibilidad de adhe- 
rirse a aquéllas de las que no lo son y a que se aprueben con 
rapidez las convenciones pendientes. Simultáneamente pone 
de relieve la importancia de una mayor coordinación entre 
los Estados y las organizaciones internacionales y regiona- 
les. En el contexto de dicha coordinación, la Resolución 
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insta a los Estados a cooperar entre sí, para prevenir y 
reprimir los actos terroristas, su preparación y financiación, 
proteger a sus nacionales y otras personas de los ataques 
terroristas, enjuiciar a los responsables de tales actos y 
denegar refugio a quienes planifiquen, financien o cometan 
actos terroristas. 


e. Resolución 1368 (2001) del Consejo de Seguridad 


La Resolución 1368 aprobada en la 4370* sesión del 
Consejo de Seguridad, exhorta a la comunidad internacional 
a redoblar los esfuerzos para prevenir y reprimir los actos 
de terrorismo, entre otras cosas, a través de una mayor 
cooperación y un cumplimiento pleno tanto de los conve- 
nios internacionales contra el terrorismo que sean pertinen- 
tes como de las resoluciones del Consejo de Seguridad, en 
particular la resolución 1269 (1999). 


f. Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad 


Si bien la aprobación de la Resolución 1373 (2001) -en la 
4385* sesión del Consejo de Seguridad que tuvo lugar el 28 
de setiembre de 2001 - es posterior a la del instrumento que 
hoy se somete a ese Cuerpo, la misma constituye un docu- 
mento trascendente en lo que tiene que ver con la condena 
al terrorismo. 


En el preámbulo de esta Resolución, se reafirma la nece- 
sidad de luchar con todos los medios contra la amenaza del 
terrorismo, de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas. Asimismo, se manifiesta la preocupación por el 
incremento de actos de terrorismo originados en la intole- 
rancia o el extremismo, en diversas partes del mundo. Se 
reconoce una vez más la necesidad de acrecentar la coope- 
ración internacional y dar cumplimiento a los convenios 
internacionales contra el terrorismo, así como de adoptar 
otras medidas para prevenir y reprimir por medios legales, 
la financiación y preparación de los actos terroristas, en el 
territorio de cada uno de los Estados. 


Considerando todo lo expresado, por medio de esta 
Resolución, el Consejo decide, entre otras cosas, que todos 
los Estados deben prevenir y reprimir la financiación de 
actos de terrorismo y tipificar como delito la provisión o 
recaudación de fondos, por cualquier medio, directa oindi- 
rectamente, por sus nacionales o en sus territorios, con 
intención de que esos fondos se utilicen, o con conocimien- 
to de que dichos fondos se utilizarán para perpetrar actos 
de terrorismo. 


Además, decide que los Estados congelen sin dilación 
los fondos y demás activos financieros o recursos econó- 
micos de las personas que cometan o intenten cometer 
actos de terrorismo o que participen en ellos o faciliten su 
comisión, de las entidades de propiedad o bajo el control, 
directos o indirectos, de dichas personas y de las personas 
y entidades que actúen en nombre de esas personas y 
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entidades o bajo sus órdenes, inclusive los fondos obteni- 
dos o derivados de los bienes de propiedad o bajo el 
control, directos o indirectos, de esas personas y de las 
personas y entidades asociadas con ellos. 


Asimismo, se establece la obligación de los Estados de 
prohibir a sus nacionales o a las personas y entidades en 
sus territorios que pongan fondos, recursos financieros o 
económicos, servicios financieros o servicios conexos de 
otra índole, directa o indirectamente, a disposición de las 
personas que cometan o intenten cometer actos de terroris- 
mo o que faciliten su comisión o participen en ella, de las 
entidades de propiedad o bajo el control, directos oindirec- 
tos, de esas personas y de las personas y entidades que 
actúen en nombre de esas personas o bajo sus órdenes. 


Por otra parte, decide que todos los Estados deben 
abstenerse de proporcionar cualquier tipo de apoyo, activo 
O pasivo, a las entidades o personas que participen en la 
comisión de actos de terrorismo, denegar refugio a quienes 
financian, planifican o cometen actos de terrorismo, o pres- 
tan apoyo a estos actos, o proporcionan refugios, impedir 
que quienes financian, planifican, facilitan o cometen actos 
de terrorismo utilicen sus territorios respectivos para esos 
fines, en contra de otros Estados o de sus ciudadanos. 
Además, los Estados deberán adoptar las medidas necesa- 
rias para prevenir la comisión de actos de terrorismo, inclu- 
so mediante el alerta temprana a otros Estados. También 
deberán asegurar el enjuiciamiento de las personas que 
participen en la financiación, planificación, preparación o 
comisión de actos de terrorismo o que presten apoyo a esos 
actos. Asegurarán además que los actos de terrorismo 
queden tipificados como delitos graves en las leyes y otros 
instrumentos legislativos internos y que el castigo que se 
imponga corresponda a la gravedad de esos actos de terro- 
rismo. Se establece la necesidad de impedir la circulación de 
terroristas o de grupos terroristas mediante controles efica- 
ces en frontera y controles de la emisión de documentos de 
identidad y de viaje, así como por la adopción de medidas 
para evitar la falsificación, la alteración ilegal y la utilización 
fraudulenta de documentos de identidad y de viaje. 


Al tiempo que se observa con preocupación la estrecha 
conexión existente entre el terrorismo internacional y la 
delincuencia transnacional organizada, las drogas ilícitas, 
el blanqueo de dinero, el tráfico ilícito de armas y la circu- 
lación ilícita de materiales nucleares, químicos, biológicos 
y otros materiales potencialmente letales, se pone de relieve 
la necesidad de promover la coordinación de iniciativas en 
los planos nacional, subregional, regional e internacional, 
para reforzar la respuesta internacional aesta grave amena- 
za a la seguridad internacional. En este ámbito, se exhorta 
a todos los Estados a encontrar medios para intensificar y 
agilizar el intercambio de información operacional, espe- 
cialmente en relación con las actividades de terroristas 
individuales o de redes de terroristas, los documentos de 
viaje alterados ilegalmente o falsificados; el tráfico de ar- 
mas, explosivos o materiales peligrosos; la utilización de 
tecnologías de las comunicaciones por grupos terroristas y 
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la amenaza que representa la posesión de armas de destruc- 
ción en masa por parte de grupos terroristas. 


11.2. En la República Oriental del Uruguay. 


La República Oriental del Uruguay ha sido receptiva a la 
necesidad de establecer normas relativas a la prevención y 
represión de las conductas terroristas en sus diversos 
aspectos. Ello queda de manifiesto en la cantidad de instru- 
mentos universales y regionales de los que la República es 
parte. Así, pueden señalarse en el ámbito de las Naciones 
Unidas y sus Organismos Especializados, las Convencio- 
nes sobre la prevención y el castigo de delitos contra las 
personas internacionalmente protegidas, inclusive los agen- 
tes diplomáticos (Nueva York, 1973), sobre las infracciones 
y ciertos otros actos cometidos a bordo de aeronaves 
(Tokio, 1963), para la represión del apoderamiento ilícito de 
aeronaves (La Haya, 1970), para la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil (Montreal, 1971), 
para la marcación de los explosivos plásticos con fines de 
detección (Montreal, 1991), la Convención sobre la repre- 
sión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 
marítima y su Protocolo sobre la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de las plataformas fijas situadas en la 
plataforma continental (Roma, 1988), la Convención para la 
represión de los atentados terroristas cometidos con bom- 
bas (Nueva York, 1997) y el Protocolo sobre la represión de 
actos de violencia en los aeropuertos que presten servicios 
ala aviación civil internacional (Montreal, 1988). 


En el ámbito regional, Uruguay ha ratificado la Con- 
vención para prevenir y sancionar actos de terrorismo 
configurados en delitos contra las personas y la extorsión 
conexa cuando éstos tengan trascendencia internacional, 
aprobada en el marco de la Organización de los Estados 
Americanos el 2 de febrero de 1971. En el mismo ámbito, 
también es parte de la Convención Interamericana contra la 
fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, municio- 
nes, explosivos y otros materiales relacionados (Washing- 
ton, 1997). 


TI. ELCONVENIO 


El texto del “Convenio Internacional para la Represión 
de la Financiación del Terrorismo” preparado por el Comité 
Especial establecido por resolución 51/210 de la Asamblea 
General y el Grupo de Trabajo de la Sexta Comisión, fue 
aprobado por Resolución 54/109 de la Asamblea General de 
9 de diciembre de 1999. 


111.1. Preámbulo 


El Preámbulo del Convenio retoma el contenido de la 
Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones 
Unidas, así como diversas resoluciones de la Asamblea 
General en las que se condenan inequívocamente los actos, 
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métodos y prácticas terroristas, al tiempo que se exhorta a 
los Estados a adoptar medidas para prevenir y contrarrestar 
la financiación de dichos actos. Además, se observa que el 
número y la gravedad de los actos de terrorismo internacio- 
nal están directamente vinculados con la financiación que 
pueden obtener quienes están vinculados a la realización 
de los actos terroristas. 


IIT.2. Definiciones (artículo 1) 


Para facilitar la aplicación del Convenio y al mismo 
tiempo, evitar interpretaciones divergentes, el Convenio 
incluye la definición de algunos términos esenciales. 


Así, alos efectos del Convenio, el concepto de “fondos” 
abarca no sólo a los bienes de cualquier tipo, tangibles o 
intangibles, muebles o inmuebles, sino también a todos los 
documentos o instrumentos legales que acrediten la propie- 
dad u otros derechos sobre dichos bienes. A su vez, se 
considera “producto” cualquier fondo procedente u obte- 
nido directa o indirectamente, de la comisión de alguno de 
los delitos enunciados en el artículo 2. 


El concepto de “institución gubernamental o pública” 
también se entiende en un sentido amplio, por cuanto 
abarca no sólo las instalaciones sino también los vehículos 
de carácter permanente o aun temporario, utilizados u ocu- 
pados por representantes de un Estado, funcionario de 
cualquiera de los poderes del mismo, empleados o funcio- 
narios de un Estado u otra autoridad o entidad pública o 
funcionarios o empleados de una organización 
intergubernamental. 


IM.3. El delito de financiación del terrorismo (artícu- 
lo 2) 


La conducta delictiva, en el sentido del presente Conve- 
nio, está definida por la provisión o recolección de fondos 
-directa o indirecta, ilícita y deliberada- con la intención de 
que se utilicen o a sabiendas de que se utilizarán, en todo 
o en parte para cometer: 


a) un acto que constituya delito comprendido en el 
ámbito de alguno de los tratados enumerados en el Anexo, 
tal como esté definido en ese tratado; 


b) cualquier otro acto que tenga por objeto causar la 
muerte o lesiones corporales graves a civiles o personas 
que no participen directamente en las hostilidades en un 
conflicto armado, con el propósito de intimidar a una pobla- 
ción u obligar a un gobierno o a una organización interna- 
cional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo (artículo 
2, párrafo 1). 


Para que un acto constituya delito de conformidad con 
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lo dispuesto en el párrafo anterior, no es necesario que los 
fondos hayan sido efectivamente utilizados para cometer 
alguno de los delitos mencionados en los literales a) y b) 
(artículo 2, párrafo 3). 


También se considera delito la tentativa de cometer 
alguna de las conductas criminales enunciadas en el párrafo 
1 (artículo 2, párrafo 4). De la misma forma, se considera 
delito la participación como cómplice, la organización y la 
orden dada a otros para cometer alguno de los delitos 
enunciados en los párrafos 1 y 4 del artículo 2. Finalmente, 
se entiende que comete un delito quien contribuye a la 
comisión de uno o más de los delitos enunciados en los 
párrafos mencionados, por un grupo de personas que actúe 
con un propósito común. En este caso específico, se esta- 
blece que la contribución deberá ser intencionada y hacerse 
con conocimiento de la intención del grupo de cometer 
alguno de los delitos enunciados en el párrafo 1 o bien con 
el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines 
delictivos del grupo, cuando dicha actividad o dichos fines 
impliquen la comisión de alguno de los referidos delitos 
(artículo 2, párrafo 5). 


Como se mencionara, el literal a) del párrafo 1 se remite 
a la lista de tratados sobre terrorismo incluida en el Anexo 
al presente Convenio, alos efectos de definir el delito que 
es objeto de este Convenio. Al respecto, el párrafo 2 prevé 
el caso de que un Estado Parte de este último, no lo sea de 
alguno de los tratados enumerados en el Anexo. En ese 
caso, se otorga al mencionado Estado la facultad de declarar 
-al momento de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión- que, en la aplicación 
del presente Convenio, el tratado del que no es parte no se 
considerará incluido en el Anexo mencionado. Dicha decla- 
ración quedará sin efecto automáticamente, una vez que el 
tratado entre en vigor para el Estado Parte, que deberá 
notificar el hecho al depositario del Convenio. De la misma 
manera, si un Estado Parte de este último deja de estar 
vinculado a alguno de los tratados enumerados en el Anexo, 
podrá efectuar una declaración en ese sentido. 


TII.4. Aplicabilidad del Convenio (artículo 3) 


El presente Convenio no se aplicará si el delito se 
cometió en el territorio de un solo Estado, del cual el 
presunto delincuente es nacional y en cuyo territorio se 
encuentra, no estando ningún otro Estado facultado para 
ejercer jurisdicción de conformidad con el párrafo 162 del 
artículo 7. No obstante, aun en esos casos serán aplicables, 
en cuanto corresponda, los artículos 12 a 18, relativos a 
distintas formas de cooperación entre los Estados Partes. 


TIT.S. Normas programáticas (artículos 4 a 7) 


a. Tipificación del delito en el derecho interno 


Los Estados Partes asumen la obligación de tomar las 
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medidas necesarias para tipificar como infracción penal, de 
acuerdo con su legislación interna, los delitos enunciados 
en el artículo 2, asícomo de sancionarlos con penas adecua- 
das en las que se tenga en cuenta la gravedad de la conducta 
(artículo 4). 


Asimismo, se comprometen a adoptar medidas para que 
pueda establecerse la responsabilidad -penal, civil o admi- 
nistrativa- de las entidades jurídicas ubicadas en su territo- 
rio o constituidas según su legislación, en caso de que una 
persona responsable de su dirección o control, cometa -en 
esa calidad- alguno de los delitos enunciados en el artículo 
2 y sin perjuicio de la responsabilidad penal de las personas 
físicas que hayan cometido dichos delitos (artículo 5). A 
estos efectos, se prevé la posibilidad de establecer meca- 
nismos para compartir información o pruebas con otros 
Estados Partes (artículo 12, párrafo 4). 


Los Estados Partes deberán adoptar las disposiciones 
que resulten necesarias para asegurar que los actos crimi- 
nales comprendidos en el Convenio no puedan justificarse 
por consideraciones de carácter político, filosófico, ideoló- 
gico, racial, étnico, religioso o similar (artículo 6). 


b. Jurisdicción competente 


Finalmente, el párrafo 1 del artículo 7 establece que cada 
uno de los Estados Partes se obliga a adoptar las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción con respecto a 
los delitos enunciados en el artículo 2, cuando los mismos 
sean cometidos en su territorio, a bordo de un buque que 
enarbole su pabellón o de una aeronave matriculada de 
acuerdo con su legislación al momento de la comisión del 
delito, o por un nacional de dicho Estado. 


Además, cada Estado podrá establecer su jurisdicción 
cuando los delitos sean cometidos: 


1) con el propósito de perpetrar alguno de los deli- 
tos enunciados en párrafo 1 del artículo 2 en el territorio de 
dicho Estado o contra uno de sus nacionales, o haya tenido 
ese resultado; 


11) con la intención de perpetrar alguno de los delitos 
citados contra una instalación gubernamental de ese Esta- 
do en el extranjero, incluso un local diplomático o consular 
de dicho Estado, o haya tenido ese resultado; 


111) con el propósito de cometer alguno de los delitos 
mencionados, para obligar al Estado a realizar o dejar de 
realizar un determinado acto; 


1v) por una apátrida cuya residencia habitual se en- 
cuentre en el territorio de ese Estado; 


v) abordo de una aeronave explotada por el gobier- 
no de ese Estado. 
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En estos casos, cada Estado, al ratificar, aceptar, apro- 
bar o adherir al Convenio deberá notificar al Secretario 
General de las Naciones Unidas que ha establecido su 
jurisdicción. Asimismo, deberá informar inmediatamente 
los cambios que se produzcan (artículo 7, párrafos 2 y 3). 


El párrafo 4 del artículo 7 prevé que cada Estado Parte 
debe tomar las medidas necesarias para establecer su juris- 
dicción con respecto a los delitos enunciados en el artículo 
2, cuando el presunto autor se encuentre en su territorio y 
no se conceda su extradición a ninguno de los Estados 
Partes que haya establecido su jurisdicción según los pá- 
rrafos 1 y 2 del artículo 7. 


Si más de un Estado Parte reclamara jurisdicción con 
respecto a uno de los delitos mencionados en el artículo 2, 
los Estados Partes interesados tratarán de coordinar sus 
acciones, en particular acerca de las condiciones para en- 
juiciar y las modalidades de la asistencia judicial recíproca 
(artículo 7, párrafo 5). 


Sin perjuicio de las normas generales de derecho inter- 
nacional, el Convenio no excluye el ejercicio de ninguna 
jurisdicción penal establecida por la legislación nacional de 
un Estado Parte (artículo 7, párrafo 6). 


111.6. Bienes y efectos del delito (artículo 8) 


Los Estados deberán adoptar las medidas necesarias, 
siempre al amparo de sus principios jurídicos internos, para 
identificar, detectar y asegurar o incautar todos los fondos 
utilizados o asignados para cometer los delitos enunciados 
en el artículo 2, así como su producto obtenido, alos efectos 
de su posible decomiso. 


Cada Estado considerará el establecimiento de mecanis- 
mos mediante los cuales los fondos procedentes de los 
decomisos se utilicen para indemnizar a las víctimas de los 
delitos establecidos en el párrafo 1 del artículo 2, o a sus 
familiares. 


Las normas de este artículo deberán aplicarse sin perjui- 
cio de los derechos de los terceros de buena fe. 


11.7. Investigación y enjuiciamiento (artículo 9) 


El Estado Parte que reciba información indicando que en 
su territorio puede encontrarse el culpable o presunto cul- 
pable de alguno de los delitos enunciados en el artículo 2 
deberá tomar en forma inmediata las medidas necesarias -de 
acuerdo con su legislación nacional- para investigar los 
hechos comprendidos en esa información. 


Si el Estado Parte en el que se encuentra el delincuente 
o presunto delincuente estima que las circunstancias lo 
justifican, tomará las medidas que correspondan para ase- 
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gurar la presencia de dicha persona a los efectos de su 
enjuiciamiento o extradición. En este caso, la persona ten- 
drá derecho a ponerse en comunicación con el representan- 
te más próximo del Estado del que es nacional -o, en caso, 
de ser apátrida, del Estado donde resida habitualmente-, así 
como a ser visitada por un representante de dicho Estado 
y a ser informada de estos derechos. El ejercicio de los 
mismos tendrá lugar de acuerdo con las leyes y reglamentos 
del Estado en el que se encuentre el delincuente o presunto 
delincuente, a condición de que esas normas permitan el 
pleno cumplimiento del propósito de esos derechos. Sin 
perjuicio de lo anteriormente expuesto, todo Estado Parte 
podrá invitar al Comité Internacional de la Cruz Roja a 
ponerse en comunicación con el presunto delincuente y 
visitarlo. 


El Estado que detenga a una persona en virtud de las 
disposiciones precedentes debe notificar inmediatamente 
la detención y las circunstancias que la justifiquen, a los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 ó 2 del artículo 7 y, de 
considerarlo oportuno, a los demás Estados Partes intere- 
sados. El Estado que proceda a la investigación prevista en 
el párrafo 1 del presente artículo, deberá informar inmedia- 
tamente los resultados de ésta a los Estados Partes mencio- 
nados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción. 


TIT.S. Extradición (artículos 10 y 11) 


a. Según el artículo 10, en los casos en que sea aplicable 
el artículo 7, si el Estado Parte en cuyo territorio se encuen- 
tre el presunto delincuente no procede a su extradición, 
estará obligado a someter el caso a sus autoridades compe- 
tentes a los efectos del enjuiciamiento, según el procedi- 
miento previsto en la legislación de ese Estado, sin excep- 
ciones y con independencia de que el delito haya sido o no 
cometido en su territorio. Las autoridades competentes 
deberán adoptar su decisión en las mismas condiciones que 
las aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave, de 
acuerdo con su derecho. 


Si la legislación de un Estado Parte le permite proceder 
a la extradición de uno de sus nacionales sólo a condición 
de que sea devuelto para cumplir la condena que se le 
imponga como resultado del juicio o procedimiento para el 
cual se pidió su extradición o su entrega, dicha extradición 
oentrega condicional será suficiente para cumplir la obliga- 
ción enunciada en el párrafo 1, siempre que ese Estado y el 
que solicita la extradición estén de acuerdo con dicha 
opción y las demás condiciones que consideren apropia- 
das. 


b. El artículo 11 prevé que los delitos enunciados en el 
artículo 2 se considerarán incluidos entre los que dan lugar 
a extradición, en todo tratado de extradición concertado 
entre Estados Partes con anterioridad a la entrada en vigor 
de este Convenio. Asimismo, los Estados Partes se compro- 
meten a incluir dichos delitos como casos de extradición, en 
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todos los tratados en la materia que concierten entre sí con 
posterioridad a su entrada en vigor. Por su parte, el párrafo 
5 del artículo 11 prevé que las disposiciones relativas a los 
delitos establecidos en el artículo 2, de todos los tratados 
de extradición vigentes entre Estados Partes, se considera- 
rán modificadas entre ellos en la medida que sean incompa- 
tibles con el presente Convenio. 


Si un Estado condiciona la extradición a la existencia de 
un tratado, en caso de recibir una solicitud vinculada a 
alguno de los delitos enunciados en el artículo 2, podrá -a 
su elección- considerar este Convenio como la base jurídica 
necesaria para otorgar la extradición. Esta quedará sujeta a 
las demás condiciones establecidas por la legislación del 
Estado al que se pide la extradición (artículo 11, párrafo 2). 
Los Estados que no subordinen la extradición a la existencia 
de un tratado, reconocerán los delitos enumerados en el 
artículo 2 como casos de extradición, sometiéndose la mis- 
ma a las condiciones establecidas en el Estado al que se 
haga la solicitud (artículo 11, párrafo 3). 


El párrafo 4 del artículo 11 prevé que, en caso de que sea 
necesario, alos fines de la extradición entre Estados Partes, 
se considerará que los delitos enunciados en el artículo 2 se 
han cometido no sólo en el lugar de su perpetración sino 
también el territorio de los Estados que hayan establecido 
su jurisdicción según los párrafos 1 y 2 del artículo 7. 


111.9. Cooperación judicial (artículos 12 y 16) 


a. El artículo 12 consagra el deber de los Estados Partes 
de prestar la mayor asistencia judicial posible con respecto 
a cualquier investigación, proceso penal o procedimiento 
de extradición que se inicie con relación a los delitos esta- 
blecidos en el artículo 2, incluso con respecto a la obtención 
de las pruebas necesarias para el proceso, no pudiendo 
rechazarse las solicitudes de asistencia al amparo del secre- 
to bancario (párrafos 1 y 2). 


Si existen tratados en materia de cooperación judicial 
entre los Estados Partes, éstos deberán cumplir su obli- 
gación de cooperar, de acuerdo con los mismos. En ausen- 
cia de ellos, los Estados se prestarán dicha asistencia de 
conformidad con su legislación nacional (artículo 12, párra- 
fo 5). 


El Estado Parte requirente no podrá utilizar ni comunicar 
la información recibida del Estado Parte requerido para 
investigaciones, enjuiciamientos o causas distintos de los 
establecidos en la petición, sin la autorización previa de 
este último Estado (párrafo 3). 


b. La persona que esté detenida o cumpliendo una 
condena en el territorio de un Estado Parte y cuya presencia 
se solicite en otro Estado Parte para prestar testimonio o 
para que colabore en la obtención de pruebas necesarias 
para la investigación o enjuiciamiento de delitos enuncia- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-469 


dos en el artículo 2, podrá ser trasladada al Estado requiren- 
te, con las siguientes condiciones: 


1) que la persona, una vez informada de dicha soli- 
citud, preste su consentimiento libremente; y 


11) que las autoridades competentes de ambos Esta- 
dos estén de acuerdo, con las condiciones que consideren 
apropiadas (artículo 16, párrafo 1). 


El Estado al que se traslade la persona deberá mantenerla 
detenida (salvo que el Estado desde el que se trasladó 
solicite o autorice otra cosa) cumpliendo, sin demora su 
obligación de devolverla. El tiempo durante el cual la per- 
sona permanezca detenida en el Estado al que fue traslada- 
da, deberá tenerse en cuenta alos efectos de descontarlo de 
la pena que ha de cumplir en el Estado desde el que se ha 
trasladado. El Estado al que sea trasladada la persona no 
podrá exigir al Estado desde el que se trasladó, que inicie el 
procedimiento de extradición para su devolución (artículo 
16, párrafo 2). 


Cualquiera sea su nacionalidad, una persona trasladada 
a un Estado Parte no podrá ser procesada, detenida ni 
sometida a ninguna otra restricción de su libertad en el 
territorio del mismo, con relación a actos o condenas ante- 
riores a su salida del territorio del Estado desde el que fue 
trasladada, a menos que éste preste su conformidad (artícu- 
lo 16, párrafo 3). 


111.10. Disposiciones comunes a la extradición y asis- 
tencia judicial recíproca (artículos 13 a 15) 


a. Ninguno de los delitos previstos en el artículo 2 
podrá considerarse como delito fiscal, a los efectos de la 
extradición o de la asistencia judicial recíproca (artículo 13). 
Tampoco podrá considerarse delito político, delito conexo 
a un delito político ni delito inspirado en motivos políticos 
(artículo 14). 


b. Según el artículo 15, nada de lo establecido en el 
presente Convenio podrá interpretarse en el sentido de que 
se imponga una obligación de extraditar o de otorgar asis- 
tencia judicial recíproca, si el Estado Parte al que se presen- 
ta la solicitud tiene motivos fundados para entender que la 
solicitud relativa a alguno de los delitos enunciados en el 
artículo 2, se ha formulado con el fin de enjuiciar o castigar 
a una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico u opinión política, o que el cumplimiento de 
la solicitud de extradición o asistencia judicial podría per- 
judicar la situación de esa persona por cualquiera de los 
motivos aludidos. 


111.11. Otras formas de cooperación (artículo 18) 


a. El párrafo 1 del artículo 18 contempla la cooperación 
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de los Estados Partes en la prevención de los delitos enun- 
ciados en el artículo 2, previendo -de ser necesario- la 
adaptación de su legislación nacional, de manera de impedir 
que se prepare en sus respectivos territorios la comisión de 
los referidos delitos, tanto dentro como fuera de ellos. Entre 
las posibles medidas, se encuentran aquellas tendientes a 
prohibir en sus territorios las actividades ilegales de perso- 
nas y organizaciones que promuevan, instiguen, organicen 
o cometan a sabiendas los delitos enunciados en el artículo 
2 y las que exijan que las instituciones financieras y otras 
profesiones vinculadas a las transacciones financieras uti- 
licen las medidas más eficientes para identificar a sus clien- 
tes habituales u ocasionales, presten atención a cuentas 
sospechosas o inusuales y reporten transacciones que se 
sospeche provengan de una actividad delictiva. A estos 
efectos, se prevé que los Estados Partes consideren: 


1) la adopción de reglamentaciones que prohíban la 
apertura de cuentas cuyos titulares o beneficiarios no pue- 
dan ser identificados; 


11) exigiralas instituciones financieras que, en caso 
de ser necesario tomen las medidas necesarias para verificar 
la existencia jurídica y la estructura del cliente, mediante la 
obtención de información de un registro público; 


111) adoptar reglamentaciones que obliguen a las ins- 
tituciones financieras a reportar prontamente a las autori- 
dades competentes, cualquier transacción compleja o in- 
usual, que no tenga, aparentemente, una finalidad económi- 
ca u obviamente lícita; 


1v) exigir alas instituciones financieras, la conserva- 
ción de todos los documentos necesarios sobre las transac- 
ciones efectuadas -nacionales e internacionales- por un 
período mínimo de cinco años. 


b. Otra forma de cooperación prevista en el párrafo 2 del 
artículo 18, es la adopción de medidas de supervisión que 
incluyan, por ejemplo el establecimiento de un sistema de 
licencias para las agencias de transferencia de dinero y la 
aplicación de medidas viables para descubrir o vigilar el 
transporte transfronterizo físico de dinero en efectivo e 
instrumentos negociables al portador, sujetas a salvaguar- 
dias estrictas que garanticen la utilización adecuada de la 
información y sin obstaculizar la libre circulación de capi- 
tales. 


c. El intercambio de información y la coordinación de 
medidas administrativas o de otra índole, siempre de con- 
formidad con la legislación nacional de cada Estado Parte, 
puede contribuir a reforzar la cooperación para prevenir los 
delitos enunciados en el artículo 2. En particular, el párrafo 
3 del artículo 18 prevé el establecimiento y mantenimiento 
de vías de comunicación entre los organismos y servicios 
competentes de los Estados Partes para facilitar el rápido y 
seguro intercambio de información asícomo la cooperación 
en la investigación de los delitos, fundamentalmente en lo 
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relativo a la identidad, el paradero y las actividades de las 
personas con respecto a las cuales existen sospechas razo- 
nables de participar en dichos delitos y al movimiento de 
fondos relacionados con la comisión de los mismos. Final- 
mente, se prevé la posibilidad de intercambiar información 
por medio de la Organización Internacional de Policía Crimi- 
nal (Interpol) (artículo 18, párrafo 4). 


111.12. Informeal Secretario General de las Naciones 
Unidas (artículo 19) 


El Estado Parte en el que se entable una acción penal 
contra un presunto delincuente, deberá comunicar -de con- 
formidad con su legislación- el resultado final de dicha 
acción al Secretario General de las Naciones Unidas, quien 
a su vez transmitirá la información a los demás Estados 
Partes. 


111.13. Principios que rigen la aplicación del Convenio 
(artículos 17, 20, 21 y 22) 


En primer lugar, corresponde tener en cuenta que, de 
conformidad con el artículo 17, la persona que se encuentre 
detenida o con respecto a quien se adopte cualquier medida 
o sea encausada de conformidad con el Convenio, deberá 
gozar de un trato equitativo, incluyendo el goce de todos 
los derechos y garantías establecidos en el derecho inter- 
nacional -incluyendo las normas sobre derechos humanos- 
y en la legislación interna del Estado en el que se encuentre. 


Por otra parte, según el artículo 20, los Estados Partes 
deberán cumplir las obligaciones asumidas en el presente 
instrumento, de forma compatible con los principios de 
igualdad soberana, integridad territorial de los Estados y no 
injerencia en los asuntos internos de otros Estados. 


Asimismo, las disposiciones del Convenio no podrán 
interpretarse como un menoscabo de los derechos, las 
obligaciones y las responsabilidades tanto de los Estados 
como de las personas de conformidad con el derecho inter- 
nacional, en especial los propósitos de la Carta de las 
Naciones Unidas, el derecho internacional humanitario y 
otros convenios pertinentes (artículo 21). 


Finalmente, la soberanía de los Estados Partes queda 
asegurada a través de lo dispuesto en el artículo 22, en tanto 
dispone que nada de lo previsto en el Convenio facultará a 
un Estado para ejercer su jurisdicción en el territorio de otro 
ni para realizar en él funciones que estén exclusivamente 
reservadas a las autoridades de ese otro Estado por su 
derecho interno. 


111.14. Solución de controversias (artículo 24) 


A los efectos de resolver las controversias que se origi- 
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nen entre dos o más Estados Partes a causa de la interpre- 
tación o aplicación del Convenio, el artículo 24.1 recurre en 
primera instancia, a las negociaciones. Sino se alcanza una 
solución dentro de un plazo razonable, la diferencia será 
sometida a arbitraje a petición de uno de los Estados. En 
caso de que, pasados seis meses desde la fecha de presen- 
tación de la solicitud de arbitraje, las partes no pudieran 
ponerse de acuerdo en cuanto a su organización, cualquiera 
de ellas podrá someter la controversia a la Corte Internacio- 
nal de Justicia. 


No obstante, al momento de firmar, ratificar, aceptar, 
aprobar o adherir al Convenio, cada Estado podrá declarar 
que no se considera obligado por el párrafo 1 del artículo 24. 
En ese caso, los demás Estados Partes no estarán obligados 
por la citada disposición con respecto al Estado que formu- 
ló la reserva. 


T1.15. Entrada en vigor, denuncias y enmiendas (ar- 
tículos 23, 26 y 27) 


El artículo 26 establece que la entrada en vigor del 
Convenio tendrá lugar treinta días después del depósito del 
vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. Para los Estados que ratifiquen, 
acepten, aprueben o adhieran después de esa fecha, el 
Convenio entrará en vigor treinta días después de la fecha 
del depósito del instrumento correspondiente. 


El artículo 27 prevé la posibilidad de denunciar el Con- 
venio mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. La denuncia se hará efec- 
tiva un año después de la recepción de la mencionada 
notificación. 


Finalmente, el artículo 23 prevé la posibilidad de intro- 
ducir enmiendas al Anexo del Convenio. Las enmiendas 
sólo podrán consistir en el agregado de nuevos tratados en 
materia de terrorismo a la lista original, siempre que los 
mismos reúnan determinados requisitos que se mencionan 
en el párrafo siguiente. 


111.16. Anexo 


El Anexo comprende un conjunto de Convenios y Pro- 
tocolos que regulan diversos aspectos vinculados al terro- 
rismo, de los que la República es parte: la Convención sobre 
la prevención y el castigo de delitos contra las personas 
internacionalmente protegidas, inclusive los agentes di- 
plomáticos (Nueva York, 1973), Convención sobre la repre- 
sión del apoderamiento ilícito de aeronaves (La Haya, 1970), 
Convención para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la aviación civil (Montreal, 1971), Protocolo 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-471 


sobre la represión de actos de violencia en los aeropuertos 
que presten servicios a la aviación civil internacional 
(Montreal, 1988) Convención Internacional sobre la repre- 
sión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 
marítima y su Protocolo sobre la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de las plataformas fijas situadas en la 
plataforma continental (Roma, 1988) y Convenio Interna- 
cional para la represión de los atentados terroristas come- 
tidos con bombas (Nueva York, 1997). Además, seincluyen 
las Convenciones contra la toma de rehenes (Nueva York, 
1979) y sobre la protección física de los materiales nuclea- 
res (Viena, 1979). 


Esta nómina puede ampliarse, ya que el artículo 23.1 del 
Convenio prevé la posibilidad de agregar tratados sobre la 
materia, siempre que éstos estén abiertos a la participación 
de todos los Estados, hayan entrado en vigor y cuenten con 
la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de por lo 
menos veintidós Estados Partes del Convenio que hoy se 
somete a consideración de ese Cuerpo. Dicha modificación 
podrá proponerse por cualquier Estado Parte, una vez que 
el Convenio entre en vigor, es decir, una vez que cuente con 
la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de vein- 
tidós Estados. La propuesta debe comunicarse por escrito 
al depositario, quien la transmitirá a todos los Estados 
Partes, solicitando sus opiniones sobre la aprobación de la 
enmienda. Esta se considerará aprobada a menos que un 
tercio de los Estados Partes presenten objeciones escritas 
a más tardar ciento ochenta días después de su distribu- 
ción. Una vez aprobada la enmienda al Anexo, ésta entrará 
en vigor treinta días después de haberse depositado el 
vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación de la misma, para los Estados Partes que 
hayan depositado dicho instrumento. Para los Estados que 
ratifiquen, acepten o aprueben la enmienda después de su 
entrada en vigor, ésta comenzará a regir treinta días des- 
pués de que dichos Estados depositen su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación. 


El Poder Ejecutivo considera de fundamental importan- 
cia la aprobación del “Convenio Internacional para la Re- 
presión de la Financiación del Terrorismo” por cuanto 
constituye una contribución fundamental a la intensifica- 
ción de la cooperación internacional con el objeto de adop- 
tar medidas eficaces y prácticas para prevenir la financia- 
ción y para reprimir el terrorismo mediante el enjuiciamiento 
y castigo de sus autores. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


JORGEBATLLE IBAÑEZ, Presidente de 
la República; Alberto Bensión, Didier 
Opertti, Guillermo Stirling. 
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CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION 
DE LA FINANCIACION DEL TERRORISMO 


Preámbulo 


Los Estados Partes en el presente Convenio, 


Teniendo presentes los propósitos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas relativos al mantenimiento de 
la paz y la seguridad internacionales y al fomento de las 
relaciones de amistad y buena vecindad y la cooperación 
entre los Estados, 


Profundamente preocupados por el hecho de que se 
intensifican en todo el mundo los atentados terroristas en 
todas sus formas y manifestaciones, 


Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario 
de las Naciones Unidas contenida en la resolución 50/6 de 
la Asamblea General, de 24 de octubre de 1995, 


Recordando también todas las resoluciones pertinentes 
de la Asamblea General sobre la cuestión, incluida la reso- 
lución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, y suanexo sobre la 
Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo inter- 
nacional, en la que los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas reafirmaron solemnemente que condenaban en tér- 
minos inequívocos todos los actos, métodos y prácticas 
terroristas por considerarlos criminales e injustificables, 
dondequiera y quienquiera los cometiera, incluidos los que 
pusieran en peligro las relaciones de amistad entre los 
Estados y los pueblos y amenazaran la integridad territorial 
y la seguridad de los Estados, 


Observando que en la Declaración sobre medidas para 
eliminar el terrorismo internacional se alentaba además a los 
Estados a que examinaran con urgencia el alcance de las 
disposiciones jurídicas internacionales vigentes sobre pre- 
vención, represión y eliminación del terrorismo en todas 
sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia 
de un marco jurídico global que abarcara todos los aspectos 
de la cuestión, 


Recordando la resolución 51/210 de la Asamblea Gene- 
ral, de 17 de diciembre de 1996, en cuyo párrafo 3, inciso f), 
la Asamblea exhortó a todos los Estados a que adoptaran 
medidas para prevenir y contrarrestar, mediante medidas 
internas apropiadas, la financiación de terroristas y de 
organizaciones terroristas; ya sea que se hiciera en forma 
directa o indirecta, por conducto de organizaciones que 
tuvieran además o que proclamaran tener objetivos carita- 
tivos, sociales o culturales, o que realizaran también activi- 
dades ilícitas, como el tráfico ilegal de armas, la venta de 
estupefacientes y las asociaciones ilícitas, incluida la ex- 
plotación de personas a fin de financiar actividades terro- 
ristas, y en particular a que consideraran, en su caso, la 
adopción de medidas reguladoras para prevenir y contra- 
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rrestar los movimientos de fondos que se sospechara se 
hicieran con fines terroristas, sin impedir en modo alguno 
la libertad de los movimientos legítimos de capitales, y que 
intensificaran el intercambio de información acerca de los 
movimientos internacionales de ese tipo de fondos, 


Recordando asimismo la resolución 52/165 de la Asam- 
blea General, de 15 de diciembre de 1997, en la que la 
Asamblea invitó a los Estados a que consideraran, en 
particular, la posibilidad de aplicar las medidas que fi- 
guraban en los incisos a) a f) del párrafo 3 de su resolución 
51/210,de 17 de diciembre de 1996, 


Recordando además la resolución 53/108 de la Asamblea 
General, de 8 de diciembre de 1998, en la que la Asamblea 
decidió que el Comité Especial establecido en virtud de su 
resolución 51/210, de 17 de diciembre de 1996, elaborara un 
proyecto de convenio internacional para la represión de la 
financiación del terrorismo que complementara los instru- 
mentos internacionales conexos existentes, 


Considerando que la financiación del terrorismo es motivo 
de profunda preocupación para toda la comunidad interna- 
cional, 


Observando que el número y la gravedad de los actos de 
terrorismo internacional dependen de la financiación que 
pueden obtener los terroristas, 


Observando igualmente que los instrumentos jurídicos 
multilaterales vigentes no se refieren explícitamente a la 
financiación del terrorismo, 


Convencidos de la necesidad urgente de que se intensi- 
fique la cooperación internacional entre los Estados con 
miras a elaborar y adoptar medidas eficaces y prácticas para 
prevenir la financiación del terrorismo, así como para re- 
primirlo mediante el enjuiciamiento y el castigo de sus 
autores, 


Han acordado lo siguiente: 


Artículo 1 


A los efectos del presente Convenio: 


1. Por “fondos” se entenderá los bienes de cualquier 
tipo, tangibles o intangibles, muebles o inmuebles, con 
independencia de cómo se hubieran obtenido, y los docu- 
mentos o instrumentos legales, sea cual fuere su forma, 
incluida la forma electrónica o digital, que acrediten la 
propiedad u otros derechos sobre dichos bienes, incluidos, 
sin que la enumeración sea exhaustiva, créditos bancarios, 
cheques de viajero, cheques bancarios, giros, acciones, 
títulos, obligaciones, letras de cambio y cartas de crédito. 
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2. Por “institución gubernamental o pública” se enten- 
derá toda instalación o vehículo de carácter permanente o 
temporario utilizado u ocupado por representantes de un 
Estado, funcionarios del poder ejecutivo, el poder legisla- 
tivo o la administración de justicia, empleados o funciona- 
rios de un Estado u otra autoridad o entidad pública, o 
funcionarios o empleados de una organización 
intergubernamental, en el desempeño de sus funciones 
oficiales. 


3. Por “producto” se entenderá cualesquiera fondos 
procedentes u obtenidos, directa o indirectamente, de la 
comisión de un delito enunciado en el artículo 2. 


Artículo 2 


1. Comete delito en el sentido del presente Convenio 
quien por el medio que fuere, directa o indirectamente, ilícita 
y deliberadamente, provea o recolecte fondos con la inten- 
ción de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utiliza- 
dos, en todo o en parte, para cometer: 


a) Un acto que constituya un delito comprendido en el 
ámbito de uno de los tratados enumerados en el 
anexo y tal como esté definido en ese tratado; 


b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o 
lesiones corporales graves a un civil o a cualquier 
otra persona que no participe directamente en las 
hostilidades en una situación de conflicto armado, 
cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza 
o contexto, sea intimidar a una población u obligara 
un gobierno o a una organización internacional a 
realizar un acto o a abstenerse de hacerlo. 


2. a) Al depositar su instrumento de ratificación, acepta- 
ción, aprobación o adhesión al presente Convenio, 
un Estado que no sea parte en alguno de los tratados 
enumerados en el anexo podrá declarar que, en la 
aplicación del presente Convenio a ese Estado Parte, 
el tratado no se considerará incluido en el anexo 
mencionado en el apartado a) del párrafo 1. La decla- 
ración quedará sin efecto tan pronto como el tratado 
entre en vigor para el Estado Parte, que notificará 
este hecho al depositario; 


b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de 
los tratados enumerados en el anexo, podrá efectuar 
una declaración respecto de ese tratado con arreglo 
a lo previsto en el presente artículo. 


3. Para que un acto constituya un delito enunciado en 
el párrafo 1, no será necesario que los fondos se hayan 
usado efectivamente para cometer un delito mencionado en 
los apartados a) o b) del párrafo 1. 


4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer 
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un delito enunciado en el párrafo 1 del presente artículo. 
5. Comete igualmente un delito quien: 


a) Participe como cómplice en la comisión de un delito 
enunciado en los párrafos 1 ó 4 del presente artículo; 


b) Organice la comisión de un delito enunciado en los 
párrafos 1 ó 4 del presente artículo o dé órdenes a 
otros de cometerlo; 


c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos 
enunciados enlos párrafos 1 ó 4 del presente artículo 
por un grupo de personas que actúe con un propósito 
común. La contribución deberá ser intencionada y 
hacerse: 


1) Ya sea con el propósito de facilitar la actividad 
delictiva o los fines delictivos del grupo, cuando 
esa actividad o esos fines impliquen la comisión 
de un delito enunciado en el párrafo 1 del presente 
artículo; o 


11) Yaseacon conocimiento de la intención del grupo 
de cometer un delito enunciado en el párrafo 1 del 
presente artículo. 


Artículo 3 


El presente Convenio no será aplicable cuando el delito 
se haya cometido en un solo Estado, el presunto delincuen- 
te sea nacional de ese Estado y se encuentre en el territorio 
de ese Estado y ningún otro Estado esté facultado para 
ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto en el 
párrafo 1 ó 2 del artículo 7, con la excepción de que serán 
aplicables a esos casos, cuando corresponda, las disposi- 
ciones de los artículos 12 a 18. 


Artículo 4 


Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean nece- 
sarias para: 


a) Tipificar como infracción penal, con arreglo a su 
legislación interna, los delitos enunciados en el ar- 
tículo 2; 


b) Sancionar esos delitos con penas adecuadas en las 
que se tenga en cuenta su carácter grave. 


Artículo 5 


1. Cada Estado Parte, de conformidad con sus princi- 
pios jurídicos internos, adoptará las medidas necesarias 
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para que pueda establecerse la responsabilidad de una 
entidad jurídica ubicada en su territorio o constituida con 
arreglo a su legislación, cuando una persona responsable 
de su dirección o control cometa, en esa calidad, un delito 
enunciado en el artículo 2. Esa responsabilidad podrá ser 
penal, civil o administrativa. 


2. Seincurrirá en esa responsabilidad sin perjuicio de la 
responsabilidad penal de las personas físicas que hayan 
cometido los delitos. 


3. Cada Estado Parte velará en particular por que las 
entidades jurídicas responsables de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 estén sujetas a sanciones penales, 
civiles o administrativas eficaces, proporcionadas y 
disuasorias. Tales sanciones podrán incluir sanciones de 
carácter monetario. 


Artículo 6 


Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten 
necesarias, incluida, cuando proceda, la adopción de legis- 
lación interna, para asegurar que los actos criminales com- 
prendidos en el ámbito del presente Convenio no puedan 
justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de 
índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religio- 
sau otra similar. 


Artículo 7 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los 
delitos enunciados en el artículo 2 cuando éstos sean 
cometidos; 


a) En el territorio de ese Estado, 


b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese 
Estado o de una aeronave matriculada de conformi- 
dad con la legislación de ese Estado en el momento 
de la comisión del delito; 


c) Por un nacional de ese Estado. 


2. Cada Estado Parte podrá también establecer su juris- 
dicción respecto de cualquiera de tales delitos cuando sean 
cometidos: 


a) Con el propósito de perpetrar un delito de los men- 
cionados en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
artículo 2 en el territorio de ese Estado o contra uno 
de sus nacionales o haya tenido ese resultado; 


b) Con el propósito de perpetrar un delito de los men- 
cionados en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
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artículo 2 contra una instalación gubernamental de 
ese Estado en el extranjero, incluso un local diplomá- 
tico o consular de ese Estado, o haya tenido ese 
resultado; 


c) Con el propósito o el resultado de cometer un delito 
de los indicados en los apartados a) o b) del párrafo 
1 del artículo 2, en un intento de obligar a ese Estado 
a realizar o abstenerse de realizar un determinado 
acto; 


d) Por un apátrida que tenga residencia habitual en el 
territorio de ese Estado; 


e) A bordo de una aeronave que sea explotada por el 
gobierno de ese Estado. 


3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el 
presente Convenio o adherirse a él, notificará al Secretario 
General de las Naciones Unidas que ha establecido su 
jurisdicción de conformidad con su legislación nacional 
con arreglo al párrafo 2. El Estado Parte de que se trate 
notificará inmediatamente al Secretario General los cambios 
que se produzcan. 


4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas que 
resulten necesarias para establecer su jurisdicción respec- 
to de los delitos enunciados en el artículo 2 en los casos en 
que el presunto autor del delito se halle en su territorio y 
dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de 
conformidad con los párrafos 1 ó 2 del presente artículo. 


5. Cuando más de un Estado Parte reclame jurisdicción 
respecto de uno de los delitos mencionados en el artículo 
2, los Estados Partes interesados procurarán coordinar sus 
acciones de manera apropiada, en particular respecto de las 
condiciones para enjuiciar y de las modalidades de la asis- 
tencia judicial recíproca. 


6. Sin perjuicio de las normas generales de derecho 
internacional, el presente Convenio no excluye el ejercicio 
de ninguna jurisdicción penal establecida por un Estado 
Parte de conformidad con su legislación nacional. 


Artículo 8 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten 
necesarias, de conformidad con sus principios jurídicos 
internos, para la identificación, la detección y el asegura- 
miento o la incautación de todos los fondos utilizados o 
asignados para cometer los delitos indicados en el artículo 
2, así como el producto obtenido de esos delitos, a los 
efectos de su posible decomiso. 


2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con sus 
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principios jurídicos internos, las medidas que resulten ne- 
cesarias para el decomiso de los fondos utilizados o asig- 
nados para cometer los delitos indicados en el artículo 2 y 
del producto obtenido de esos delitos. 


3. Cada Estado Parte interesado podrá considerar la 
posibilidad de concertar acuerdos para compartir con otros 
Estados Partes, por norma general o en cada caso, los 
fondos procedentes de los decomisos previstos en el pre- 
sente artículo. 


4. Cada Estado Parte considerará el establecimiento de 
mecanismos mediante los cuales los fondos procedentes de 
los decomisos previstos en el presente artículo se utilicen 
para indemnizar a las víctimas de los delitos mencionados 
en los incisos a) o b) del párrafo 1 del artículo 2, o de sus 
familiares. 


5. La aplicación de las disposiciones del presente artí- 
culo se efectuará sin perjuicio de los derechos de los 
terceros de buena fe. 


Artículo 9 


1. El Estado Parte que reciba información que indique 
que en su territorio puede encontrarse el culpable o presun- 
to culpable de un delito enunciado en el artículo 2 tomará 
inmediatamente las medidas que sean necesarias de confor- 
midad con su legislación nacional para investigar los he- 
chos comprendidos en esa información. 


2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el 
delincuente o presunto delincuente, si estima que las cir- 
cunstancias lo justifican, tomará las medidas que corres- 
pondan conforme a su legislación nacional a fin de asegurar 
la presencia de esa persona a efectos de su enjuiciamiento 
oextradición. 


3. Toda persona respecto de la cual se adopten las 
medidas mencionadas en el párrafo 2 tendrá derecho a: 


a) Ponerse sin demora en comunicación con el repre- 
sentante más próximo que corresponda del Estado 
del que sea nacional o al que competa por otras 
razones proteger los derechos de esa persona o, si se 
trata de un apátrida, del Estado en cuyo territorio 
resida habitualmente; 


b) Ser visitada por un representante de dicho Estado; 


c) Ser informada de los derechos previstos en los apar- 
tados a) y b) del presente párrafo. 


4. Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 
3 se ejercitarán de conformidad con las leyes y los reglamen- 
tos del Estado en cuyo territorio se halle el delincuente o 


CAMARA DE SENADORES 


15 de octubre de 2003 


presunto delincuente, a condición de que esa leyes y esos 
reglamentos permitan que se cumpla plenamente el propó- 
sito de los derechos indicados en el párrafo 3 del presente 
artículo. 


5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 se entenderá sin 
perjuicio del derecho de todo Estado Parte que, con arreglo 
al apartado b) del párrafo 1 o al apartado b) del párrafo 2 del 
artículo 7, pueda hacer valer su jurisdicción a invitar al 
Comité Internacional de la Cruz Roja a ponerse en comuni- 
cación con el presunto delincuente y visitarlo. 


6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, 
detenga a una persona notificará inmediatamente la deten- 
ción y las circunstancias que la justifiquen, a los Estados 
Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformi- 
dad con los párrafos 1 ó 2 del artículo 7 y, si lo considera 
oportuno, a los demás Estados Partes interesados, directa- 
mente o por intermedio del Secretario General de las Nacio- 
nes Unidas. El Estado que proceda a la investigación pre- 
vista en el párrafo 1 del presente artículo informará sin 
dilación de los resultados de ésta a los Estados Partes 
mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdic- 
ción. 


Artículo 10 


1. En los casos en que sea aplicable el artículo 7, el 
Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el presunto 
delincuente, si no procede a suextradición, estará obligado 
a someter sin demora indebida el caso a sus autoridades 
competentes aefectos de enjuiciamiento, según el procedi- 
miento previsto en la legislación de ese Estado, sin excep- 
ción alguna y con independencia de que el delito haya sido 
o no cometido en su territorio. Dichas autoridades tomarán 
su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a 
cualquier otro delito de naturaleza grave de acuerdo con el 
derecho de tal Estado. 


2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita 
proceder a la extradición de uno de sus nacionales o entre- 
garlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto a 
ese Estado para cumplir la condena que le sea impuesta de 
resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió su 
extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita la 
extradición están de acuerdo con esa opción y las demás 
condiciones que consideren apropiadas, dicha extradición 
oentrega condicional será suficiente para cumplir la obliga- 
ción enunciada en el párrafo 1. 


Artículo 11 


1. Los delitos enunciados en el artículo 2 se considera- 
rán incluidos entre los que dan lugar a extradición en todo 
tratado de extradición concertado entre Estados Partes con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente Convenio. 
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Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos 
como casos de extradición en todo tratado sobre la materia 
que concierten posteriormente entre sí. 


2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición 
alaexistencia de un tratado reciba de otro Estado Parte, con 
el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de 
extradición, podrá, a su elección, considerar el presente 
Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición 
con respecto a los delitos previstos en el artículo 2. La 
extradición estará sujeta a las demás condiciones exigidas 
por la legislación al que se ha hecho la solicitud. 


3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición 
a la existencia de un tratado reconocerán los delitos enun- 
ciados en el artículo 2 como casos de extradición entre ellos, 
con sujeción a las condiciones exigidas por la legislación 
del Estado al que se haga la solicitud. 


4. Deser necesario, a los fines de la extradición entre 
Estados Partes se considerará que los delitos enunciados 
en el artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que 
se perpetraron sino también en el territorio de los Estados 
que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con 
los párrafos 1 y 2 del artículo 7. 


5. Las disposiciones de todos los tratados de extradi- 
ción vigentes entre Estados Partes con respecto a los 
delitos enumerados en el artículo 2 se considerarán modi- 
ficadas entre esos Estados Partes en la medida en que sean 
incompatibles con el presente Convenio. 


Artículo 12 


1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia 
posible en relación con cualquier investigación, proceso 
penal o procedimiento de extradición que se inicie con 
respecto a los delitos enunciados en el artículo 2, incluso 
respecto de la obtención de todas las pruebas necesarias 
para el proceso que obren en su poder. 


2. Los Estados Partes no podrán rechazar una petición 
de asistencia judicial recíproca al amparo del secreto ban- 
cario. 


3. ElEstado Parte requirente no utilizará ni comunicará 
la información o prueba que reciba del Estado Parte reque- 
rido para investigaciones, enjuiciamientos o causas distin- 
tos de los consignados en la petición, sin la previa autori- 
zación del Estado Parte requerido. 


4. Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de 
establecer mecanismos para compartir con otros Estados 
Partes la información o las pruebas necesarias a fin de 
establecer la responsabilidad penal, civil o administrativa 
en aplicación del Artículo 5. 
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5. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que 
les incumban en virtud de los párrafos 1 y 2 de conformidad 
con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial 
recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos 
tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha 
asistencia de conformidad con su legislación nacional. 


Artículo 13 


Ninguno de los delitos enunciados en el artículo 2 se 
podrá considerar, a los fines de la extradición o de la 
asistencia judicial recíproca, como delito fiscal. En conse- 
cuencia, los Estados Partes no podrán invocar como único 
motivo el carácter fiscal del delito para rechazar una solici- 
tud de asistencia judicial recíproca o de extradición. 


Artículo 14 


A los fines de la extradición o de la asistencia judicial 
recíproca, ninguno de los delitos enunciados en el artículo 
2 se considerará delito político, delito conexo a un delito 
político ni delito inspirado en motivos políticos. En conse- 
cuencia, no podrá rechazarse una solicitud de extradición o 
de asistencia judicial recíproca formulada en relación con 
un delito de ese carácter por la única razón de que se refiere 
a un delito político, un delito conexo a un delito político o 
un delito inspirado en motivos políticos. 


Artículo 15 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se inter- 
pretará en el sentido de que imponga una obligación de 
extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el 
Estado Parte al que se presenta la solicitud tiene motivos 
fundados para creer que la solicitud de extradición por los 
delitos enunciados en el artículo 2 o de asistencia judicial 
recíproca en relación con esos delitos se ha formulado con 
el fin de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de 
raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opinión políti- 
ca, o que el cumplimiento de lo solicitado podría perjudicar 
la situación de esa persona por cualquiera de esos motivos. 


Artículo 16 


1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo 
una condena en el territorio de un Estado Parte y cuya 
presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de 
prestar testimonio o de identificación para que ayude a 
obtener pruebas necesarias para lainvestigación o el enjui- 
ciamiento de delitos enunciados en el artículo 2 podrá ser 
trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 


a) Da, una vez informada, su consentimiento de manera 
libre; 
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b) Las autoridades competentes de ambos Estados es- 
tán de acuerdo, con sujeción a las condiciones que 
consideren apropiadas. 


2. A los efectos del presente artículo: 


a) El Estado al que sea trasladada la persona estará 
autorizado y obligado a mantenerla detenida, salvo 
que el Estado desde el que fue trasladada solicite o 
autorice otra cosa; 


b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá 
sin dilación su obligación de devolverla a la custodia 
del Estado desde el que fue trasladada según con- 
vengan de antemano o de otro modo las autoridades 
competentes de ambos Estados; 


c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá 
exigir al Estado desde el que fue trasladada que ini- 
cie procedimientos de extradición para su devolu- 
ción; 


d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido 
detenida la persona en el Estado al que ha sido 
trasladada a los efectos de descontarlo de la pena 
que ha de cumplir en el Estado desde el que haya sido 
trasladada. 


3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de 
trasladar una persona de conformidad con el presente artí- 
culo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su 
nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida ni sometida 
a ninguna otra restricción de su libertad personal en el 
territorio del Estado al que sea trasladada en relación con 
actos o condenas anteriores a su salida del territorio del 
Estado desde el que fue trasladada. 


Artículo 17 


Toda persona que se encuentre detenida o respecto de 
la cual se adopte cualquier medida o sea encausada con 
arreglo al presente Convenio gozará de un trato equitativo, 
incluido el goce de todos los derechos y garantías de 
conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio 
se encuentre y con las disposiciones pertinentes del dere- 
cho internacional, incluido el derecho internacional en 
materia de derechos humanos. 


Artículo 18 


1. Los Estados Partes cooperarán en la prevención de 
los delitos enunciados en el artículo 2, tomando todas las 
medidas practicables, entre otras, adaptando, de ser nece- 
sario, su legislación nacional para impedir que se prepare en 
sus respectivos territorios la comisión de esos delitos tanto 
dentro como fuera de ellos, incluidas: 
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a) Medidas para prohibir en sus territorios las activida- 
des ilegales de personas y organizaciones que pro- 
muevan, instiguen, organicen o cometan a sabiendas 
los delitos enunciados en el artículo 2; 


b) Medidas que exijan que las instituciones financieras 
y otras profesiones que intervengan en las transac- 
ciones financieras utilicen las medidas más eficien- 
tes de que dispongan para la identificación de sus 
clientes habituales u ocasionales, así como de los 
clientes en cuyo interés se abran cuentas, y presten 
atención especial a transacciones inusuales o sospe- 
chosas y reporten transacciones que se sospeche 
provengan de una actividad delictiva. A tales efec- 
tos, los Estados Partes considerarán: 


1) Adoptar reglamentaciones que prohíban la aper- 
tura de cuentas cuyos titulares o beneficiarios no 
estén ni puedan ser identificados, así como medi- 
das para velar por que esas instituciones verifi- 
quen la identidad de los titulares reales de esas 
transacciones; 


1i) Con respecto a la identificación de personas jurí- 
dicas, exigir a las instituciones financieras que, 
cuando sea necesario, adopten medidas para ve- 
rificar la existencia jurídica y la estructura del 
cliente mediante la obtención, de un registro pú- 
blico, del cliente o de ambos, de prueba de la 
constitución de la sociedad, incluida información 
sobre el nombre del cliente, su forma jurídica, su 
domicilio, sus directores y las disposiciones rela- 
tivas a la facultad de la persona jurídica para 
contraer obligaciones; 


111) Adoptar reglamentaciones que impongan a las 
instituciones financieras la obligación de repor- 
tar con prontitud a las autoridades competentes 
toda transacción compleja, de magnitud inusual y 
todas las pautas inusuales de transacciones que 
no tengan, al parecer, una finalidad económica u 
obviamente lícita, sin temor de asumir responsa- 
bilidad penal o civil por quebrantar alguna restric- 
ción en materia de divulgación de información, si 
reportan sus sospechas de buena fe; 


1v) Exigir a las instituciones financieras que conser- 
ven, por lo menos durante cinco años, todos los 
documentos necesarios sobre las transacciones 
efectuadas, tanto nacionales como internaciona- 
les. 


2. Los Estados Partes cooperarán además en la preven- 
ción de los delitos enunciados en el artículo 2 consideran- 
do: 


a) Adoptar medidas de supervisión, que incluyan, por 
ejemplo el establecimiento de un sistema de licencias 
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para todas las agencias de transferencia de dinero; 


b) Aplicar medidas viables a fin de descubrir o vigilar el 
transporte transfronterizo físico de dinero en efecti- 
vo e instrumentos negociables al portador, sujetas a 
salvaguardias estrictas que garanticen una utiliza- 
ción adecuada de la información y sin que ello obs- 
taculice en modo alguno la libre circulación de capi- 
tales. 


3. Los Estados Partes reforzarán su cooperación en la 
prevención de los delitos enunciados en el artículo 2 me- 
diante el intercambio de información precisa y corroborada, 
de conformidad con las disposiciones de su legislación 
nacional, y la coordinación de medidas administrativas y de 
otra índole adoptadas, según proceda, para impedir que se 
cometan los delitos enunciados en el artículo 2, especial- 
mente para: 


a) Establecer y mantener vías de comunicación entre 
sus Organismos y servicios competentes a fin de 
facilitar el intercambio seguro y rápido de informa- 
ción sobre todos los aspectos de los delitos enuncia- 
dos en el artículo 2; 


b) Cooperar en la investigación de los delitos enuncia- 
dos en el artículo 2 en lo que respecta a: 


1) La identidad, el paradero y las actividades de las 
personas con respecto a las cuales existen sospe- 
chas razonables de que participan en dichos de- 
litos; 


11) El movimiento de fondos relacionados con la co- 
misión de tales delitos. 


4. Los Estados Partes podrán intercambiar información 
por intermedio de la Organización Internacional de Policía 
Criminal (Interpol). 


Artículo 19 


El Estado Parte en el que se entable una acción penal 
contra el presunto delincuente comunicará, de conformidad 
con su legislación nacional o sus procedimientos aplica- 
bles, el resultado final de esa acción al Secretario General de 
las Naciones Unidas, quien trasmitirá la información a otros 
Estados Partes. 


Artículo 20 


Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les 
incumben en virtud del presente Convenio de manera com- 
patible con los principios de la igualdad soberana, la inte- 
gridad territorial de los Estados y la no injerencia en los 
asuntos internos de otros Estados. 
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Artículo 21 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menosca- 
bará los derechos, las obligaciones y las responsabilidades 
de los Estados y de las personas con arreglo al derecho 
internacional, en particular los propósitos de la Carta de las 
Naciones Unidas, el derecho internacional humanitario y 
otros convenios pertinentes. 


Artículo 22 


Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará 
aun Estado Parte para ejercer su jurisdicción en el territorio 
de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que 
estén exclusivamente reservadas a las autoridades de ese 
otro Estado Parte por su derecho interno. 


Artículo 23 


1. Elanexo podrá enmendarse con la adición de tratados 
pertinentes que: 


a) Estén abiertos a la participación de todos los Esta- 
dos; 


b) Hayan entrado en vigor; 


c) Hayan sido objeto de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión de por lo menos 22 Estados Partes 
en el presente Convenio. 


2. Una vez que el presente Convenio haya entrado en 
vigor, un Estado Parte podrá proponer tal enmienda. Toda 
propuesta de enmienda se comunicará al depositario por 
escrito. El depositario notificará atodos los Estados Partes 
las propuestas que reúnan las condiciones indicadas en el 
párrafo 1 y solicitará sus opiniones respecto de si la enmien- 
da propuesta debe aprobarse. 


3. La enmienda propuesta se considerará aprobada a 
menos que un tercio de los Estados Partes objeten a ella 
mediante notificación escrita a más tardar 180 días después 
de su distribución. 


4. La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en 
vigor 30 días después de que se haya depositado el vigési- 
mo segundo instrumento de ratificación, aceptación o apro- 
bación de esa enmienda para todos los Estados Partes que 
hayan depositado ese instrumento. Para cada Estado Parte 
que ratifique, acepte o apruebe la enmienda después de que 
se haya depositado el vigésimo segundo instrumento, la 
enmienda entrará en vigor a los 30 días después de que ese 
Estado Parte haya depositado su instrumento de ratifica- 
ción, aceptación o aprobación. 
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Artículo 24 


1. Las controversias que surjan entre dos o más Esta- 
dos Partes con respecto a la interpretación o aplicación del 
presente Convenio y que no puedan resolverse mediante 
negociaciones dentro de un plazo razonable serán someti- 
das a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de 
seis meses contados a partir de la fecha de presentación de 
la solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de 
acuerdo sobre la forma de organizarlo, cualquiera de ellas 
podrá someter la controversia a la Corte Internacional de 
Justicia, mediante solicitud presentada de conformidad con 
el Estatuto de la Corte. 


2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar 
Oo aprobar el presente Convenio o adherirse a él, podrá 
declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del 
presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán 
obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de 
ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva. 


3. El Estado que haya formulado la reserva conforme a 
las disposiciones del párrafo 2 podrá retirarla en cualquier 
momento mediante notificación al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 


Artículo 25 


1. El presente Convenio estará abierto a la firma de 
todos los Estados desde el 10 de enero de 2000 hasta el 31 
de diciembre de 2001 en la Sede de las Naciones Unidas en 
Nueva York. 


2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, acep- 
tación o aprobación. Los instrumentos de ratificación, acep- 
tación o aprobación serán depositados en poder del Secre- 
tario General de las Naciones Unidas. 


3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de 
cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión serán de- 
positados en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
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Artículo 26 


1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día 
a partir de la fecha en que se deposite en poder del Secre- 
tario General de las Naciones Unidas el vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o ad- 
hesión. 


2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, 
acepten o aprueben el Convenio o se adhieran a él después 
de que sea depositado el vigésimo segundo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Conve- 
nio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que dicho Estado haya depositado su instrumento de rati- 
ficación, aceptación, aprobación o adhesión. 


Artículo 27 


1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Con- 
venio mediante notificación por escrito dirigida al Secreta- 
rio General de las Naciones Unidas. 


2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha 
en que el Secretario General de las Naciones Unidas reciba 
la notificación. 


Artículo 28 


El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente au- 
ténticos, será depositado en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas, que enviará copias certificadas de él 
a todos los Estados. 


EN TESTIMONIO DELO CUAL, los infrascritos, debi- 
damente autorizados por sus respectivos gobiernos, han 
firmado el presente Convenio, abierto a la firma en la Sede 
de las Naciones Unidas en Nueva York el 10 de enero de 
2000. 
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ANEXO 


1. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito 
de aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970. 


2. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de 
septiembre de 1971. 


3. Convención sobre la prevención y el castigo de 
delitos contra personas internacionalmente protegidas, 
inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la Asam- 
blea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 
1973. 


4. Convención Internacional contra la toma de rehenes, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 17 de diciembre de 1979. 


5. Convención sobre la protección física de los materia- 
les nucleares, aprobada en Viena el 3 de marzo de 1980. 


6. Protocolo para la represión de actos ilícitos de vio- 
lencia en los aeropuertos que presten servicios ala aviación 
civil internacional, complementario del Convenio para la 
represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación 
civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988. 


7. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la navegación marítima, firmado en Roma el 10 
de marzo de 1988. 


8. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la platafor- 
ma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988. 


9. Convenio Internacional para la represión de los aten- 
tados terroristas cometidos con bombas, aprobado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre 
de 1997. 


CAMARA DESENADORES 


Comisión de 
Asuntos Internacionales 


CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION 
DE LA FINANCIACION DEL TERRORISMO 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales del Senado, 
recomienda aprobar el presente proyecto de ley en el cual 
se consagra el Convenio Internacional para la Represión de 
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la Financiación del Terrorismo, adoptado el 9 de diciembre 
de 1999, en la ciudad de Nueva York, en oportunidad de 
celebrarse el 54 período de sesiones de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo está fechado el 11 de 
diciembre de 2001 y el proyecto fue aprobado, por unani- 
midad, en la Cámara de Representantes del 16 de julio de 
2003. 


Este Convenio se origina en la inquietud provocada en 
la Organización Internacional por la escalada del fenómeno 
del terrorismo, que en los últimos años ha adquirido una 
preocupante dimensión. 


Se reconoce el éxito que han alcanzado los movimientos 
terroristas internacionales, así como los factores que 
coadyuvan a sus tristes y devastadores logros. 


Estos movimientos cuentan con las ventajas de su falta 
de escrúpulos, su desprecio por la vida, el reducido número 
de integrantes de cada uno de ellos, la rapidez de los medios 
de comunicación y transporte, una cierta flexibilización, 
producto de la integración, en el libre desplazamiento de las 
personas a nivel internacional, la vinculación con el tráfico 
ilícito de armas y de drogas y el aspecto financiero. 


A este último aspecto apunta esta Convención. El daño 
que provocan los movimientos terroristas se encuentra 
proporcionalmente vinculado al dinero con que cuentan 
para pertrecharse y cometer sus tropelías. Siendo el 
financiamiento un factor insoslayable del sustento de estos 
grupos, se pretende atacar el origen del mismo con el fin de 
velar por los objetivos de la Carta de las Naciones Unidas, 
el mantenimiento de la paz y la seguridad mundial. 


El Convenio se encuentra enmarcado en el activo rol que 
desde el comienzo de la década del setenta viene desarro- 
llando la Organización de las Naciones Unidas en la lucha 
contra el terrorismo internacional plasmado en la aproba- 
ción de numerosos acuerdos internacionales, en el ámbito 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de la 
Organización Internacional de Aviación Civil (OACTD), de la 
Organización Marítima Internacional (OMT) y del Organis- 
mo Internacional de Energía Atómica (OIEA), las cuales 
suman no menos de doce a la fecha. 


Un aspecto esencial de la metodología en la lucha contra 
este flagelo, es el intercambio de información entre las 
Naciones que suscriben el Convenio. El mismo tiene como 
antecedente la Resolución 54/109 de la Asamblea General 
del 9 de diciembre de 1999 en la cual son condenados los 
actos, métodos y prácticas terroristas; realiza un balance 
del estado y gravedad de los actos terroristas internaciona- 
les que están directamente vinculados con la financiación. 
Al tiempo que exhorta a los Estados a prevenir y contrarres- 
tar la financiación de dichos actos. 
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En el Convenio se enumeran las diversas modalidades de 
financiación del terrorismo (artículo 29). 


En el artículo 3* se establece que la presente Convención 
no se aplicará si el delito se cometió en el territorio de un 
solo Estado, del cual el presunto delincuente es nacional y 
en cuyo territorio se encuentra, no estando ningún otro 
Estado facultado para ejercer jurisdicción. No obstante, 
aún en esos casos serán aplicables, en cuanto corresponda, 
las distintas formas de cooperación entre los Estados Par- 
tes. 


En los artículos 4% a 7% se definen las normas 
programáticas donde los Estados Partes se obligan a tomar 
las medidas necesarias para tipificar las infracciones a nivel 
del derecho interno así como de sancionar los delitos con 
penas adecuadas a la gravedad de los actos. Asimismo, se 
comprometen a adoptar medidas para que pueda establecer- 
se la responsabilidad -penal, civil o administrativa- de las 
entidades jurídicas ubicadas en su territorio o constituidas 
según su legislación. 


En el artículo 8” se establece que, al amparo de su 
ordenamiento jurídico interno, los Estados deberán adoptar 
las medidas necesarias para identificar, detectar e incautar 
los fondos utilizados para realizar los delitos tipificados en 
el Convenio. 


El artículo 9” refiere a la investigación, enjuiciamiento y 
posible extradición de los hechos y responsables de los 
mismos. 


Los artículos 12 al 16 refieren al deber de los Estados de 
proporcionar asistencia judicial por hechos relacionados 
en el artículo 2". 


Los artículos 10 y 11 y del 13 al 18 se refieren a la extradición 
y ala asistencia judicial recíproca. 


En el Convenio la soberanía de los Estados Partes queda 
asegurada en cuanto a que nada de lo dispuesto por el 
presente instrumento faculta a ningún Estado Parte para 
ejercer su jurisdicción en el territorio de otro. 


Finalmente, este Convenio cuenta con un Anexo que 
comprende un conjunto de Convenios y Protocolos que 
regulan aspectos vinculados al terrorismo. 


El terrorismo no repara en fronteras ni en los derechos 
de los habitantes de cada Estado; ningún ciudadano o país 
está amparado frente a esta cultura de la barbarie, el extre- 
mismo y la intolerancia; evidentemente la cooperación in- 
ternacional constituye una herramienta eficaz para comba- 
tir este mal y contribuir con la seguridad mundial. 


Por las razones antes expuestas y porque ninguna de las 
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disposiciones del presente Convenio violentan los princi- 
pios rectores del nuestro ordenamiento jurídico, se reco- 
mienda su aprobación. 


Sala de la Comisión, 2 de octubre de 2003. 


Pablo Millor, Miembro Informante; Ruben 
Correa Freitas, Alberto Couriel, 
Reinaldo Gargano, Carlos Julio Pereyra, 
Juan A. Singer.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. .- Señor Presidente: este Convenio fue 
aprobado por unanimidad en la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales del Senado y lo mismo ocurrió en la Cámara de 
Representantes, en la sesión celebrada el 16 de julio del 
corriente. 


Este Convenio está motivado en el auge, en la forma en 
que ha recrudecido, en que ha aumentado el flagelo del 
terrorismo que ha dado lugar ala intervención de las Nacio- 
nes Unidas a través de diversos acuerdos y protocolos. 
Dentro de esa actividad, reitero, plasmada en una serie de 
documentos y resoluciones de las Naciones Unidas para 
combatir el flagelo del terrorismo, se enmarca este Convenio 
que trata de combatir este fenómeno en uno de sus susten- 
tos más importantes, en uno de los pilares del accionar 
terrorista: la financiación. Aquí se trata de golpear en lo que 
puede ser la fuente, no inspiradora, pero sí que posibilita los 
daños que el terrorismo provoca. 


En ese sentido, reitero que esto ha sido votado por 
unanimidad tanto en la Cámara de Representantes como en 
la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado, razón 
por la cual recomendamos su aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único. 
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(Selee:) 


“Artículo Unico.- Apruébase el Convenio Internacional 
para la Represión de la Financiación del Terrorismo adop- 
tado el 9 de diciembre de 1999 en la ciudad de Nueva York, 
en oportunidad de celebrarse el 54” Período de Sesiones de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 17 en 18. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


19) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIER- 
NO DE LA REPUBLICA DE FINLANDIA RELATI- 
VO A LA PROMOCION Y PROTECCION DE IN- 
VERSIONES, SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 21 
DE MARZO DE 2002 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo lugar del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Re- 
pública de Finlandia relativo a la Promoción y Protección de 
Inversiones, suscrito en Montevideo. (Carp. N* 1071/03 - 
Rep. N* 642/03”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1071/03 
Rep. N* 642/03 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 20 de mayo de 2003. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
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blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 85, numeral 7 y 168 numeral 20, de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el 
Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República de Finlandia relativo 
a la Promoción y Protección de Inversiones, suscrito en 
Montevideo, el 21 de marzo del año 2002. 


A fin de mantener condiciones justas y equitativas para 
las inversiones realizadas por inversores de una Parte Con- 
tratante en el territorio de la otra, el Acuerdo expresa el 
deseo de intensificar la cooperación económica para el 
mutuo beneficio de ambos países, reconociendo que la 
promoción y protección de las inversiones estimularán las 
iniciativas comerciales bilaterales. 


Para tales fines, el Artículo 1 define lo que se entiende 
por “Inversión”, “Rendimientos”, “Inversor” y “Territo- 
rio”, destacando que el Acuerdo no será aplicable a las 
inversiones realizadas por personas naturales, nacionales 
de ambas Partes contratantes, a menos que dichas personas 
ala fecha de realizadas las inversiones, tengan su domicilio 
legal fuera del territorio de la Parte Contratante donde las 
mismas sean realizadas. 


El Acuerdo proporciona a las inversiones realizadas por 
inversores de cada una de las Partes Contratantes y a los 
rendimientos de las mismas, el marco jurídico e institucional 
adecuado, con reglas que otorgan una total y constante 
protección y seguridad jurídica a las inversiones realizadas 
por inversores de una Parte en el territorio de la otra; 
facilitando la libre transferencia, sin demora injustificada y 
en moneda libremente convertible, de todos los pagos 
vinculados con las inversiones; brindándoles dentro de su 
territorio un tratamiento justo, equitativo y no 
discriminatorio, para el ingreso y permanencia del personal, 
para la administración, para el mantenimiento, uso, goce 
adquisición o disposición de las inversiones realizadas por 
inversores de la otra Parte Contratante, sobre una base no 
menos favorable que la acordada a sus propios inversores 
o alos inversores de la nación más favorecida, cualquiera 
fuera el más favorable para el inversor. 


No obstante, las disposiciones del Acuerdo no tienen la 
intención de obligar a ninguna de las Partes Contratantes a 
extender a los inversores de la otra Parte Contratante, los 
beneficios de un tratamiento, preferencia o privilegio de 
cualquier naturaleza, en virtud de una zona de libre comer- 
cio, unión aduanera, mercado común o acuerdo de mercado 
laboral regional de los cuales una de las Partes Contratantes 
forme o habrá de formar parte en el futuro, acuerdos o 
convenios internacionales relativos a cuestiones tributarias 
y convenios o tratados multilaterales relativos a inversio- 
nes. 


El Acuerdo prevé que las inversiones realizadas por 
inversores de cualquiera de una Parte Contratante en el 
territorio de la otra, no serán expropiadas, nacionalizadas ni 
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sujetas a medidas que tengan efecto equivalente a la expro- 
piación o nacionalización, excepto por razones de interés 
público, sobre una base no discriminatoria, en virtud del 
debido proceso legal. La compensación resultante, que 
incluirá intereses a la tasa comercial, equivaldrá al justo 
valor de mercado de la inversión expropiada, expresado en 
moneda de libre conversión y se garantizará alos inversores 
la libre transferencia de los pagos. 


Asimismo, contempla la indemnización, compensación u 
otros acuerdos, respecto de las pérdidas que sufran los 
inversores de una de las Partes Contratantes, por causa de 
guerra u otros conflictos armados, estado de emergencia 
nacional, revuelta, insurrección o manifestaciones. 


También instaura mecanismos de solución de contro- 
versias, entre las Partes Contratantes relativas a la interpre- 
tación o aplicación del Acuerdo, como para dilucidar con- 
flictos entre un inversor y una Parte Contratante, contem- 
plando la posibilidad de someter el caso a procedimientos 
de arbitraje internacional. 


En consecuencia, considerando la importancia que la 
República Oriental del Uruguay otorga al fomento de las 
inversiones para estimular la iniciativa económica privada, 
amentar la producción de bienes y servicios y los niveles de 
ocupación, el presente Acuerdo contribuirá al fortaleci- 
miento de los distintos ámbitos de la cooperación bilateral 
entre las Partes Contratantes, a estimular el intercambio 
bilateral y a afianzar vínculos con la República de Finlandia, 
lo que proporcionará beneficios ala economía nacional que 
justifican el interés del Poder Ejecutivo en solicitar la co- 
rrespondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo hace propicia la oportunidad para 
reiterar al señor Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


JORGEBATLLEIBAÑEZ, Presidente de 
la República; Didier Opertti, Alejandro 
Atchugarry, Guillermo Stirling, Pedro 
Bordaberry, Yamandú Fau, Gonzalo 
González, Santiago Pérez del Castillo. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 20 de mayo de 2003. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobier- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-485 


no de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Finlandia relativo a la Promoción y Protección 
de Inversiones, suscrito en Montevideo, el 21 de marzo del 
año 2002. 


Didier Opertti, Alejandro Atchugarry, 
Guillermo Stirling, Pedro Bordaberry, 
Y amandú Fau, Gonzalo González, Santia- 
go Pérez del Castillo. 


Acuerdo entre 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 


Y 


El Gobierno de la República de Finlandia 


Relativo a la Promoción y Protección de Inversiones 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de Finlandia, en adelante denomi- 
nados las “Partes Contratantes”, 


DESEANDO intensificar la cooperación económica para 
mutuo beneficio de ambos países y a fin de mantener justas 
y equitativas condiciones para las inversiones realizadas 
por inversores de una Parte Contratante en el territorio de 
la otra Parte Contratante, 


RECONOCIENDO que la promoción y protección de las 
inversiones sobre la base de este Acuerdo estimularán las 
iniciativas comerciales, 


HAN ACORDADO LO SIGUIENTE: 


ARTICULO 1 


DEFINICIONES 


Para los fines del presente Acuerdo: 


1. El término “Inversión” se refiere a los bienes de 
cualquier naturaleza establecidos o adquiridos por el inver- 
sor de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte 
Contratante, de acuerdo con las leyes y normas de esta 
última Parte Contratante incluyendo, en particular, aunque 
no en forma exclusiva: 


(a) bienes muebles e inmuebles o derechos sobre 
bienes tales como hipotecas, gravámenes, prendas, arrien- 
dos, usufructo y derechos similares; 


(b) acciones, existencias, obligaciones u otras for- 
mas de participación en una compañía; 
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(c) títulos o reclamos contra dinero o derechos en 
actuaciones con valor económico; 


(d) derechos de propiedad intelectual, tales como 
patentes, derechos de autor, procedimientos técnicos, 
marcas registradas, diseño industrial, razones comerciales, 
tecnología y clientela; y 


(e) concesiones otorgadas por ley, bajo actos admi- 
nistrativos o contratos por una autoridad competente, in- 
cluyendo concesiones para la búsqueda, extracción o ex- 
plotación de recursos naturales. 


Cualquier modificación en la forma de realizarinversio- 
nes o reinversiones no afecta su carácter de inversiones. 


2. El término “Rendimientos” se refiere a las sumas 
producto de las inversiones y en particular, aunque no en 
forma exclusiva, habrán de incluir, ganancias, dividendos, 
intereses, royalties, ganancias de capital o pagos de cual- 
quier naturaleza vinculados con cualquier inversión. Los 
rendimientos reinvertidos gozarán del mismo tratamiento 
que la inversión original. 


3. El término “Inversor” se refiere a: 


(a) cualquier persona natural, nacional de cualquiera 
de las Partes Contratantes, de acuerdo con su legislación; 
O 


(b) cualquier persona legal tal como compañía, cor- 
poración, firma, asociación comercial, institución u otra 
entidad constituida de acuerdo con las leyes y normas de 
la Parte Contratante y con sede dentro de la jurisdicción de 
dicha Parte Contratante. 


4. El término “Territorio” se refiere a la superficie del 
territorio, aguas internas y mar territorial y espacio aéreo 
por encima de los mismos, asícomo zonas marítimas más allá 
del mar territorial sobre las cuales las Partes Contratantes 
ejercen derechos de soberanía o jurisdicción de acuerdo 
con su legislación nacional en vigor y el derecho internacio- 
nal. 


5. Sin embargo el presente Acuerdo no se aplicará a 
inversiones realizadas por personas naturales, nacionales 
de ambas Partes contratantes, a menos que dichas personas 
ala fecha de realizadas las inversiones, tengan su domicilio 
legal fuera del territorio de la Parte Contratante donde las 
mismas sean realizadas. 


ARTICULO 2 


PROMOCION Y PROTECCION DELAS INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante promoverá en su territorio las 
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inversiones a ser realizadas por inversores de la otra Parte 
Contratante y en ejercicio de las facultades conferidas por 
su legislación, admitirá dichas inversiones. 


2. Cada Parte Contratante acordará siempre, para las 
inversiones de los inversores de la otra Parte Contratante, 
un tratamiento justo y equitativo y una total y constante 
protección y seguridad. 


3. Cada Parte Contratante, en su territorio, no impedirá, 
con medidas injustas, arbitrarias o discriminatorias, la ad- 
ministración, el mantenimiento, uso, goce, adquisición o 
disposición de las inversiones realizadas por inversores de 
la otra Parte Contratante. 


4. Cada Parte Contratante, en su territorio, no impondrá 
medidas compulsivas sobre las inversiones realizadas por 
inversores de la otra Parte Contratante relativas ala compra 
de materiales, medios de producción, manejo, transporte, 
comercialización de sus productos o pedidos similares, que 
tengan efectos injustos o discriminatorios. 


5. Cada Parte Contratante, dentro del marco de sus 
legislaciones, dará una favorable atención a las solicitudes 
de permisos necesarios en relación con las inversiones en 
su territorio, incluyendo la autorización para contratar per- 
sonal técnico y gerencial superior a su elección, indepen- 
dientemente de su nacionalidad. 


6. Cada Parte Contratante de inmediato publicará o 
pondrá a disposición del público; sus leyes, normas, proce- 
dimientos y normativa administrativa asícomo los acuerdos 
internacionales que pudieran afectar las inversiones de los 
inversores de una de las Partes Contratantes en el territorio 
de la otra Parte Contratante. 


ARTICULO 3 


TRATAMIENTO DE LAS INVERSIONES 


1. Las Inversiones realizadas por inversores de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratan- 
te, olos rendimientos de las mismas, recibirán un tratamien- 
to no menos favorable que aquel acordado por la Parte 
Receptora a las inversiones y rendimientos realizados por 
sus propios inversores o por inversores de la nación más 
favorecida, cualquiera fuera el más favorable para el inver- 
sor. 


2. Losinversores de una Parte Contratante recibirán, de 
la otra Parte Contratante, con relación a la administración, 
mantenimiento, uso, goce o disposición de sus inversiones, 
un tratamiento no menos favorable que esta Parte Contra- 
tante otorga a sus propios inversores o a los inversores de 
la nación más favorecida, cualquiera fuera el más favorable 
para el inversor. 
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ARTICULO 4 


EXCEPCIONES 


Las disposiciones del presente Acuerdo no tienen la 
intención de obligar a ninguna de las Partes Contratantes a 
extender a los inversores de la otra Parte Contratante los 
beneficios de un tratamiento, preferencia o privilegio de 
cualquier naturaleza en virtud de: 


(a) la existencia, presente o futura, de una zona de 
libre comercio, unión aduanera, mercado común o acuerdo 
de mercado laboral regional de los cuales una de las Partes 
Contratantes forme o habrá de formar parte en el futuro. 


(b) acuerdos o convenios internacionales relativos 
total o parcialmente a tributación, o 


(c) convenios o tratados multilaterales relativos to- 
tal o parcialmente a inversiones. 


ARTICULO5 


EXPROPIACION 


1. Las inversiones realizadas por inversores de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratante 
no serán expropiadas, nacionalizadas ni sujetas a otras 
medidas, directas o indirectas que tengan efecto equivalen- 
te alaexpropiación o nacionalización (en adelante denomi- 
nadas “expropiación”), salvo por interés público sobre una 
base no discriminatoria, en virtud del debido proceso legal 
y contra una inmediata, suficiente y efectiva compensa- 
ción. 


2. Dicha compensación equivaldrá al justo valor de 
mercado de la inversión expropiada a la fecha inmediata 
anterior en que se realizara la expropiación o se hiciera de 
público conocimiento, cualquiera sea la que suceda en 
primer lugar. 


3. Dichojusto valor de mercado se expresará en mone- 
da de libre conversión sobre la base de la cotización de 
cambio existente para dicha moneda a la fecha referida en el 
parágrafo 2 del presente artículo. La compensación tam- 
bién incluirá intereses a la tasa comercial establecida sobre 
la base del precio del mercado para la moneda en cuestión 
desde la fecha de expropiación hasta la fecha del pago real. 


4. El inversor cuyas inversiones son expropiadas ten- 
drá derecho a una inmediata revisión de su caso, por una 
autoridad judicial u otra autoridad competente de dicha 
Parte Contratante, así como valoración de sus inversiones 
de acuerdo con los principios establecidos en este Artículo. 
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ARTICULO 6 


COMPENSACION POR PERDIDAS 


1. Para los inversores de la Parte Contratante cuyas 
inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante 
sufran pérdidas por causa de guerra u otros conflictos 
armados, estado de emergencia nacional, revuelta, insu- 
rrección o manifestaciones en el territorio de esta Parte 
Contratante, la misma acordará con relación a la restitución, 
indemnización, compensación u otros acuerdos, un trata- 
miento no menos favorable que aquel acordado a sus pro- 
pios inversores o inversores de la nación más favorecida, 
cualesquiera resulte más favorable para el inversor. Los 
pagos resultantes se harán en efectivo, en moneda de libre 
conversión e inmediatamente transferibles. 


2. Sin perjuicio del parágrafo 1 de este Artículo, cual- 
quier inversor de una Parte Contratante que, bajo las cir- 
cunstancias referidas en dicho parágrafo, sufra pérdidas en 
el territorio de la otra Parte Contratante como resultado de: 


(a) requisa de sus inversiones o parte de las mismas 
por las fuerzas armadas o autoridades de esta última; o 


(b) destrucción de sus inversiones o parte de las 
mismas por las fuerzas armadas o autoridades de esta últi- 
ma, que no fuera necesaria por exigencias de la situación, 
recibirá una inmediata, justa y efectiva restitución o com- 
pensación previamente acordada. 


3. Los inversores cuyas inversiones sufran pérdidas de 
acuerdo con el parágrafo 2 de este Artículo, tendrán dere- 
cho a una inmediata revisión de su caso y de la valoración 
de sus inversiones de acuerdo con los principios estable- 
cidos en el parágrafo 2 de este Artículo, por parte de las 
autoridades judiciales u otras autoridades competentes de 
dicha Parte Contratante. 


ARTICULO?7 


LIBRE TRANSFERENCIA 


1. Cada Parte Contratante garantizará a los inversores 
de la otra Parte Contratante la libre transferencia, hacia y 
fuera de sus territorios, de los pagos en relación con una 
inversión. Dichos pagos incluirán en particular, aunque no 
en forma exclusiva: 


(a) el capital principal y sumas adicionales para man- 
tener, desarrollar o aumentar la inversión; 


(b) rendimientos; 


(c) resultados obtenidos de la venta total o parcial o 
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disposición de cualquier inversión incluyendo la venta de 
acciones; 


(d) las sumas exigidas por pago de gastos que surjan 
del manejo de inversiones, tales como reembolso de prés- 
tamos, pago de royalties, honorarios de administración, 
pago de licencias y otros gastos similares; 


(e) compensaciones pagaderas según los artículos 5 
y 6; 


(f) pagos resultantes de la solución de controver- 
sias; 


(g) ganancias y otras remuneraciones del personal 
contratado desde el exterior y trabajando en relación con 
dichas inversiones. 


2. Las Partes Contratantes garantizarán también que las 
transferencias a que se refiere el parágrafo 1 de este Artícu- 
lo se realizarán sin restricción ni demora, en moneda de libre 
conversión y a la cotización que prevalezca en el mercado 
de intercambio correspondiente a la fecha de la transferen- 
cia con relación a transacciones locales en la moneda a ser 
transferida y se harán efectivo y transferibles de inmediato. 
En caso de no disponer de cotización del mercado, la corres- 
pondiente cotización de cambio corresponderá al tipo cru- 
zado obtenido de aquellos valores que serían aplicados por 
el Fondo Monetario Internacional a la fecha de pago para la 
conversión de las monedas involucradas en Derechos Es- 
peciales de Giro. 


ARTICULO8 


SUBROGACION 


Si una Parte Contratante o su agencia designada realiza 
un pago bajo garantía, indemnización o contrato de seguro, 
con relación a cualquier inversión en el territorio de la otra 
Parte Contratante, esta Parte Contratante, reconocerá la 
adjudicación de cualquier derecho o demanda de ese inver- 
sor contra dicha Parte Contratante o su agencia designada, 
el derecho a ejercer en virtud de la subrogación, todos los 
derechos y demandas que no excedan a su predecesor 
titular. 


ARTICULO 9 


CONTROVERSIAS ENTRE UN INVERSOR Y UNA 
PARTE CONTRATANTE 


1. Cualquier controversia de naturaleza legal, que surja 
directamente de una inversión entre la Parte Contratante y 
el inversor de la otra Parte Contratante, se deberá resolver 
en forma amistosa entre ambas partes involucradas. 
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2. Si la controversia no hubiera sido solucionada en el 
plazo de seis meses a partir de la fecha en que fuera eleva- 
da por escrito, la misma a criterio del inversor, será presen- 
tada: 


(a) ante los tribunales competentes de la Parte Con- 
tratante en cuyo territorio sea realizada la inversión; 


(b) para su arbitraje por la Corte Internacional del 
Centro para la Solución de Controversias (ICSID), estable- 
cido por la Convención relativa a la Solución de Controver- 
sias entre los Estados y los Nacionales de otros Estados, 
abierto para la firma en Washington con fecha 18 de marzo 
de 1965, una vez que ambas Partes Contratantes se afilien 
al mismo. 


Hasta la aplicación de estas disposiciones, la contro- 
versia será sometida a arbitraje bajo las normas del -ICSID- 
Servicio Adicional. Para los Procedimientos de Administra- 
ción de Conciliación, Arbitraje y Decisiones; o 


(c) a un tribunal de arbitraje ad hoc, que a menos que 
las partes involucradas acuerden lo contrario, se habrá de 
establecer según las Normas de Arbitraje de la Comisión de 
las Naciones Unidas sobre Legislación de Comercio Inter- 
nacional (UNCITRAL). 


Una vez que el inversor hubo presentado la controversia 
a la jurisdicción antes mencionada o ante arbitraje interna- 
cional, la elección de uno u otro de estos procedimientos 
será definitiva a menos que las Partes en controversia 
acuerden lo contrario. 


Las Partes Contratantes dan su irrevocable consenti- 
miento con respecto al hecho de que todas las controver- 
sias relativas a inversiones habrán de someterse a la corte, 
tribunal o arbitraje alternativo antes mencionados. 


3. El tribunal arbitral decidirá de acuerdo con las dispo- 
siciones de este Acuerdo, los principios del derecho inter- 
nacional y la legislación de las Partes Contratantes 
involucradas en la controversia en tanto no se contradiga 
con los términos de este Acuerdo. 


4. Ninguna de las Partes Contratantes, involucradas en 
la controversia, podrá realizar objeciones en ninguna etapa 
del procedimiento de arbitraje o de la ejecución de una 
sentencia de arbitraje, a cuenta del hecho que el inversor, 
que es parte oponente en la controversia, hubiera recibido 
una indemnización en virtud de un seguro existente, que 
cubra total o parcialmente el monto de sus pérdidas. 


5. La decisión será final y obligatoria para las Partes 
involucradas en la controversia y será ejecutada de acuerdo 
con la legislación nacional. 
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ARTICULO 10 


CONTROVERSIAS ENTRE LAS PARTES 
CONTRATANTES 


1. Las controversias entre las Partes Contratantes rela- 
tivas a la interpretación y aplicación del presente Acuerdo, 
en lo posible, se habrán de solucionar a través de canales 
diplomáticos. 


2. Sila controversia no puede ser de este modo resuelta 
en un plazo de seis (6) meses a partir de la fecha en que 
cualquiera de las partes solicitara la realización de negocia- 
ciones, a solicitud de cualquiera de las Partes Contratantes, 
será sometida al Tribunal Arbitral. 


3. Dicho Tribunal Arbitral estará constituido para cada 
caso en particular del modo siguiente. Dentro de los dos 
meses de recibida la solicitud de arbitraje, cada Parte Con- 
tratante designará un miembro del Tribunal. Dichos dos 
miembros seleccionarán luego un nacional de un Tercer 
Estado quien una vez aprobado por ambas Partes Contra- 
tantes será designado Presidente del Tribunal. El Presiden- 
te será designado en el plazo de 4 meses a partir de la fecha 
de designación de los otros dos miembros. 


4. Si dentro de los períodos especificados en el pará- 
grafo 3 de este Artículo no se hubieran realizado las desig- 
naciones necesarias, cualquiera de las Partes Contratantes 
en ausencia de otro Acuerdo, podrán invitar al Presidente 
de la Corte Internacional de Justicia a realizar las necesarias 
designaciones. Si el Presidente es un nacional de cualquiera 
de las Partes Contratantes o está de algún modo impedido 
de ocupar dicha función, el integrante de la Corte Interna- 
cional de Justicia que le sigue en rango que no fuera un 
nacional de ninguna de las Partes Contratantes o no estu- 
vieraimpedido de desempeñar dicha función, será invitado 
a realizar las designaciones necesarias. 


5. El Tribunal Arbitral tomará sus decisiones por mayo- 
ría de votos. Las decisiones del Tribunal serán finales y 
obligatorias para ambas Partes Contratantes. Cada Parte 
Contratante se hará cargo de los gastos de los miembros 
designados por dicha Parte Contratante y de su represen- 
tación en las actuaciones arbitrales. Ambas Partes Contra- 
tantes se harán cargo por igual de los gastos del Presidente, 
así como también de otros gastos. El Tribunal podrá tomar 
una decisión diferente en relación a la distribución de 
gastos. En todos los demás aspectos el Tribunal Arbitral 
determinará sus propias reglas de procedimiento. 


ARTICULO 11 


INGRESO Y PERMANENCIA DEL PERSONAL 


Cualquiera de las Partes Contratantes, sujetas a la legis- 
lación correspondiente, en forma regular, con relación al 
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ingreso y permanencia de no nacionales permitirá a las 
personas naturales de la otra Parte Contratante y otro 
personal empleado en relación con las inversiones realiza- 
das por un inversor de la otra Parte Contratante, que ingre- 
sen y permanezcan en sus territorios con el fin de compro- 
meterse en actividades relacionadas con inversiones, así 
como a miembros de su familia. 


ARTICULO 12 


APLICACION DE OTRAS NORMAS 


Si las disposiciones legales de cualquiera de las Partes 
Contratantes u obligaciones que emanan del derecho inter- 
nacional, existentes a la fecha o a ser establecida en el 
futuro entre las Partes Contratantes, además del presente 
acuerdo contienen una norma, ya sea general o específica, 
facultando a las inversiones realizadas por inversores de la 
otra Parte Contratante a recibir un tratamiento más favora- 
ble que el previsto por este Acuerdo, dichas disposiciones, 
en cuanto resulten más favorables para el inversor prevale- 
cerán sobre este Acuerdo. 


ARTICULO 13 


APLICACION DEL ACUERDO 


El presente Acuerdo se aplicará a todas las inversiones 
realizadas por inversores de cualquiera de las Partes Con- 
tratantes en el territorio de la otra Parte Contratante, ya sea 
que fueran realizadas antes o después de la entrada en vigor 
de este Acuerdo pero no se aplicará a las controversias que 
surgieran, relativas a una inversión como tampoco a un 
reclamo que fuera solucionado antes de su entrada en vigor. 


ARTICULO 14 


ENTRADA EN VIGOR, DURACION Y TERMINACION 


1. Las Partes Contratantes mutuamente se notificarán 
cuando se hubieran completado los requisitos constitucio- 
nales para la entrada en vigor de este Acuerdo. El Acuerdo 
entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha de 
recepción de la última notificación. 


2. El presente Acuerdo permanecerá en vigor por un 
período de veinte (20) años, y en adelante seguirá vigente 
bajo los mismos términos hasta transcurridos doce (12) 
meses a partir de la fecha en que cualquiera de las Partes 
Contratantes notifique a la otra por escrito de su intención 
de terminar el Acuerdo. 


3. Conrelación a las inversiones realizadas previo a la 
fecha de terminación de este Acuerdo, las disposiciones de 
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los artículos 1 a 13 permanecerán en vigor por otro período 
de 20 (veinte) años a partir de la fecha de terminación del 
mismo. 


En fe de lo cual, los representantes suscritos, debida- 
mente autorizados para ello, firman el presente Acuerdo. 


Hecho en duplicado en Montevideo a los veintiún días 
del mes de marzo del año dos mil dos en los idiomas, 
español, finlandés e inglés, siendo todos los textos igual- 
mente válidos. En caso de divergencias prevalecerá el texto 
en inglés. 
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El Poder Ejecutivo envió con fecha 20 de mayo de 2003 
el Mensaje correspondiente solicitando la aprobación par- 
lamentaria del acuerdo entre nuestro Gobierno y el de la 
República de Finlandia relativo a la promoción y protección 
de inversiones, suscrito en Montevideo el 21 de marzo de 
2002. 


El acuerdo sigue los lineamientos de otros tantos ya 
aprobados con varios países para intensificar la coopera- 
ción económica bilateral, reconociendo la importancia de 
las inversiones como promotoras del desarrollo y, conse- 
cuentemente, del nivel del empleo. 


En ese sentido se les asegura a los inversores de las 
Partes Contratantes el marco jurídico apropiado para brin- 
darle seguridades a sus inversores y a los rendimientos de 
las mismas, sin que ello implique la obligación de extender 
el mismo tratamiento otorgado a las partes en los acuerdos 
de libre comercio, unión aduanera, mercado común o acuer- 
do de mercado laboral regional de los cuales una de las 
Partes Contratantes forme parte o vaya a formar parte. 


El artículo 1” establece las Definiciones, esto es el alcan- 
ce preciso de los términos utilizados en el acuerdo. 


Los artículos 2*, 3? y 4” se refieren a los mecanismos de 
promoción y protección de las inversiones, al tratamiento 
que recibirán las mismas y las excepciones correspondien- 
tes. 
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El artículo 5” se refiere a las garantías para los casos de 
expropiación. 


El artículo 6% a la compensación por pérdidas, precisan- 
do que se les otorgará un “tratamiento no menos favorable 
que aquel acordado a sus propias inversiones o inversores 
de la nación más favorecida”. 


El artículo 7” asegura la libre transferencia de los pagos 
en relación con las inversiones. El 8” dispone el mecanismo 
de subrogación. 


Los artículos 9* y 10 establecen las formas de resolver 
las controversias que puedan suscitarse, tanto entre un 
inversor y una Parte Contratante como entre las Partes 
Contratantes. 


El Artículo 11 regula el ingreso y permanencia del perso- 
nal de las empresas inversoras; el 12 dispone que otras 
normas que puedan beneficiar al inversor, si son más favo- 
rables que las de este Acuerdo, serán de aplicación; el 13 fija 
el alcance de la aplicación del acuerdo y el 14 las normas de 
estilo sobre entrada en vigor, duración y terminación del 
acuerdo. 


Por lo expuesto vuestra Comisión aconseja prestarle la 
aprobación solicitada. 


Sala de la Comisión, a 5 de junio de 2003. 


Juan Adolfo Singer, Miembro Informan- 
te; Ruben Correa Freitas, Reinaldo 
Gargano (Discorde); Pablo Millor, Car- 
los Julio Pereyra, Ambrosio Rodríguez.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 

- En discusión general. 

SEÑOR SINGER. .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR SINGER .- Señor Presidente: quería proponer al 
Senado que discutiéramos este asunto, cerráramos la discu- 
sión y postergáramos la votación. Este es uno de los tantos 
proyectos de promoción y protección de inversiones sobre 
los que hay una definición ya reiterada. Los señores Sena- 
dores del Frente Amplio no lo han votado en la Comisión de 
Asuntos Internacionales y, por lo tanto, no lo votarán 
tampoco en esta instancia y, en este momento, los otros 
Partidos no tenemos la totalidad de los Senadores en Sala, 
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por lo que no contamos con los votos necesarios para 
aprobarlo, ya que se requieren 16 votos. 


Por consiguiente, para facilitar esta operativa, propon- 
go que cerremos la discusión luego de que algún señor 
Senador deje las constancias de estilo. 


Por mi parte, lo único que tengo para decir es que este 
proyecto reitera muchos otros que ya hemos aprobado, en 
el mismo orden de ideas. Inclusive, hace mucho tiempo está 
repartido el informe escrito que he realizado en nombre de 
la Comisión de Asuntos Internacionales. 


En consecuencia, agotada la lista de oradores, solicito 
que se vote el cierre de la discusión, para que en el momento 
oportuno podamos someterlo a votación. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: es cierto que 
este Tratado reitera -a mi juicio, lamentablemente- una 
sucesión de Tratados que desde hace ocho años viene 
acordando nuestro país con otros países, especialmente del 
mundo desarrollado, del Primer Mundo o de “los que están 
arriba”, como dice Mafalda. En sustancia, el mismo no 
cambia nada en lo que tiene que ver con la relación normal 
en materia de intercambio económico, salvo en lo que dice 
relación con la resolución de las controversias entre los 
inversores del extranjero que llegan a nuestro país. 


El argumento que se da es que también nuestros 
inversores en los países desarrollados -no quiero ejempli- 
ficar, pero deben ser muy pocos- van a tener oportunidad 
de utilizar las ventajas que da el Convenio. ¿En qué consis- 
ten? En lo que se denomina la prórroga de la jurisdicción. 


Normalmente -estoy hablando frente a abogados que de 
esto dominan mucho más que yo, que fui nada más que un 
alumno de cuarto año de la Facultad de Derecho- los 
contratos y convenios que se celebran en el territorio 
nacional de acuerdo con la Constitución de la República y 
el Código Civil deben ser abordados por los Tribunales 
nacionales, cuando existen controversias. 


En el artículo 9” se expresa que cualquier controversia de 
naturaleza legal, que surja directamente de una inversión 
entre la Parte Contratante y el inversor de la otra Parte 
Contratante, se deberá resolver en forma amistosa entre 
ambas partes involucradas. Podríamos decir que es un 
llamado a la paz. 


El punto 2. del artículo 9” expresa que si la controversia 
no hubiera sido solucionada en el plazo de seis meses a 
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partir de la fecha en que fuera elevada por escrito, la misma, 
a criterio del inversor -es decir que el inversor es el que elige 
la jurisdicción-, se podrá ir ante los Tribunales de la Parte 
Contratante en cuyo territorio sea realizada la inversión; se 
podrá solicitar un arbitraje, se podrá presentar a un arbitraje 
“ad hoc”, en el marco de las normas del ICSID, que es un 
servicio adicional. Si no recuerdo mal -estoy hablando de 
memoria y puede ser que cometa algún error- se trata de un 
instrumento que se aprobó en la década del cincuenta, 
cuando nuestro representante en el Fondo Monetario Inter- 
nacional aprobó la creación del mismo o la institución 
financiera que lo generó. Consiste en un fondo de protec- 
ción de inversiones en general para todo el mundo. El 
Consejo Nacional de Gobierno le enmendó la plana al fir- 
mante. Lo recordaba en la legislatura anterior el entonces 
Senador Mallo en forma reiterada, porque constituía una 
genérica intervención en nuestros asuntos o en los conve- 
nios y contratos que se hacen en nuestro país, de parte de 
instituciones o tribunales que no pertenecen al Uruguay. 


Creo que quienes nos hemos opuesto a esto actuamos 
bien, y me gustaría recordar, como ejemplo del absurdo, un 
episodio bastante negativo que tuvo lugar no hace mucho 
tiempo -más precisamente en febrero del año pasado- y que 
está siendo analizado por una Comisión Investigadora de la 
Cámara de Representantes, relativo a un contrato entre el 
Gobierno y la Banca Morgan, el Crédit Suisse y el Dresdner 
Bank, en el que se establece que la jurisdicción será la del 
Estado de Nueva York, cuando los efectos del mismo se iban 
a dar en nuestro país. 


Por las razones expuestas, no somos partidarios de esto, 
y lo lamentamos. He dado estos ejemplos porque me parece 
que, en general, son imposiciones de jurisdicciones que 
tienden a favorecer a la parte que viene a realizar una 
inversión al país y tiene problemas, llevando el tema a 
discutirlo donde entiende que cuenta con mejores condi- 
ciones para ganar un juicio. Los Tribunales no se eligen así. 
Por lo menos en nuestro país son por turno; es decir, le toca 
al que estaba abierto en la fecha indicada y allí va a parar el 
juicio. Pienso que esta es una norma sabia, ya que si se 
pudieran elegir los Tribunales con el dedo, malamente se 
hablaría de la justicia. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: voy a ser muy 
breve, agregando un punto que ya expuse en otra oportuni- 
dad, creo que en la legislatura anterior. Esta Convención, 
Tratado o Acuerdo tiene, además, un artículo 10 que se 
refiere a las controversias entre las partes contratantes 
relativas a la interpretación y aplicación del presente acuer- 
do y también trae reglas sobre tribunales. Aunque el Poder 
Judicial nunca haya asumido jurisdicción, hay una norma 
imperativa de la Constitución muy antigua, muy olvidada y 
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muy poco explorada, que dice que estas controversias son 
precisamente las cuestiones relativas a Tratados, Pactos y 
Convenciones con otros Estados y eso es competencia 
originaria de la Suprema Corte de Justicia. Así lo dice 
expresamente el artículo 239: “A la Suprema Corte de Justi- 
cia corresponde: 1%) Juzgar a todos los infractores de la 
Constitución, sin excepción alguna; sobre delitos contra 
Derecho de Gentes y causas de Almirantazgo; en las Cues- 
tiones relativas a tratados, pactos y convenciones con 
otros Estados”, etcétera. 


Esas cuestiones son, precisamente -incluso hubo una 
ley interpretativa en el siglo XIX-, las diferencias de inter- 
pretación en Tratados que celebró la República. Es verdad 
que la Suprema Corte de Justicia asumió muy pocas veces 
-creo que dos- esta competencia, pero está en la Constitu- 
ción en un artículo imperativo. 


Simplemente, me limito a dejar esa constancia, que se 
agrega a lo que ya explicó el señor Senador Gargano sobre 
la prórroga de jurisdicción. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- No entiendo qué es lo que 
vamos a votar. A lo mejor está en una parte del Reglamento 
que no encuentro, pero, en general, lo que ha sucedido con 
este tipo de proyectos es que hay una mínima intervención 
de un señor Senador, si es que la hay -hoy ha sido un día 
distinto, ya que han intervenido tres Senadores-, y luego se 
vota. Solicito a la Mesa que me explique qué votación se 
está pidiendo con respecto al cierre de qué cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Cuerpo está en la discusión 
general del proyecto. En consecuencia, el señor Senador 
Singer propone que, una vez que los señores Senadores 
hayan hecho las intervenciones del caso, se cierre la discu- 
sión. Esto a veces se hace, aunque tampoco es demasiado 
necesario, por lo que la Mesa no advierte la conveniencia 
de entrar en una discusión. En última instancia, lo que 
importa es que se postergue la votación en general, que es 
el sentido de la propuesta del señor Senador Singer. Creo 
que, si el señor Senador Singer lo admite, lo mejor es que 
pasemos a votar si se posterga la votación. 


SEÑOR SINGER.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SINGER.- El cierre de la discusión es una antigua 
práctica parlamentaria que se ha dado muchas veces en el 
Senado y en la Cámara de Representantes. Se habilita la 
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discusión y, cuando se agota la lista de oradores, el Cuerpo 
resuelve cerrar la discusión del asunto y esperar el momento 
oportuno para la votación. El señor Presidente lo ha expli- 
cado de otra manera, pero no hay inconveniente, porque no 
es una cuestión de fondo sino de procedimiento. Yo propo- 
nía cerrar la discusión y postergar la votación para otro 
momento. Al quedar cerrada la discusión, este asunto va a 
seguir figurando en el Orden del Día y en cualquier momento 
un señor Senador puede pedir que se ponga a votación. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- No quiero entrar en un debate 
sobre este tema, porque no estamos discutiendo eso. Para 
ahorrarnos todo tipo de discusión, solicitaría al señor Se- 
nador Singer que transforme su moción para postergar el 
punto hasta que estén en Sala los señores Senadores que 
tienen que votar, sin entrar en una discusión de si se cerró 
o no la lista de oradores. 


SEÑOR SINGER.- No tengo inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se posterga la 
votación del asunto en consideración. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


20) EMPLEO. NORMAS PARA SU INCREMENTO A 
TRAVES DE EXONERACIONES Y BENEFICIOS EN 
LOS APORTES PATRONALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se dictan normas para el incre- 
mento del empleo a través de exoneraciones y beneficios 
relativos a aportes patronales a la seguridad social (Carp. 
N* 1109/03 - Rep. N* 678/03)”. 


(Antecedentes: ver 59* SO) 

- Continúa la discusión general. 

El proyecto de ley ya fue informado en el día de ayer. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo 1”. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Formulo moción para que 
se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

- 16en 17. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1”. 
SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Deseo hacer una breve inter- 
vención sobre el conjunto del proyecto. 


Nosotros hemos dicho siempre que no ha quedado de- 
mostrado -más bien parecería que queda demostrado lo 
contrario- que la reducción de los aportes patronales bene- 
ficie la creación de empleo. Pensamos que, en ese sentido, 
debe haber políticas activas, enérgicas y planificadas en el 
marco del crecimiento del país y de una movilización mucho 
más persistente, que tenga como objetivo el desarrollo del 
mercado interno sin que vaya en desmedro de las exporta- 
ciones. Como decía en el día de ayer el señor Senador 
Gargano cuando hacía la consulta, alguien tiene que trasla- 
dar los aportes que no van al Banco de Previsión Social y 
ese alguien, en general, es la población, porque, cuando 
decimos que queda a cargo de Rentas Generales, quien lo 
paga es la población. 


Con este proyecto se intenta reincorporar a los que 
están en seguro de desempleo -que es más sencillo- o a los 
trabajadores desocupados. Esto está íntimamente ligado a 
un proyecto en el que nosotros hemos insistido pero que no 
ha tenido éxito, que tiene que ver con un Registro Nacional 
de Desocupados que permita hacer políticas dirigidas hacia 
esa gente, según sus características, la familia que tienen a 
cargo, la profesión, qué tipo de desocupación es, si es 
permanente o ha ido pasando de un lugar a otro, etcétera. 
Como se dijo ayer, es cierto que si está desocupado igual no 
aporta, por lo que si se crea un solo puesto de trabajo que 
no aporta, no es un dinero que pierda el Banco. De todas 
maneras, queremos dejar sentado que este no es el camino, 
porque no tiene consecuencias prácticas, aunque lo vamos 
a acompañar porque siempre hemos dicho que alcanza con 
que beneficie a un solo trabajador para votarlo. Pero parti- 
mos de la base de que no es por ahí que se incrementan los 
puestos de trabajo. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 


se va a votar el artículo 1”. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 2*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 3%. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 4”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 5*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 6”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 7”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
- 18en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


21) ORGANISMOS DEL ESTADO. INTERVENCION EN 
LOS GASTOS Y PAGOS DEL TRIBUNAL DE 
CUENTAS DE LA REPUBLICA Y DE LA ASAM- 
BLEA GENERAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
figura en cuarto lugar del Orden del Día: “Proyecto de ley 
por el que se reglamenta el artículo 211 literal B de la 
Constitución de la República en cuanto ala intervención del 
Tribunal de Cuentas y de la Asamblea General en los gastos 
y pagos de los organismos del Estado. (Carp. N* 769/02 - 
Rep. N* 693/03)”. 


(Antecedentes: Ver 59*S.O.) 
- Continúa la discusión general del proyecto de ley. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- En el día de ayer me encontraba 
de licencia, pero los compañeros me han informado que el 
señor Senador Correa Freitas hizo un prolijo informe sobre 
este proyecto de ley, en el que incluso detalló las conver- 
saciones que en torno al mismo se mantuvieron en el seno 
de la Comisión. Tengo entendido que hizo referencia tam- 
bién a un artículo que se había añadido al texto original que 
él y el señor Senador Gallinal habían preparado, sobre el 
cual también había opinado el Tribunal de Cuentas. La 
Comisión acordó apoyar una norma que, si no me equivoco, 
es el artículo 4%, en el que se hace una interpretación de la 
Constitución cuando habla de la redesignación de Directo- 
res. Tal como probablemente haya sido anunciado en el día 
de ayer, en la Comisión quedó sin aprobar, por no ser 
compartido por sus integrantes, otro artículo que había 
propuesto nuestra fuerza política, referido a añadir a las 
competencias del Tribunal de Cuentas la facultad de con- 
trolar la gestión de los representantes uruguayos en los 
organismos binacionales o multinacionales. Esa disposi- 
ción, a diferencia del actual artículo 4” del proyecto de ley, 
no contó con la adhesión de la Comisión o, por lo menos, no 
fue recogido en el proyecto. En ese momento, anunciamos 
que lo presentaríamos como artículo aditivo en el Plenario. 


A continuación, me gustaría simplemente fundamentar 
nuestra posición. Ante todo, compartimos el proyecto de 
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ley que, como se sabe, viene firmado por todos los miem- 
bros de la Comisión de Constitución y Legislación. En 
segundo lugar, nuestros representantes plantearon -y ese 
planteo fue recogido por todos los miembros de la Comi- 
sión, aunque con alguna modificación gramatical- una in- 
quietud respecto a la interpretación de ese artículo de la 
Constitución de la República que se muestra contrario a que 
se redesignen Directores cuando hayan recibido observa- 
ciones del Tribunal de Cuentas. Esta es una interpretación 
plausible, aunque no es la máxima a la que aspiramos. 


Por mi parte, hago llegar a la Mesa un artículo aditivo, 
que sería el número 6, que establece: “El Tribunal de Cuen- 
tas controlará la legalidad de la gestión financiera de los 
representantes de nuestro país en los organismos públicos 
binacionales o multinacionales”. En algún momento, hace 
dos legislaturas, en el seno del Tribunal de Cuentas, se 
había planteado este problema y nosotros habíamos reco- 
gido la inquietud. Realmente, no sé si todavía permanece 
pero, de cualquier manera, nos parece correcta. 


También hubo un planteo en el que se hacían notar 
dudas en cuanto a si se ajustaba a la Constitución que el 
Tribunal de Cuentas asumiera competencia para vigilar la 
gestión de órganos que no eran del Estado uruguayo, 
puesto que son órganos supranacionales. En este sentido, 
quiero advertir que no se trata de ver si eso entra o no en 
las competencias enumeradas a texto expreso en el artículo 
211, porque la Constitución establece que el Tribunal de 
Cuentas es un órgano de competencia abierta y señala que 
la ley podrá atribuirle otras competencias no especificadas 
en esa Sección. Desde luego, tenemos una interpretación 
prudente de esa norma y no podemos otorgar al Tribunal de 
Cuentas competencias que nada tengan que ver con su 
naturaleza, como podrían ser, por ejemplo, dictar fallos de 
conveniencia u otras cosas de ese tipo. Eso, a nuestro 
juicio, no podría hacerse por ley. Por eso hablamos de las 
facultades de controlar la legalidad de la gestión, ya que eso 
se ajusta a la naturaleza más íntima de un Tribunal de 
Cuentas como el nuestro, que básicamente controla la lega- 
lidad y no la conveniencia u oportunidad. 


Por otro lado, el texto que hago llegar a la Mesa habla de 
que el Tribunal de Cuentas controlará la legalidad de la 
gestión financiera de los representantes de nuestro país en 
los organismos públicos binacionales o multinacionales, 
porque existen organismos que pertenecen a la esfera pri- 
vada -por ejemplo, organizaciones ecologistas, formadas 
por representantes de varios países-, que no tienen nada 
que ver con el manejo de fondos estatales ni con el carácter 
público de esos organismos. 


Este es el fundamento del artículo aditivo que vamos a 
proponer una vez que se apruebe el proyecto de ley tal como 
viene, pues todos los hemos compartido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota:) 

- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Formulo moción para que 
se suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se vaa votarla moción formu- 
lada por el señor Senador. 


(Se vota:) 

- 19en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR GALLINAL..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: se supone que 
estamos votando lo que en el comparativo aparece como 
texto sustitutivo de la Comisión. Digo esto para que des- 
pués no vuelva con modificaciones menores de la Cámara de 
Representantes, tal como ha ocurrido con algún otro pro- 
yecto. En el artículo 1”, en el paréntesis que hace referencia 
a la Constitución, deberíamos poner “artículo 205 de la 
Constitución de la República”, si es que mantenemos eso 
entre paréntesis. 


Entonces, voy a pedir que se reconsidere el artículo y 
luego se rectifique la votación, para poder introducir esa 
modificación a fin de evitarnos ese pequeño inconveniente 
que podría generarse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la reconsideración 
del artículo 1” del proyecto de ley. 


(Se vota:) 


- 19en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración nuevamente el artículo 1%, con la 
modificación propuesta por el señor Senador Gallinal. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 2*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 3%. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 4”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 5*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha llegado a la Mesa un aditivo presentado por el señor 
Senador Korzeniak. 


Léase. 


(Se lee:) 


“El Tribunal de Cuentas controlará la legalidad de la 
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gestión financiera de los representantes de nuestro país en 
los organismos públicos binacionales o multinacionales.” 
Firman los señores Senadores Korzeniak y Núñez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-8en 21. Negativa. 

SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Dado que ya se votó, éste sería 
un fundamento de voto, y como ya hice una exposición 
sobre el artículo, no la voy areiterar. Lo que quiero decir es 
que justifico plenamente la actitud de los miembros de la 
Comisión porque en su seno no apoyaron el artículo, pero 
lo que me extraña es que ni un solo señor legislador haya 
expuesto en contra del artículo. Me parece un poco desusa- 
do en la vida parlamentaria. Con esto no quiero decir que sea 
inválido, sino que no es usual. Habría que ver cuál es el 
fundamento. En la Comisión lo escuché y, más aún, presenté 
en ella dos artículos, a uno de los cuales la propia Comisión 
dio una redacción mejor y lo aprobó, fundamentando la 
razón. 


SEÑOR GALLINAL ..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: a modo de fun- 
damento de voto diré que comparto la filosofía -así lo señalé 
en la Comisión- que inspira al señor Senador Korzeniak, 
pero en lo que no estoy de acuerdo es en la redacción del 
artículo. Me parece que la Constitución de la República no 
habilita un contralor de las características que se plantean 
en esta redacción. Creo que si quisiéramos -como debería- 
mos hacerlo en algún momento- controlar los fondos que el 
Uruguay destina a organismos internacionales o 
binacionales y, sobre todo, los que destina con carácter 
periódico o permanente, lo que debemos hacer es establecer 
un sistema de contralor, a través del Tribunal de Cuentas, 
de los organismos del Poder Ejecutivo que se vinculan con 
sus pares internacionales o binacionales. Puede suceder 
que muchas veces se estén utilizando fondos en un organis- 
mo binacional -que surgen hasta del propio Presupuesto 
Nacional- y el que debe rendir cuentas ante el Parlamento y 
ante los organismos de contralor es, en su caso, el Minis- 
terio; esto es lo que ocurre la mayoría de las veces. 


CAMARA DE SENADORES 


15 de octubre de 2003 


Fue en esos términos que expresé al señor Senador 
Korzeniak en la Comisión que me parecía que debíamos 
alcanzar una redacción que contemplara esa característica 
y no ésta que, modestamente, entiendo que colide con el 
texto constitucional. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, efectivamente 
en la Comisión se dijo que se compartían las ideas, pero que 
se iba a dar al artículo una nueva redacción. De todos 
modos, las ideas fueron dos. A una de ellas se le dio nueva 
redacción y ahora es el artículo 5” aprobado, pero a la otra 
no se le dio ninguna redacción, por lo que yo interpreté que 
la Comisión no compartía la idea. 


Quiero decir que cuando en el texto hablo de la legalidad 
de la gestión, obviamente me estoy refiriendo -porque es la 
legalidad- al uso de los fondos públicos que pone el Uru- 
guay. En cuanto al hecho de que con ese texto se sale de la 
Constitución, hoy ya di mi explicación. El Tribunal de Cuen- 
tas es un órgano de competencia abierta, y de eso hablan los 
diez incisos finales. Concretamente, se establece que tam- 
bién se le podrá atribuir por ley funciones no especificadas 
en esta sección, y esta es una función que no está especi- 
ficada en la sección del Tribunal de Cuentas pero que tiene 
que ver con su naturaleza, de acuerdo con la interpretación 
estricta o restrictiva que yo hago de esta parte. 


De todas maneras, ese es fundamento que ya di y que no 
voy a reiterar. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: voy a 
coincidir con algunas de las apreciaciones del señor Sena- 
dor Gallinal y a señalar que la solución que se da al tema a 
través de la presentación de este aditivo por parte del señor 
Senador Korzeniak no es suficiente, ni responde a un estu- 
dio completo que la Comisión debería realizar. 


Coincidimos en que disposiciones de este tipo son 
necesarias y por tal motivo invitamos -sies posible- al señor 
Senador Korzeniak a que presente un proyecto que tenga 
algunos aspectos más que salven eventuales objeciones, 
sobre todo porque los organismos multilaterales son usual- 
mente producto de Tratados internacionales y, por tanto, 
existen algunos aspectos que valdría la pena estudiar con 
atención. 


Reitero que el tema vale la pena; ya ha sido puesto a 
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consideración en la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción y con seguridad puede completarse y mejorarse por la 
vía de un proyecto autónomo que entendemos sería bienve- 
nido y aprobado por este Cuerpo. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: recojo las expre- 
siones que acaba de formular el señor Senador García Costa. 
He escuchado versiones parecidas: no se está de acuerdo 
en la redacción, pero sí en que algún tipo de contralor tiene 
que existir sobre estos organismos por parte del Tribunal de 
Cuentas. Hay organismos binacionales que manejan cifras 
muy importantes y que realizan obras también de enorme 
importancia, como el caso de Salto Grande. Pero además hay 
otras que me ha tocado seguir de cerca, como la del Puente 
Colonia-Buenos Aires y me pregunto: ¿Cuánto se gastó en 
las consultorías que se multiplicaron recogiendo opiniones 
de medio mundo sobre el tema? ¿Cómo se gastó? ¿Quién lo 
autorizó? 


Como decía el señor Senador García Costa, me parece 
que el tema merece que se continúe estudiando y, en tal 
sentido, propondría al Senado que encomiende a la Comi- 
sión de Constitución y Legislación elaborar un texto al 
respecto. Comprendo las dificultades que existen cuando 
se trata de organismos internacionales, pero hay que bus- 
car alguna redacción que contemple el respeto por la sobe- 
ranía del país que ha suscrito un Tratado con nosotros y el 
contralor que tenemos la obligación de ejercer sobre aque- 
llos a los que hemos delegado importantes funciones en 
nombre de nuestro Estado. 


En consecuencia, propongo concretamente que el artí- 
culo que se votó negativamente vuelva a Comisión y que la 
idea y la versión taquigráfica de las palabras aquí vertidas 
la motiven para que elabore un texto que recoja la opinión 
mayoritaria del Senado. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- El señor Senador Pereyra se 
refirió a la Comisión de Hacienda, pero este proyecto de ley 
a estudio viene de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción. Digo esto simplemente para evitar que a posteriori se 
produzca un error. En este momento el señor Senador Pereyra 
me señala que está de acuerdo con que se devuelva a la 
Comisión de Constitución y Legislación que lo venía estu- 
diando. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El aditivo o el proyecto, señor 
Senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA.- El aditivo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, la moción 
formulada por el señor Senador Pereyra consiste en remitir 
el texto del aditivo que fue votado negativamente, a la 
Comisión de Constitución y Legislación junto a la versión 
taquigráfica de las palabras vertidas en Sala sobre el tema. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 


Así se procederá. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO 1”.- Cuando el Tribunal de Cuentas por sí 
o por intermedio de su auditor o contador delegado desig- 
nado en su caso, mantuviere la observación realizada a un 
gasto o pago de urgente consideración, de cualquier orga- 
nismo de la Administración Central, de los Entes Autóno- 
mos, con excepción de los docentes (artículo 205 de la 
Constitución de la República), y de los Servicios Descentra- 
lizados, sin perjuicio de la comunicación a la Asamblea 
General, deberá informar al Poder Ejecutivo, quien podrá 
disponer la suspensión del referido gasto o pago observa- 
do por razones de legalidad. 


ARTICULO 2”.- El Poder Ejecutivo, deberá analizar y 
resolver sobre el gasto o pago de urgente consideración 
observado por el Tribunal de Cuentas, en un plazo no mayor 
de treinta días, así como sobre la responsabilidad que le 
pueda corresponder al o a los jerarcas respectivos. 


ARTICULO 3”.- Enel caso de observaciones de urgente 
consideración a gastos y pagos, formulados a los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, el Poder Ejecuti- 
vo podrá disponer la suspensión del acto administrativo, 
así como las rectificaciones, los correctivos o remociones 
que considere del caso, conforme a lo previsto por los 
artículos 197, 198 y 205 de la Constitución de la República. 


ARTICULO 4”.- La Asamblea General conforme a su 
Reglamento, constituirá una Comisión Especial de Cuentas, 
con el cometido de estudiar las observaciones de urgente 
consideración remitidas por el Tribunal de Cuentas, debien- 
do enviar a todos los Legisladores una relación trimestral 
con las conclusiones que estime convenientes. 
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ARTICULO 5".- En cumplimiento de lo dispuesto por los 
artículos 192, inciso cuarto y 193 de la Constitución de la 
República, el Poder Ejecutivo solamente podrá promover 
las designaciones previstas por el artículo 187 de la Cons- 
titución de la República, cuando el dictamen del Tribunal de 
Cuentas referido a la gestión de los Directores comprendi- 
dos, no haya merecido observaciones emitidas por lo menos 
por cuatro votos conformes de sus miembros.” 


22) EJERCICIO “AGUILA UT” 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: con ánimo de 
conformar una hoja de ruta, tal como nos ha enseñado el 
señor Presidente desde que ingresé a esta Casa, quiero 
preguntar si está pendiente la definición del numeral tercero 
del Orden del Día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya fueron votados los numerales 
tercero y cuarto del Orden del Día y se postergó la votación 
del asunto que figura en segundo término. 


Correspondería continuar con la consideración del nu- 
meral quinto. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: formulo mo- 
ción para que se postergue la consideración del numeral 
quinto del Orden del Día. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: en consonancia 
con lo expresado por la señora Senadora Arismendi, me da 
la impresión de que tampoco tenemos los votos para apro- 
bar el numeral quinto, pero además, por lo que ha trascen- 
dido, parece que el país que iba a organizar esta operación 
quizá no lo haga. Alguna versión que ya hemos desmentido 
decía que la alternativa era Uruguay, cosa que es absoluta- 
mente falsa. La versión viene de Argentina, pero Uruguay 
no está preparado ni tiene intención de organizar esta 
actividad. 


Como resulta que no tenemos los votos y, además, 
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parece que no se va a llevar a cabo este ejercicio multina- 
cional, sería conveniente postergar la consideración del 
numeral quinto del Orden del Día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción de la 
señora Senadora Arismendi, en el sentido de postergar la 
consideración del numeral quinto del Orden del Día. 


(Se vota:) 
-24en 25. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: he votado la 
solicitud de postergación, pero como soy muy leal desde el 
punto de vista del procedimiento, advertí cierto azoramien- 
to porque no estaban los dieciséis votos y me permito 
recordar que este proyecto de ley cuyo tratamiento se 
postergó no necesita mayoría absoluta para su aprobación, 
y creo que los votos alcanzaban. Sin embargo, es un tema 
que dejo pasar. No obstante, quiero aclarar que el funda- 
mento del señor Senador Millor es muy correcto, pero al 
principio se dijo que faltaban los votos. 


Por otra parte, quiero congratular al señor Presidente 
por hacer cada tanto resúmenes de lo que ha venido ocu- 
rriendo durante la sesión, porque eso permite que los seño- 
res Senadores que entran y salen se pongan al día respecto 
de lo que fue sucediendo. Me parece que es algo sumamente 
inteligente. 


23) DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PACIEN- 
TES EN SU RELACION CON LOS PROFESIONA- 
LES Y LOS ESTABLECIMIENTOS DE SALUD 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar 
el numeral sexto del Orden del Día. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: formulo moción para 
que este punto vuelva a la Comisión de Salud Pública, en 
función de algunos aportes que se han hecho y que no han 
transitado por la Comisión respectiva, por lo que merecerán 
alguna discusión adicional. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votarla moción formula- 
da por el señor Senador Cid. 


(Se vota:) 


-25en 26. Afirmativa. 


24) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIER- 
NO DE LA REPUBLICA DE FINLANDIA RELATI- 
VO A LA PROMOCION Y PROTECCION DE IN- 
VERSIONES, SUSCRITO EN MONTEVIDEO, EL 21 
DE MARZO DE 2002 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con la moción del 
señor Senador Singer, continúa la consideración del Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de la República de Finlandia relativo a la Promoción y 
Protección de Inversiones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


- 16en 26. Afirmativa. 


En discusión particular. 


Léase el artículo único. 


(Selee:) 


“Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República de 
Finlandia relativo ala Promoción y Protección de Inversio- 
nes, suscrito en Montevideo, el 21 de marzo del año 2002.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 16en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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25) NUMERALES SEPTIMO Y NOVENO DEL ORDEN 
DEL DIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar 
el numeral séptimo del Orden del Día. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: solicito la 
postergación del tratamiento de los numerales séptimo y 
noveno del Orden del Día, que refieren al centenario de la 
guerra civil de 1904. Soy Miembro Informante del primero y 
tuve que ausentarme del país, pero tengo el deseo -me 
consta que algunos señores Legisladores nacionalistas 
también lo tienen- de hacer una exposición -es obvio que no 
va aser una larga exposición- para que este trámite se realice 
prestándole el marco debido en su consideración por el 
Senado. 


Por lo expuesto, formulo moción para que la considera- 
ción de estos puntos se postergue para la primera sesión 
ordinaria del mes de noviembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción del señor 
Senador García Costa, en el sentido de que los numerales 
séptimo y noveno integren el Orden del Día de la primera 
sesión ordinaria del mes de noviembre. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


26) CUARTEL HISTORICO “PASO DEL REY” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en octavo término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se designa con el nombre *Paso 
del Rey” el Cuartel Histórico de la ciudad de Sarandí del Yí, 
departamento de Durazno. (Carp. N* 1207/03 - Rep. 
N* 708/03)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1207/03 
Rep. N* 708/03 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Desígnase “Paso del Rey” el cuartel 


500-C.S. 


histórico de Sarandí del Yí, propiedad del Ministerio de 
Defensa Nacional, padrón 2035 de la localidad catastral del 
departamento de Durazno, sito en el kilómetro 210 de la Ruta 
Nacional N?* 6, a cinco kilómetros de la ciudad de Sarandí del 
Yí, departamento de Durazno. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 10 de setiembre de 2003. 


Jorge Chápper 
Presidente 
Horacio D. Catalurda 
Secretario. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración ha considerado el proyecto 
de ley por el que se declara con el nombre “Paso del Rey” 
al cuartel histórico de Sarandí del Yí, propiedad del Minis- 
terio de Defensa Nacional, padrón 2035 de la localidad 
catastral del departamento de Durazno, sito en el kilómetro 
210 de la Ruta Nacional N* 6 a cinco kilómetros de la ciudad 
de Sarandí del Yí, departamento de Durazno. 


El proyecto fue presentado por los dos Representantes 
Nacionales por el departamento de Durazno, Guzmán Acosta 
y Lara y Nelson Bosch, y cuenta con el apoyo de las fuerzas 
vivas de la zona. 


El denominado “Paso del Rey”, sobre los ríos Yí y Negro 
tiene una ubicación estratégica, ya que permitió siempre un 
amplio control de la faena y la comercialización clandestina 
de la ganadería de esa zona. 


Debido a eso, fue que en el año 1770, bajo el dominio 
español, se establece una Guardia Militar. Este paraje y su 
denominación está íntimamente ligados con nuestra histo- 
ria nacional, con el proceso fundacional de la ciudad de 
Sarandí del Yí y con las sucesivas presencias de efectivos 
militares. 


Muchos son los acontecimientos históricos relevantes 
que han ocurrido en el paraje “Paso del Rey”. En junio de 
1825, Ignacio Oribe y su cuerpo militar se instalan sobre el 
Paso del Rey, en misión de observación de la frontera de 
Cerro Largo y Y aguarón. 


En julio de 1861, fue cambiada la primera ubicación del 
pueblo Sarandí situándolo en forma definitiva entre los 
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arroyos Molles y Malbajar en el Paso del Rey. El 23 de 
octubre de 1876, la Junta Económico Administrativa de 
Durazno resuelve el nombramiento de una Comisión Auxi- 
liar, en virtud del incremento que ha tomado el pueblo 
Sarandí. 


El 13 de junio de 1906, se eleva a categoría de ciudad la 
villa de San Pedro del Durazno y a villa el pueblo Sarandí del 
Yí en el Paso del Rey. En 1907, comienza a funcionar el 
Cuartel Militar, con una guardia que pertenecía a diferentes 
unidades de la Región Militar N* 2, 


Por lo expuesto, sugerimos a este Cuerpo la aprobación 
del proyecto de ley que se informa, cuya intención es 
perpetuar la denominación del paraje que se conoce así 
desde antes que nuestro país naciera a la vida como Estado 
y nación independientes, en este cuartel histórico. 


Sala de la Comisión, 7 de mayo de 2003. 


Diana Saravia Olmos, Miembro Informan- 
te; Fernando Araújo, Jorge Barrera, 
Gustavo Borsari Brenna, Daniel Díaz 
Maynard, Alejo Fernández Chaves, Feli- 
pe Michelini, Margarita Percovich. Di- 
putados.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 

- En discusión general. 

SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: este es un proyecto 
de ley presentado por los dos Representantes Nacionales 
del departamento de Durazno, Diputados Guzmán Acosta y 
Lara y Nelson Bosch. Dicha iniciativa ha sido aprobada por 
unanimidad en la Cámara de Representantes y su intención 
es denominar “Paso del Rey” al cuartel histórico de la 
ciudad de Sarandí del Yí, perpetuando así el nombre de un 
paraje que es conocido de esa forma, mucho antes de que 
se gestase nuestro país como una nación independiente. 


Aclaro que este cuartel que, reitero, está ubicado en 
Sarandí del Yí, fue declarado el 13 de setiembre de 2001, 
monumento histórico nacional por resolución del Poder 
Ejecutivo. Cabe señalar que sus antecedentes -no del edi- 
ficio, que es monumento histórico- en cuanto ala existencia 
allí de un contingente militar, se remontan al año 1770. En 
ese momento, por primera vez aparece la denominación de 
“Paso del Rey” -lugar donde se juntan los ríos Yí y Negro- 
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por una resolución de las autoridades de la época que 
establecían la necesidad de fijar en esa confluencia una 
guardia militar. Dicha guardia tendría una tarea que para las 
autoridades de la Banda Oriental de aquella época era muy 
importante: controlar la faena clandestina de ganado. Pare- 
cería que todo vuelve a reciclarse o replantearse porque, 
precisamente, en estas horas hemos votado modificar o 
aumentar las penas establecidas para los casos de abigeato. 
Sin embargo, este tema que se planteaba en la campaña, en 
1770, ya era motivo de principal preocupación para las 
autoridades radicadas en Montevideo. Por ese motivo, 
surge una guardia militar en lo que se conoce por primera 
vez como “Paso del Rey” sobre los ríos Yí y Negro. 


Reitero que esta denominación surge en aquella época, 
muy anterior al nacimiento de la República Oriental del 
Uruguay. Entonces, lo que pretende este proyecto de ley es 
denominar a este monumento histórico que es el actual 
cuartel de Sarandí del Yí con el nombre de “Paso del Rey”, 
perpetuando así oficialmente lo que por costumbre se cono- 
ce, por lo menos, desde 1770. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Selee:) 


“Desígnase “Paso del Rey” el cuartel histórico de Sarandí 
del Yí, propiedad del Ministerio de Defensa Nacional, pa- 
drón 2035 de la localidad catastral del departamento de 
Durazno, sito en el kilómetro 210 de la Ruta Nacional N* 6, 
a cinco kilómetros de la ciudad de Sarandí del Yí, departa- 
mento de Durazno.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


27) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA EXONERAR DE SU CARGO A UN FUNCIO- 
NARIO PUBLICO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Senado pase 
a sesión secreta a fin de considerar el asunto que figura en 
décimo término del Orden del Día. 


SEÑOR SANABRIA. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Solicitamos la postergación de 
este punto y que se incluya en el Orden del Día de la primera 
sesión ordinaria del mes de noviembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


- 18en22. Afirmativa. 


28) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiéndose agotado el Orden 
del Día, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 18 y 19 minutos, presidiendo el 
doctor Alejandro Atchugarry y estando presentes los se- 
ñores Senadores Arismendi, Barrios Tassano, Brause, 
Cid, Correa Freitas, Couriel, De Boismenu, Gallinal, 
García Costa, Gargano, Heber, Michelini, Millor, 
Montaner, Pereyra, Pou, Riesgo, Rodríguez, Rubio, Sa- 
nabria y Singer.) 
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